
 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 1/2014 (10ª) 
 
       

MODIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA. PARA QUE PROCEDA ES 
NECESARIO QUE, PREVIAMENTE A SU SOLICITUD, SE 
RESUELVA EL CASO CONCRETO CON OBSERVANCIA ESTRICTA 
DE LO SEÑALADO EN AQUÉLLA. El Tribunal en Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la tesis P. XXXI/92, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IX, enero de 
1992, página 35, de rubro: ―JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA. PREVIAMENTE A LA SOLICITUD DE SU 
MODIFICACIÓN DEBE RESOLVERSE EL CASO CONCRETO QUE LA 
ORIGINA.‖, estableció que mientras no se produzca la resolución con 
los votos necesarios para interrumpir una jurisprudencia, ésta debe 
acatarse y aplicarse por los órganos judiciales que se encuentren 
obligados, lo cual permite sostener que,  previamente a elevar al órgano 
respectivo la solicitud de modificación de la jurisprudencia que tuviese 
establecida, debe resolverse el caso concreto que origine la petición 
aplicándose la tesis jurisprudencial de que se trate. De ahí que para la 
procedencia de una solicitud de modificación de jurisprudencia, este 
alto tribunal haya establecido que deben actualizarse los siguientes 
supuestos: 1) que previamente a la solicitud se resuelva el caso 
concreto que la origina; y, 2) que se expresen los razonamientos 
legales en que se apoye la pretensión de su modificación. Ahora bien, 
en cuanto al primer requisito, esta Primera Sala ha dejado sentado que 
tal exigencia consiste en que el órgano solicitante haya resuelto el caso 
concreto con observancia estricta de lo señalado en la jurisprudencia, 
de la que se pide su modificación, esto es, que se aplique al caso en 
forma de una subsunción normativa. 
 
Solicitud de modificación de jurisprudencia 2/2007-PS. Magistrados 
integrantes del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito. 
31 de octubre de 2007. Cinco votos de los Ministros José de Jesús 
Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla 
López. 
 
Solicitud de modificación de jurisprudencia 4/2010. Magistrados 
integrantes del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito. 2 de junio de 2010. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Miguel Bonilla 
López. 
 
Solicitud de modificación de jurisprudencia 13/2010. Magistrados 
integrantes del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito. 11 de agosto de 2010. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza. 
Ausente y Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; hizo suyo el asunto 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
Solicitud de modificación de jurisprudencia 21/2011. Magistrados 
integrantes del Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 



 

Circuito. 9 de noviembre de 2011. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ausente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Solicitud de modificación de jurisprudencia 13/2012. Magistrados 
integrantes del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas. 
21 de noviembre de 2012. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa 
María Rojas Vértiz Contreras. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de enero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de enero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 2/2014 (10ª) 
 
 

EMPLAZAMIENTO AL TERCERO PERJUDICADO. EL ARTÍCULO 30, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE HASTA EL 2 DE 
ABRIL DE 2013, QUE PREVÉ LA NOTIFICACIÓN POR EDICTOS A 
COSTA DEL QUEJOSO, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE 
JUSTICIA GRATUITA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 17 
CONSTITUCIONAL. El principio de gratuidad en la administración de 
justicia impartida por el Estado y la consecuente prohibición de costas 
judiciales, están dirigidos a impedir que el gobernado pague 
directamente a quienes intervienen en dicha administración una 
contraprestación por la actividad jurisdiccional que realizan, pues la 
retribución de la labor de quienes integran los tribunales debe cubrirla el 
Estado. Por lo anterior, y acorde con el artículo 30, fracción II, de la Ley 
de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, en relación con el 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles a que remite aquél, deriva 
que la publicación de los edictos ―a costa del quejoso‖ a que se refiere 
el primero, corresponde únicamente al importe total que se cobre por 
dicha publicación en: a) el Diario Oficial de la Federación; y, b) un 
periódico diario de mayor circulación en la República Mexicana; así, si 
las erogaciones derivadas de los actos procesales realizados por las 
partes para satisfacer las cargas procesales, lejos de importar un costo 
por la administración de justicia, constituyen el importe que cada 
litigante asume cubrir (o no) como necesario durante su intervención en 
el proceso, a fin de obtener una sentencia favorable a sus intereses, 
entonces, la eventual erogación que realice el quejoso por la 
publicación de los edictos para poder continuar el juicio de amparo, no 
contraviene el principio de justicia gratuita porque no constituye una 
costa judicial de las prohibidas por el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el acto de publicación 
en los indicados medios de difusión masiva no implica una actuación 
judicial, sino únicamente un acto material, por el cual, una entidad ajena 
al tribunal, da publicidad a una determinación judicial con el objetivo de 
cumplir con una formalidad para poder continuar con el trámite del juicio 
de amparo. 
  
Contradicción de tesis 275/2013. Entre las sustentadas por el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 
22 de noviembre de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría 
de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
Tesis aislada III 4º (III Región) 10 K (10ª) de rubro: "EMPLAZAMIENTO 
POR EDICTOS AL TERCERO PERJUDICADO. EL ARTÍCULO 30, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, AL IMPONER AL QUEJOSO 
LA PUBLICACIÓN A SU COSTA VIOLA EL DERECHO DE 
GRATUIDAD DE LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA, CONSAGRADO EN 



 

EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", aprobada por el 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
al resolver el juicio de ampro directo 402/2010 (Cuaderno auxiliar 
685/2012) con número de registro 2002299 y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver la Queja civil 
9/2013, determinó que si el quejoso no ha manifestado siquiera ante la 
jueza de distrito incapacidad económica para cubrir el costo de los 
edictos y que ésta se demostrara de forma indiciaria con los elementos 
del juicio, en atención al criterio jurisprudencial citado, resultó apegado 
a derecho que en el auto recurrido, se ordenara la publicación de éstos 
a costa del peticionario de amparo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de enero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de enero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 3/2014 (10ª) 
 
 

EMPLAZAMIENTO AL TERCERO PERJUDICADO. EL ARTÍCULO 30, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE HASTA EL 2 DE 
ABRIL DE 2013, QUE PREVÉ LA NOTIFICACIÓN POR EDICTOS A 
COSTA DEL QUEJOSO, NO PRIVA DEL DERECHO HUMANO DE 
ACCESO A LA JURISDICCIÓN A QUIENES CARECEN DE 
RECURSOS ECONÓMICOS PARA SUFRAGARLOS. La Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
2a./J. 108/2010, de rubro: ―EMPLAZAMIENTO AL TERCERO 
PERJUDICADO POR EDICTOS. EL INCUMPLIMIENTO DEL 
QUEJOSO DE RECOGERLOS Y PAGAR SU PUBLICACIÓN NO 
CONDUCE NECESARIAMENTE AL SOBRESEIMIENTO EN EL 
JUICIO DE AMPARO.‖, sostuvo que el artículo 30, fracción II, de la Ley 
de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, prevé que agotado el 
procedimiento de investigación para conocer el domicilio del tercero 
perjudicado sin resultado favorable, debe ordenarse su emplazamiento 
por edictos a costa del quejoso, requiriéndolo para que los recoja en el 
local del órgano jurisdiccional con el apercibimiento de aplicarle las 
medidas de apremio pertinentes en caso de no acatar tal decisión; 
además, señaló que en términos del artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es preciso respetar el 
derecho de toda persona a que se le administre justicia gratuita, pronta, 
completa e imparcial, por lo que en tal circunstancia, el juzgador debe 
ponderar las particularidades del caso para que, si el quejoso 
comparece a manifestar su imposibilidad para cubrir un gasto de esa 
naturaleza, y tanto de su afirmación como de los elementos que 
consten en autos existen indicios suficientes que demuestren que no 
tiene la capacidad económica para sufragar ese pago, entonces el 
juzgador pueda determinar que el Consejo de la Judicatura Federal, a 
su costa, publique los edictos para emplazar al tercero perjudicado. Tal 
alcance interpretativo del citado artículo 30, delinea con precisión el 
contenido de la carga procesal legal impuesta al quejoso, pero además, 
prevé la posibilidad de eximirlo de su cumplimiento estricto cuando 
manifieste tener imposibilidad para cubrir el gasto correspondiente y así 
lo aprecie el juzgador indiciariamente en autos del juicio constitucional. 
Por tanto, el artículo 30, fracción II, de la Ley de Amparo abrogada, aun 
cuando prevé que corre a cargo del quejoso el costo de la publicación 
de los edictos para emplazar al tercero perjudicado cuyo domicilio se 
desconoce, no priva del derecho humano de acceso a la jurisdicción a 
quienes carecen de recursos para cubrir esa carga económica, ya que 
en tal caso, puede alcanzarse la continuación del juicio de amparo 
mediante la manifestación que haga el quejoso al juzgado sobre la 
circunstancia precaria que le afecta, aunado a los indicios que en tal 
sentido se hubieren allegado al expediente de amparo, pues con ello el 
juzgador puede eximirle del pago de las publicaciones y ordenar la 
continuación del trámite del juicio, mediante la publicación de los 
edictos a cargo del Consejo de la Judicatura Federal. 
  
Contradicción de tesis 275/2013. Entre las sustentadas por el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 
22 de noviembre de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría 
de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 



 

Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
Tesis aislada III 4º (III Región) 10 K (10ª) de rubro: "EMPLAZAMIENTO 
POR EDICTOS AL TERCERO PERJUDICADO. EL ARTÍCULO 30, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, AL IMPONER AL QUEJOSO 
LA PUBLICACIÓN A SU COSTA VIOLA EL DERECHO DE 
GRATUIDAD DE LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA, CONSAGRADO EN 
EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", aprobada por el 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
al resolver el juicio de ampro directo 402/2010 (Cuaderno auxiliar 
685/2012) con número de registro 2002299 y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver la Queja civil 
9/2013, determinó que si el quejoso no ha manifestado siquiera ante la 
jueza de distrito incapacidad económica para cubrir el costo de los 
edictos y que ésta se demostrara de forma indiciaria con los elementos 
del juicio, en atención al criterio jurisprudencial citado, resultó apegado 
a derecho que en el auto recurrido, se ordenara la publicación de éstos 
a costa del peticionario de amparo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de enero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de enero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 4/2014 (10ª) 
 
 

EMPLAZAMIENTO AL TERCERO PERJUDICADO. LA 
MODULACIÓN AL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA 
JURISDICCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 30, FRACCIÓN II, DE 
LA LEY DE AMPARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013, 
QUE IMPONE AL QUEJOSO LA CARGA PROCESAL DE CUBRIR EL 
COSTO DE LA PUBLICACIÓN DE LOS EDICTOS, ES 
CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA. El citado artículo modula el 
derecho humano de acceso a la jurisdicción al imponer la carga 
procesal al quejoso de cubrir el costo de la publicación de los edictos 
(en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos diarios 
de mayor circulación en la República) para emplazar al tercero 
perjudicado cuyo domicilio no pudo conocerse o, excepcionalmente, de 
que manifieste a la autoridad de amparo que carece de recursos para 
cubrir la carga económica respectiva y servirse de los indicios que en tal 
sentido obren en autos para que se le exima del pago de las 
publicaciones; destacando que la consecuencia procesal de la omisión 
de cumplir con esa carga conduciría al eventual sobreseimiento en el 
juicio de amparo. Ahora bien, la modulación del derecho humano de 
referencia, contenida en el artículo 30, fracción II, de la Ley de Amparo, 
vigente hasta el 2 de abril de 2013, debe considerarse 
constitucionalmente válida, ya que cubre satisfactoriamente el examen 
de admisibilidad, necesidad y proporcionalidad, por lo que no es 
arbitraria, innecesaria, ni carente de razonabilidad, ya que, por un lado, 
debe estimarse admisible, pues tiende a dar audiencia al tercero 
perjudicado en el juicio de amparo, formalidad que tiene su origen en el 
deber constitucional de no privar de derechos a alguna persona sin 
previo juicio en el que se sigan las formalidades esenciales del 
procedimiento, en congruencia con el artículo 14 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; por otro, dicha medida 
también cuenta con idoneidad y necesidad, pues constituye un 
instrumento legislativo que tiende a asegurar que, desde el punto de 
vista jurídico procesal, se cumpla con la formalidad esencial de citar al 
juicio de amparo al tercero perjudicado, sobre la base de que se 
agotaron los medios de los que disponía el tribunal para investigar su 
domicilio; que el sistema de notificación mediante publicación de edictos 
en medios de comunicación de amplia difusión, es el único instrumento 
terminal asequible a los tribunales ante la imposibilidad material de 
practicar una notificación personal directamente con el buscado; y 
porque es regla general que para que se lleven a cabo materialmente 
las publicaciones de los edictos en medios de difusión de amplia 
circulación, alguien debe cubrir su costo. Por último, la medida también 
es proporcional al fin perseguido por el legislador, pues no implica una 
afectación desmedida para el quejoso, pues si bien le exige una 
conducta activa (cubrir el costo de la publicación de los edictos para 
emplazar al tercero perjudicado, o excepcionalmente, manifestar a la 
autoridad de amparo que carece de recursos para cubrir la carga 
económica respectiva), el correlativo derecho constitucional que se 
busca preservar es la audiencia previa del tercero perjudicado, cuya 
envergadura procesal es de alta importancia, ya que el emplazamiento 
constituye la actuación procesal de mayor magnitud por su 
trascendencia en las demás formalidades del procedimiento. 
 



 

Contradicción de tesis 275/2013. Entre las sustentadas por el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. 
22 de noviembre de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría 
de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
 
Tesis aislada III 4º (III Región) 10 K (10ª) de rubro: "EMPLAZAMIENTO 
POR EDICTOS AL TERCERO PERJUDICADO. EL ARTÍCULO 30, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, AL IMPONER AL QUEJOSO 
LA PUBLICACIÓN A SU COSTA VIOLA EL DERECHO DE 
GRATUIDAD DE LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA, CONSAGRADO EN 
EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", aprobada por el 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
al resolver el juicio de ampro directo 402/2010 (Cuaderno auxiliar 
685/2012) con número de registro 2002299 y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito al resolver la Queja civil 
9/2013, determinó que si el quejoso no ha manifestado siquiera ante la 
jueza de distrito incapacidad económica para cubrir el costo de los 
edictos y que ésta se demostrara de forma indiciaria con los elementos 
del juicio, en atención al criterio jurisprudencial citado, resultó apegado 
a derecho que en el auto recurrido, se ordenara la publicación de éstos 
a costa del peticionario de amparo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de enero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de enero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 5/2014 (10ª) 
 
 

AMPARO DIRECTO MERCANTIL. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO AL ESTUDIAR LA OPORTUNIDAD EN LA 
PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, NO ESTÁN FACULTADOS 
PARA ANALIZAR, OFICIOSAMENTE, LA LEGALIDAD DE LA 
NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. La notificación 
es un acto procesal a cargo del tribunal que se encuentra revestido de 
formalidades legales, por lo que su documentación constituye un 
instrumento público que cuenta con una presunción de validez, al ser 
ejecutado por un funcionario público en ejercicio de sus facultades y, 
por ende, hace fe a menos de que su contenido sea desvirtuado por 
prueba en contrario. En ese sentido, cuando en un procedimiento 
mercantil, las partes consideran que la notificación de una resolución, 
no se realizó conforme a las reglas establecidas, están facultadas para 
interponer el incidente de nulidad de notificaciones previsto en el 
artículo 319 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicable 
supletoriamente al Código de Comercio, de conformidad con su artículo 
1054. Ahora bien, cuando se impugne vía amparo directo la resolución 
de un juicio mercantil, resulta inconcuso que los tribunales colegiados 
de circuito no pueden ir más allá de lo pedido por las partes y, por tanto, 
al estudiar la oportunidad en la presentación de la demanda, no pueden 
analizar oficiosamente o fuera del procedimiento establecido para ello, 
la legalidad de la notificación de dicha resolución; lo anterior es así, 
toda vez que los artículos 21 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de 
abril de 2013, y 18 de la vigente a partir del día siguiente, establecen 
que las notificaciones se rigen por la ley del acto reclamado; motivo por 
el cual debe agotarse el medio de defensa  (incidente de nulidad de 
notificaciones) con el que cuentan las partes, en el procedimiento de 
origen, para impugnar las irregularidades cometidas; sin que dicha 
conclusión impida que las partes de manera excepcional puedan hacer 
valer un diverso medio de defensa, ante la imposibilidad material de 
agotar el referido incidente. 
 
Contradicción de tesis 358/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 22 de noviembre de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el Juicio de amparo directo 508/2003, que dio origen a la tesis 
aislada III.4º.C.18 C de rubro: “DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. 
CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA SU INTERPOSICIÓN CUANDO LA 
NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA SE 
HACE POR BOLETÍN JUDICIAL DEBIENDO EFECTUARSE 
PERSONALMENTE.", con número de registro 182205 y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 



 

Circuito, al resolver el Recurso de reclamación 11/2013, en donde 
sostuvo que la notificación de la sentencia reclamada efectuada por 
lista a la inconforme alcanzó plena validez y efectos legales al no haber 
sido combatida a través de los medios legales conducentes. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de enero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de enero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 6/2014 (10ª) 
 
 

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
CONFIRMA EL AUTO QUE PREVIENE AL ACTOR PARA QUE ELIJA 
UNA DE LAS PRETENSIONES HECHAS VALER EN LA DEMANDA, 
POR ESTIMAR QUE SON CONTRARIAS O CONTRADICTORIAS, 
CON EL APERCIBIMIENTO DE DESECHARLA. El requerimiento del 
juez que previene al actor para que elija una de sus pretensiones a fin 
de determinar la que se seguirá en el proceso, al estimar que se  trata 
de acciones contrarias o contradictorias, con el apercibimiento de 
desechar la demanda en su totalidad si no se desahoga dicha 
prevención, tiene como consecuencia que: 1) se limite la materia del 
juicio para el caso de cumplir con lo requerido; o, 2) se deseche en su 
totalidad la demanda si no se atiende la exigencia formulada. Ahora 
bien, la resolución que confirma dicha prevención en segunda instancia 
es impugnable en amparo indirecto, al tratarse de un acto que afecta 
substancialmente la materia del juicio y es susceptible de transgredir el 
derecho de acción. Lo anterior es así, porque la prevención ordenada 
por el juzgador en los términos apuntados, constituye una resolución 
que define cuál será la materia del juicio y, en ese sentido, tiene 
impacto en el desarrollo del proceso que no incide únicamente en la 
posición que van tomando las partes en su desarrollo y que no puede 
ser reparado con el dictado de una sentencia favorable; por el contrario, 
las limitaciones contenidas en esa resolución judicial (elección de una 
sola pretensión y apercibimiento de tener por no presentada la 
demanda) son susceptibles de generar transgresión al derecho de 
acción, que integra la primera de las etapas que conforman el derecho 
de acceso a la justicia contenido en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación ha definido como el derecho público subjetivo 
que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las 
leyes, para acceder de manera expedita a tribunales independientes e 
imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin 
de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas 
formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, 
se ejecute esa decisión. En esas circunstancias, la afectación se da 
desde que el juez provee sobre la demanda y obliga al justiciable a 
seguir el juicio respecto de una sola de las acciones intentadas y le 
apercibe con desechar en su totalidad la demanda, en caso de no 
realizar tal elección, sin que deba obligarse a esperar que el juzgador 
provea sobre el eventual desahogo del requerimiento y menos aún que 
haga efectivo el apercibimiento, ya que el acto de prevención es el que 
puede generar la violación sustancial en el desarrollo del proceso sobre 
lo que será la materia de la litis y una perturbación al derecho de acción 
que hace necesaria la intervención inmediata del órgano de control 
constitucional para verificar si la forma de proceder del juez encuentra 
justificación, acorde  con el orden jurídico aplicable al caso. 
  
Contradicción de tesis 234/2013. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 28 de agosto de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho a formular voto concurrente, José Ramón Cossío 



 

Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaráz. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el Amparo en revisión 14/2012, que dio origen a la tesis aislada 
VI.1º.C.20 C (10ª), de rubro: “AMPARO INDIRECTO. PROCEDE 
CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN QUE CONFIRMA EL AUTO EN EL QUE SE 
REQUIERE AL ACTOR PARA QUE ELIJA UNA DE LAS DOS 
ACCIONES EJERCITADAS, APERCIBIDO QUE, DE NO HACERLO, 
SE DESECHARÁ SU DEMANDA, PUES ELLO CONSTITUYE UN 
ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN.", con número de registro 
2001834; y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 
Circuito, al resolver el Amparo en revisión 122/2013, en el que sostuvo 
que el acuerdo que resuelve el recurso de revocación contra el diverso 
por el que el juez responsable previene al quejoso para que precise 
cuál de las acciones intenta, ya que, señala, resultan contradictorias, no 
es de imposible reparación, toda vez que se sostiene que la sola 
prevención no lesiona de manera irreparable a los intereses del 
promovente, dado que en el apercibimiento que se le hizo sólo se 
anuncia lo que puede ocurrir en un futuro inmediato, sin que implique 
necesariamente que tenga tal consecuencia, de modo que ese acto 
sólo causa perjuicio cuando se hace efectivo, dado que existe la 
posibilidad de que no se produzca si se encuentran razones 
justificadas, ya que es dable que el juzgador pueda hacer una nueva y 
exhaustiva revisión de la demanda y si encuentra lo que antes creyó 
necesario no es realmente indispensable para dar entrada a la misma 
en los términos propuestos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala de 
este alto tribunal, en sesión de fecha quince de enero de dos mil 
catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de enero de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 7/2014 (10ª) 
 
 

VIOLACIONES COMETIDAS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. ES 
FACTIBLE SU ANÁLISIS EN AMPARO INDIRECTO (ALCANCE DE 
LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 121/2009). Esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia de rubro: 
―AMPARO DIRECTO. PROCEDE QUE EN ÉL SE ANALICEN COMO 
VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LAS COMETIDAS EN LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA, CUANDO AFECTEN LAS GARANTÍAS 
CONTENIDAS EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 20 DE LA CONSTITUCIÓN 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160, 
FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DE AMPARO‖, sostuvo que en el amparo 
directo procede analizar como violaciones al procedimiento las 
cometidas en la averiguación previa cuando afecten los derechos 
fundamentales contenidos en los artículos 14 y 20 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual no debe interpretarse 
limitativamente, en la medida en que la protección del derecho humano 
al debido proceso la conforman sistemáticamente diversos numerales 
constitucionales, esto es, el respeto a este derecho se vincula con la 
observación de los parámetros que la Constitución establece para todas 
las etapas procedimentales. De tal manera, que la circunstancia de que 
en la jurisprudencia 1a./J. 121/2009 se establezca que en el amparo 
uniinstancial es posible analizar las violaciones al procedimiento 
cometidas en la fase de averiguación previa, no excluye la factibilidad 
de que también puedan ser objeto de examen en el biinstancial cuando 
en éste se reclame un acto respecto del cual sea procedente el juicio de 
amparo indirecto (verbigracia, orden de aprehensión o auto de formal 
prisión), pues por la esencia de las transgresiones alegadas, lo que se 
persigue es la exclusión de la prueba ilícita, a fin de salvaguardar los 
derechos fundamentales de las personas, lo cual no se lograría si se 
negara la posibilidad de determinar la licitud de las pruebas en el 
amparo indirecto ─al interpretar restrictivamente la jurisprudencia en 
cita─, lo cual resultaría incluso contrario a los criterios sustentados por 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así 
como con el mandato constitucional expreso previsto en su artículo 1º, 
conforme al cual todas las autoridades del país, y desde luego las 
jurisdiccionales, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación 
de promover, respetar, proteger y garantizar en todo momento la 
protección más amplia de las personas frente a los actos de autoridad 
que puedan violentar derechos humanos. 
  
Contradicción de tesis 446/2012. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Décimo Circuito. 13 de noviembre de 2013. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Jaime Santana 
Turral. 
 
 



 

Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el 
Amparo en revisión 185/2012, en el que sustentó que deben declararse 
inoperantes los conceptos de violación que en vía de amparo indirecto 
plantean violaciones procesales cometidas en la averiguación previa, 
pues conforme a algunas jurisprudencias de la propia Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación que invocó, dichas 
violaciones sólo pueden ser alegadas y examinadas en el amparo 
directo que se promueva contra la sentencia definitiva. El Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el 
Amparo en revisión 60/2012 en el que sustentó que al dictarse el auto 
de formal prisión reclamado con apoyo en la confesión viciada del 
impetrante, así como en los testimonios de sus coinculpados, que no 
fueron ratificadas ante el juez responsable, por el contrario, se 
retractaron alegando coacción en las mismas, debían otorgarse la 
protección federal impetrada para efecto de que se dejara insubsistente 
el auto de formal prisión reclamado y, en su lugar, se dictara auto de 
libertad, en términos del artículo 217 del Código de Procedimientos 
Penales del Estado de Nuevo León, sin perjuicio de que posteriormente 
se pudiera aportar otras pruebas que resultaran aptas para justificar el 
dictado de otro auto de formal prisión. El Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el Amparo en revisión 
279/2011 en el que sustentó la ilegalidad de la detención, y por ende, 
estableció la presunción de coacción por parte de los elementos que 
participaron en su localización, presentación e interrogatorio ilegal, así 
como del fiscal investigador que lo consintió, y sin hacerle saber la 
naturaleza y causa de la acción que pesaba en su contra, recabó una 
declaración ministerial, además de inverosímil, que no se ajusta a los 
requisitos previstos en el artículo 93 del Código de Procedimientos 
Penales para el Estado de Jalisco; declaró carentes de valor probatorio 
las referidas probanzas y concedió el amparo solicitado, para el efecto 
de que la responsable dejara insubsistente la resolución de apelación 
interpuesta contra el auto de formal prisión y, en su lugar, emitiera una 
nueva en la que debía prestar todo valor probatorio a las pruebas 
precisadas, valorara en su enlace lógico y natural el material probatorio 
aportado al sumario de origen, fundando y motivando adecuadamente 
su proceder y, con plenitud de jurisdicción resolviera sobre la situación 
jurídica del quejoso como en derecho procediera. El Tribunal Colegiado 
en Materia Penal y de Trabajo del Décimo Circuito, al resolver el 
Amparo en revisión 159/2011 en el que sustentó que declaró 
infundados los conceptos de violación sobre la coacción física y tortura 
con que dijeron los inculpados se obtuvo su declaración ministerial, y en 
base a ello concedió la protección federal solicitada por los quejosos , lo 
anterior, pues estableció que la omisión de analizar el certificado 
médico en el que se hicieron constar las lesiones que presentaron los 
impetrantes, constituye una deficiencia formal, que afectó sus defensas. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de enero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintitrés de enero de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 8/2014 (10ª) 
 
 

ACCIÓN REIVINDICATORIA. PUEDEN EJERCITARLA TODOS LOS 
COPROPIETARIOS DEL BIEN COMÚN, UNA PARTE DE ELLOS O 
UNO SOLO, PERO EL JUEZ DEBE LLAMAR A TODOS AL JUICIO, 
ANTE LA EXISTENCIA DE UN LITISCONSORCIO ACTIVO 
NECESARIO (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE MÉXICO Y 
SINALOA). La copropiedad supone un estado de indivisión en el que 
cada copropietario ejerce su derecho de goce, no sobre una parte 
determinada de la cosa, sino respecto de toda ella. Ahora bien, si la 
acción reivindicatoria tiene por objeto proteger el derecho de propiedad, 
es lógico reconocer en el copropietario la facultad de ejercer dicha 
acción, sin que ello implique que sólo pueda ejercerla por una parte 
proporcional, pues su derecho se extiende a toda la cosa común. De 
ahí que, en términos de los artículos 15 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Estado de Sinaloa y 2.12 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de México, al comunero o copropietario se le permite 
deducir las acciones relativas a la cosa común, en calidad de dueño, sin 
necesidad de tener el consentimiento unánime de los demás 
condueños, salvo pacto en contrario, en el entendido de que la 
autorización del ejercicio del derecho de un copropietario no es sobre 
una parte determinada de la cosa común, sino respecto de toda ella, en 
beneficio también de los demás copropietarios. En ese sentido, la 
acción reivindicatoria puede ser ejercitada por todos los copropietarios, 
una parte de ellos, o uno solo, porque es principio elemental del 
régimen de comunidad que el dominio de cada uno de los interesados 
sea en todo, de forma que, al emitirse un fallo por el ejercicio de dicha 
acción, no obstante quien sea el actor, favorezca a los demás 
copropietarios, sin que pueda afirmarse que el reivindicante carezca de 
legitimación activa, porque al pedir la cosa uno de los comuneros, no 
actúa en representación de los demás, como si fuese su apoderado y 
necesitara justificar la existencia del mandato, sino que lo hace por su 
propio derecho, y si la sentencia favorece a todos, no es por algún 
fenómeno jurídico o de gestión oficiosa, o de mandato expreso o ficto, 
sino por la imposibilidad de hecho de separar el dominio del actor, del 
de quienes permanecieron en silencio, caso en el que debe favorecerse 
a todos. Por ende, es inexacto sostener que un solo copropietario esté 
impedido para ejercer la acción reivindicatoria por ser necesaria la 
concurrencia de todos los copropietarios, o bien, afirmar que carece de 
legitimación activa, en virtud de que se actualiza la figura de 
litisconsorcio activo necesario. Ahora bien, cuando se pretende 
demandar la reivindicación de un bien cuyo derecho de propiedad 
deriva de una copropiedad, surge la existencia de un litisconsorcio 
activo necesario, en tanto que todos los copropietarios están unidos por 
el mismo  derecho  de  propiedad.   Por tanto,  ante   la existencia  de 
éste, el  juzgador   debe   llamar  –oficiosamente- en cualquier etapa del 
juicio para que, al igual que en el litisconsorcio pasivo, la sentencia que 
se dicte sea válida para todos los interesados y comparezcan al 
procedimiento para deducir sus derechos, a fin de que lo que se decida 
en él, le pare perjuicio a todos los copropietarios. Estimar lo contrario, 
esto es, la inexistencia de un litisconsorcio activo necesario, sería tanto 
como que la sentencia que se dicte en el juicio reivindicatorio intentado 
por uno de los copropietarios, no le pare perjuicio a los demás en la 
medida que ellos no intentaron dicha acción, lo que implicaría que si el 
que ejercitó la acción y no tuvo el éxito deseado, entonces otros 



 

copropietarios podrían hacerlo sucesivamente, sin que pueda alegarse 
la cosa juzgada. 
 
Contradicción de tesis 182/2012. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en La Paz, Baja California Sur, en apoyo del Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 22 de noviembre de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco 
Octavio Escudero Contreras. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, en apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo 
Circuito, al resolver el Juicio de amparo directo 104/2012 (Expediente 
de origen 48/2012). El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Segundo Circuito, al resolver el Juicio de amparo directo 768/2003, que 
dio origen a la tesis aislada II.2º.C.443 C, de rubro: “ACCIÓN 
REIVINDICATORIA EJERCITADA POR UN COPROPIETARIO, 
IMPROCEDENCIA DE LA, CUANDO SE ACTUALIZA LA FIGURA 
JURÍDICA DEL LITISCONSORCIO. INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 1.86 Y 2.12 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL ESTADO DE MÉXICO.”, con número de registro 
182505. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de enero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintitrés de enero de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 9/2014 (10ª) 
 
 

ACCIÓN CAMBIARIA. LOS PAGOS PARCIALES ASENTADOS AL 
REVERSO DEL TÍTULO DE CRÉDITO (CHEQUE), NO SON 
SUFICIENTES PARA DESVIRTUAR LA PRESCRIPCIÓN DE 
AQUÉLLA, A MENOS QUE EL ACTOR DEMUESTRE LA 
VERACIDAD DE LOS MISMOS. Cuando el librado se niega a realizar 
el pago de un cheque, el beneficiario puede instaurar la acción 
cambiaria correspondiente en contra del librador; sin embargo, este 
derecho, cuyo sustento fundamental se encuentra en el artículo 17 
constitucional, no es irrestricto, pues debe ajustarse a los plazos y 
términos que fijan las leyes correspondientes, por tanto, esa acción 
debe ejercerse dentro del plazo de seis meses a que alude el artículo 
192 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito pues, de lo 
contrario, la acción habrá prescrito. En efecto, la prescripción es una 
sanción que se impone al actor por no haber ejercido su derecho 
oportunamente y se actualiza por el simple paso del tiempo, por lo que 
una vez que opera no tiene marcha atrás y no puede desvanecerse, ni 
aún a pretexto de haber renunciado a ella, pues el artículo 1039 del 
Código de Comercio no lo permite; no obstante, como el artículo 1041 
del código en cita, prevé la posibilidad de que el plazo de la prescripción 
sea interrumpido, para decidir si ha operado o no, cobra relevancia 
cualquier anotación de pago asentada al reverso del cheque, pues ésta, 
más allá de servir al obligado para acreditar un pago parcial de la 
cantidad consignada en el título de crédito, también puede servir al 
actor para desvirtuar la prescripción. Así, si bien cualquier anotación de 
pago contenida al reverso del cheque, en términos de lo dispuesto en el 
artículo 1279, del Código de Comercio, genera una presunción de pago 
en favor del obligado, porque si se parte del hecho conocido de que en 
el cheque, a diferencia de otros títulos de crédito, el tenedor puede 
rechazar los pagos parciales, ello implica que si al reverso del mismo 
obra una anotación de pago, es porque el tenedor aceptó dicho pago; 
además, al igual que ocurre con otros títulos de crédito, si se parte del 
hecho conocido de que el actor que es el tenedor del cheque, lo tiene 
en su poder, es evidente que el librador no puede manipularlo, de 
manera que si al reverso del documento existe una anotación de pago, 
se presume que el librador pagó. No obstante esta presunción que se 
genera en favor del obligado, no puede beneficiar al actor, pues ello 
implicaría otorgar al tenedor del título de crédito la posibilidad de 
asentar en forma unilateral y de manera antedatada, cualquier pago a 
efecto de evitar la sanción consistente en la prescripción, lo cual no es 
aceptable, pues de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1284 del 
Código de Comercio, para estimar que existe una presunción en favor 
de una persona, ésta además de ser precisa, debe ser grave, esto es, 
digna de ser aceptada por personas de buen criterio; de ahí que si la 
anotación de pago asentada al reverso del cheque puede ser elaborada 
y antedatada de manera unilateral por el propio tenedor del título de 
crédito, no se puede considerar que se esté en presencia de una 
presunción digna de ser aceptada a favor del actor, por lo que si éste 
afirma que el demandado efectuó el pago asentado al reverso, 
entonces debe demostrar que esa anotación de pago es real y que 
corresponde a un pago efectuado por el demandado. En esa virtud, si el 
demandado opone la excepción de prescripción y niega haber realizado 
el pago que obra asentado al reverso del título de crédito, a través del 
cual el actor pretende desvirtuar la prescripción, es en éste en quien 



 

recae la carga probatoria, pues si él es quien afirma que el demandado 
efectuó el pago indicado al reverso del título de crédito y el demandado 
lo niega, entonces cobra aplicación la regla establecida en el artículo 
1194 del Código de Comercio, la cual señala que el que afirma está 
obligado a probar. 
  
Contradicción de tesis 400/2013. Suscitada entre el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 4 de diciembre de 2013. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo directo 358/2006 el cual dio origen a la tesis aislada 
númeroVI.2o.C.531 C, de rubro: "CHEQUE. CUANDO EN SU TEXTO 
CONSTE LA ANOTACIÓN DE QUE SE HICIERON PAGOS 
PARCIALES, EXISTE LA PRESUNCIÓN LEGAL DE QUE EL 
LIBRADOR LOS EFECTUÓ, POR LO QUE EN CASO DE 
PRETENDER DESCONOCERLA, CORRESPONDE A ÉSTE LA 
CARGA DE LA PRUEBA PARA DEMOSTRAR QUE NO SE 
LLEVARON A CABO.", con número de registro 173821. El Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 417/2013, determinó que la parte actora no 
aportó elementos de juicio por los que se pudiera demostrar que las 
anotaciones que constan en el reverso de los cheques base de la 
acción correspondan a pagos que efectivamente hubiera realizado la 
parte demandada, lo cual era necesario dado que, al no haberse 
adminiculado con otro tipo de prueba, se considera que tales 
anotaciones fueron realizadas de manera unilateral por la misma 
demandante; por lo que era menester que los pagos parciales que 
aparecen realizados estuvieran soportados en otros medios probatorios 
para poder tener por acreditado el reconocimiento de las obligaciones a 
cargo de la demandada y, por consecuencia, la interrupción del término 
de prescripción establecido en el artículo 192 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de enero 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, treinta de enero de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 

 

 

 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 10/2014 (10ª) 
 
       

PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL 
GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS REQUISITOS 
DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES PARA 
INTERPONER UN MEDIO DE DEFENSA. Si bien la reforma al artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de 10 
de junio de 2011, implicó la modificación del sistema jurídico mexicano 
para incorporar el denominado principio pro persona, el cual consiste en 
brindar la protección más amplia al gobernado, así como los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos, entre ellos el derecho 
a un recurso efectivo, previsto en el artículo 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, ello no significa que en cualquier 
caso el órgano jurisdiccional deba resolver el fondo del asunto, sin que 
importe la verificación de los requisitos de procedencia previstos en las 
leyes nacionales para la interposición de cualquier medio de defensa, 
ya que las formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a 
una adecuada resolución, por lo que tales aspectos, por sí mismos, son 
insuficientes para declarar procedente lo improcedente. 
 
Amparo directo en revisión 3103/2012. **********. 28 de noviembre de 
2012. Cinco votos  de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Recurso de reclamación 424/2013. **********. 10 de julio de 2013. 
Cinco votos  de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Recurso de reclamación 456/2013. **********. 28 de agosto de 2013. 
Cinco votos  de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Recurso de reclamación 438/2013. **********. 4 de septiembre de 
2013. Cinco votos  de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel 
Flores Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 279/2013. **********. 4 de septiembre de 
2013. Cinco votos  de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés 
Barreiro. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha siete de febrero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, diez de febrero de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 11/2014 (10ª) 
 
 

DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO. Dentro de las 
garantías del debido proceso existe un ―núcleo duro‖, que debe 
observarse inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, y 
otro de garantías que son aplicables en los procesos que impliquen un 
ejercicio de la potestad punitiva del Estado. Así, en cuanto al ―núcleo 
duro‖, las garantías del debido proceso que aplican a cualquier 
procedimiento de naturaleza jurisdiccional son las que esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades 
esenciales del procedimiento, cuyo conjunto integra la ―garantía de 
audiencia‖, las cuales permiten que los gobernados ejerzan sus 
defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera jurídica 
definitivamente. Al respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 47/95, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 133, de rubro: 
―FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS 
QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA 
PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.‖, sostuvo que las formalidades 
esenciales del procedimiento son: (i) la notificación del inicio del 
procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en 
que se finque la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; y, (iv) una 
resolución que dirima las cuestiones debatidas y cuya impugnación ha 
sido considerada por esta Primera Sala como parte de esta formalidad. 
Ahora bien, el otro núcleo es identificado comúnmente con el elenco de 
garantías mínimo que debe tener toda persona cuya esfera jurídica 
pretenda modificarse mediante la actividad punitiva del Estado, como 
ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio, fiscal o 
administrativo, en donde se exigirá que se hagan compatibles las 
garantías con la materia específica del asunto. Por tanto, dentro de esta 
categoría de garantías del debido proceso, se identifican dos especies: 
la primera, que corresponde a todas las personas independientemente 
de su condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro de las que 
están, por ejemplo, el derecho a contar con un abogado, a no declarar 
contra sí mismo o a conocer la causa del procedimiento sancionatorio; y 
la segunda, que es la combinación del elenco mínimo de garantías con 
el derecho de igualdad ante la ley, y que protege a aquellas personas 
que pueden encontrarse en una situación de desventaja frente al 
ordenamiento jurídico, por pertenecer a algún grupo vulnerable, por 
ejemplo, el derecho a la notificación y asistencia consular, el derecho a 
contar con un traductor o intérprete, el derecho de las niñas y los niños 
a que su detención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y 
tutela, entre otras de igual naturaleza. 
 
Amparo en revisión 352/2012. 10 de octubre de 2012. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Amparo directo en revisión 3758/2012. **********. 29 de mayo de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 



 

Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 121/2013. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo en revisión 150/2013. 10 de julio de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 1009/2013. 16 de octubre de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho a formular voto concurrente. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha siete de febrero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, diez de febrero de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
 

MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 12/2014 (10ª) 
 
 

DEMANDA DE AMPARO. CUANDO SE RECLAME LA 
NOTIFICACIÓN O EL EMPLAZAMIENTO PRACTICADO POR EL 
ACTUARIO Y EL QUEJOSO OMITA SEÑALAR A ÉSTE COMO 
AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL ESCRITO RELATIVO, EL JUEZ 
DE DISTRITO DEBE PREVENIRLO PARA QUE ACLARE DICHA 
OMISIÓN, ANTES DE ACORDAR SOBRE SU ADMISIÓN. Del artículo 
116, en relación con los numerales 145 a 147 de la Ley de Amparo, 
vigente hasta el 2 de abril de 2013, deriva que cuando de la lectura 
integral de la demanda relativa, el juez de distrito advierta que el acto 
reclamado consiste en la notificación o el emplazamiento practicado por 
el actuario, y no se le señale como autoridad responsable en el escrito 
referido,  aquél  deberá  prevenir  al  quejoso  para que –dentro del 
término de tres días– aclare si desea designarlo como tal, previamente 
a la admisión de la demanda, con el fin de garantizar el inicio y la 
conducción adecuada del proceso. Así, una vez que el promovente 
desahogue la prevención en la que indique si desea o no señalar como 
autoridad responsable al actuario ejecutor, u omita desahogar dicha 
prevención dentro del término referido, el juez estará en aptitud de 
dictar el auto de admisión, con base en la totalidad de los elementos 
que tenga a su alcance o, en su caso, tener o no como autoridad 
responsable a dicho funcionario; pero tal prevención deberá realizarse 
previo a la admisión de la demanda, toda vez que de los artículos 146 y 
147 de referencia, no se advierte que el juzgador esté autorizado a que 
en el propio auto admisorio pueda prevenir para que se subsane una 
irregularidad como ésta. 
 
Contradicción de tesis 411/2013. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en Culiacán, Sinaloa en apoyo del Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Dolores Rueda Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 246/2007, que originó la tesis 
aislada11o.C. 33 K, de rubro: “SOBRESEIMIENTO. SI EL JUEZ DE 
DISTRITO, EN EL PROPIO AUTO ADMISORIO DE DEMANDA, 
MANDA ACLARAR LA MISMA POR VIRTUD DE QUE EL QUEJOSO 
NO SEÑALÓ COMO RESPONSABLE A LA AUTORIDAD QUE 
EJECUTÓ EL ACTO RECLAMADO Y ELLO TRAJO COMO 
CONSECUENCIA QUE SE SOBRESEYERA EL JUICIO DE 
GARANTÍAS POR NO HABERSE DADO CUMPLIMIENTO A LA 
PREVENCIÓN FORMULADA, DICHO ACUERDO ACTUALIZA UNA 
VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE ORIGINA SU 
REPOSICIÓN”, con número de registro 171026. El Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa en apoyo del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 84/2013 (cuaderno auxiliar 697/2013) en el que determinó que 



 

la circunstancia de que en el mismo proveído se admitiera la demanda 
de garantías y se requiriera en forma precisa a la quejosa para que 
manifestara si señalaba como autoridad responsable al actuario 
adscrito a la junta, apercibiéndola que de no hacer manifestación 
alguna, no se tendría con tal carácter, no lleva necesariamente a la 
conclusión de que dicha prevención constituya una infracción a las 
normas que rigen el procedimiento de amparo; pues en caso de que un 
juzgador de distrito admita la demanda de garantías respecto de 
diversas autoridades responsables, pero advierta que la parte quejosa 
no señaló en dicha demanda a una autoridad responsable, debe 
prevenirla para que aclare su demanda; de ahí que no le cause perjuicio 
tal determinación, máxime que a la quejosa se le notificó el 
requerimiento y el apercibimiento respectivo, contenidos en el auto 
admisorio de la demanda de amparo, por ende, el referido auto no es 
de aquellos que violen las reglas fundamentales del procedimiento de 
amparo en términos del artículo 91, fracción IV, de la Ley de Amparo, 
ya que no dejó sin defensa a la quejosa, quien estuvo en aptitud de 
señalar como autoridad responsable al actuario adscrito a la junta, dado 
que se le notificó el auto respectivo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha siete de febrero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, diez de febrero de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 13/2014 (10ª) 
 
 

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PRESENTADA COMO 
DIRECTO. CASO EN EL QUE PARA DETERMINAR LA 
OPORTUNIDAD EN LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DEBE 
CONSIDERARSE LA FECHA EN LA QUE LLEGÓ PARA SU 
CONOCIMIENTO AL JUEZ DE DISTRITO. En aquellos supuestos en 
que el mismo quejoso: i) presente por segunda ocasión indebidamente 
una demanda de amparo indirecto ante la autoridad responsable; ii) con 
la finalidad de impugnar un acto dictado después de concluido el mismo 
juicio natural del que deriva el acto reclamado en el amparo previo; y, iii) 
que dicho acto constituya una resolución dictada en cumplimiento de 
una demanda de amparo indirecto; el juzgador de amparo contará con 
elementos suficientes para acreditar que el quejoso conocía la vía 
procedente, por lo que el error en la presentación de la demanda no 
deberá interrumpir el plazo para la promoción del juicio de amparo y la 
fecha que se tomará en cuenta para determinar la oportunidad del juicio 
será aquella en la que llegó al conocimiento del juez de distrito y no en 
la que la recibió la autoridad responsable. Ello siempre y cuando el 
tribunal colegiado al que se le turnó el primer amparo como directo, al 
declarar su incompetencia legal, haya explicado al quejoso los casos en 
los que procede el amparo directo, indicando que en contra de las 
resoluciones ahí reclamadas procede el amparo indirecto. Lo anterior, 
en virtud de que un primer error en la vía debe presumirse como una 
equivocación de buena fe procesal que no debe dejar al quejoso sin 
defensa; no obstante, una segunda equivocación en estas condiciones 
permite acreditar que el quejoso sabía cuál era la vía que debía iniciar y 
que la conducta procesal del quejoso está encaminada a entorpecer la 
buena marcha del juicio, por lo que en este supuesto, no se debe 
interrumpir el plazo para la promoción del juicio de amparo. 
  
Contradicción de tesis 266/2013. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 22 de noviembre de 
2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Spitalier 
Peña. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver los amparos en revisión 129/2011, 369/2011, 202/2012, 
413/2012 y 129/2012, dieron origen a la jurisprudencia número 
III.5o.C.J/4 (10a.), de rubro: “DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDA COMO DIRECTO. SUPUESTO EN QUE PARA 
DETERMINAR LA OPORTUNIDAD DE SU PRESENTACIÓN, NO 
DEBE ATENDERSE A LA FECHA EN QUE FUE INTERPUESTA ANTE 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE.” y que aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XI, Diciembre de 2012 Tomo 2, página 1124, con número de registro 
2002281. El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión (improcedencia) 100/2013, 



 

sustentó la tesis de rubro: “DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDA COMO DIRECTO. PARA DETERMINAR SU 
OPORTUNIDAD DEBE ATENDERSE A LA FECHA EN QUE FUE 
PRESENTADA ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, AÚN 
CUANDO POR ALGUNA CIRCUNSTANCIA PUEDA PRESUMIRSE 
QUE EL QUEJOSO SI SABÍA LA VÍA CORRECTA.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXII, Julio de 2013 Tomo 2, página 1368, número de registro 2003967.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de febrero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de febrero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 14/2014 (10ª) 
 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN POR LA CUAL SE DECLARA 
INCOMPETENTE UN JUEZ DE DISTRITO PARA PRONUNCIARSE 
SOBRE EL INCIDENTE DE LIBERTAD ANTICIPADA PROMOVIDO 
POR EL SENTENCIADO. SE SURTE A FAVOR DEL JUZGADOR EN 
CUYA JURISDICCIÓN SE UBIQUE EL DOMICILIO DEL CENTRO 
PENITENCIARIO DONDE EL REO SE ENCUENTRE RECLUIDO. A 
partir de la reforma a los artículos 18 y 21 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación de 18 de junio de 2008, en vigor a partir del 19 de junio de 
2011, se introdujo el modelo penitenciario de reinserción social y 
judicialización del régimen y modificación y duración de las penas, lo 
cual originó, entre otras cuestiones, que sea el juez de ejecución y no 
una autoridad administrativa quien debe resolver sobre la petición de 
libertad anticipada. Ahora bien, para determinar cuál es el juzgador 
competente para conocer del juicio de amparo indirecto contra la 
resolución por la cual se declaró incompetente un juez de distrito para 
pronunciarse sobre el incidente de libertad anticipada promovido por el 
sentenciado en distinta jurisdicción del lugar donde compurga su pena, 
debe acudirse a la regla competencial contenida en el artículo 36 de la 
Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, y no a la 
excepcional prevista en el artículo 42 de la propia ley, pues esta última 
se refiere a los casos en que se señale a todos los jueces o tribunales 
unitarios de un distrito o circuito, respectivamente, como autoridades 
responsables, o que derivado de una serie de impedimentos no hubiere 
en el distrito o circuito de que se trate, órgano jurisdiccional que esté en 
aptitud de conocer y resolver un caso determinado. Lo anterior es así, 
ya que en el citado artículo 36 se prevén tres reglas para fijar la 
competencia de los jueces de distrito, a saber: a) cuando en su 
jurisdicción deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se ejecute o se 
haya ejecutado el acto reclamado; b) cuando el acto haya comenzado a 
ejecutarse en un distrito y siga ejecutándose en otro, será competente 
cualquiera de los jueces de esas jurisdicciones, a prevención; y, c) 
cuando el acto reclamado no requiera ejecución material, será 
competente el juez de distrito en cuya jurisdicción resida la autoridad 
que hubiese dictado la resolución reclamada. Por tanto, si se toma en 
cuenta que el reo está privado de su libertad cuando solicita la 
concesión de alguno de los beneficios previstos en la ley para 
suspender la ejecución de la pena de prisión, es indudable que 
conforme a la primera regla de competencia citada, dicho acto se 
seguirá ejecutando en el lugar donde aquél esté recluido y, por ende, 
cuando se niegue el beneficio o no se dé trámite a la solicitud indicada, 
resulta competente para conocer del juicio de amparo el juez de distrito 
en cuya jurisdicción se ubique el centro penitenciario donde el 
sentenciado esté recluido. 
 
Contradicción de tesis 51/2013. Entre las sustentadas por el Primer y 
el Cuarto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Penal del Primer 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 4 
de diciembre de 2013. La votación se dividió en dos partes. Mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 



 

Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en 
cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino 
González Santos. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial número 2/2012, sostuvo que la 
competencia para conocer del juicio de amparo indirecto corresponde al 
Juez de Distrito del complejo penitenciario Islas Marías y auxiliar en 
toda la República, acorde con lo establecido en el artículo 36, párrafo 
primero de la Ley de Amparo. Lo anterior, pues según su criterio no es 
correcto que se deba aplicar la hipótesis normativa prevista en el 
diverso artículo 42, párrafo primero de la Ley de Amparo, porque si bien 
constituye una regla de excepción a la competencia por razón de 
territorio que prevé el aludido artículo 36, lo cierto es que aplica para 
aquellos supuestos en los cuales se busque determinar cuál es el juez 
de distrito competente cuando el amparo se promueva contra todos los 
jueces de distrito de la misma materia de un determinado ámbito 
territorial (distrito o circuito), por ende, el alcance del referido artículo 42 
de la Ley de Amparo, está condicionado al lugar donde se ejecute o se 
esté ejecutando el acto reclamado. El Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 
12/2012,  sostuvo que el Juez de Distrito de Amparo en Materia Penal 
en el Distrito Federal es el competente para conocer del juicio de 
amparo indirecto, en términos del artículo 36, párrafo tercero de la Ley 
de Amparo. Ello bajo el argumento de que el acto reclamado no tiene 
ejecución material, aunado a que con esa determinación se maximiza el 
principio de justicia pronta, completa e imparcial que consagra el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
derivado de la agilidad que cobra el trámite del juicio de garantías, al 
conocer del mismo el juez de amparo en cuya jurisdicción reside la 
autoridad responsable y no el que resida en la jurisdicción donde se 
encuentre recluida la parte quejosa. El Tercer Tribunal Colegiado del 
Décimo Segundo Circuito, al resolver el conflicto competencial 18/2012, 
sostuvo que para efecto de fijar la competencia se debe atender a lo 
previsto en el artículo 42, párrafo primero, de la Ley de Amparo, ya que 
éste define la competencia para conocer de un juicio de amparo en que 
se reclame un acto emitido por un juez de distrito sin importar, en el 
caso, lo relativo a la ejecución del mismo, al no distinguir el precepto 
con base en ese aspecto. Eso es así, pues del examen comparativo de 
los artículos 36, primer párrafo y 42, párrafo primero, de la citada ley, se 
observa que el primero alude a la regla genérica de la competencia 
para conocer de la demanda de amparo, atendiendo donde deba tener 
ejecución, trate de ejecutarse, se ejecute o se haya ejecutado el acto 
reclamado; en tanto que el segundo de dichos preceptos, que se refiere 
específicamente a los actos que se reclamen de los jueces de distrito, 
señala que será competente otro juez de distrito de la misma categoría 
dentro del mismo distrito, si lo hubiere, o en su caso, el más inmediato 
en la jurisdicción del tribunal colegiado de circuito al que corresponda el 
juez de distrito ahí señalado como autoridad responsable; de ahí, que 
tomando en consideración la regla de metodología de interpretación, 
que consiste en que la norma especial deroga a la general, es por lo 
que este tribunal arriba a dicha conclusión. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de febrero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de febrero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 15/2014 (10ª) 
 
 

CONCURSO IDEAL DE DELITOS. SE ACTUALIZA CUANDO SE 
COMETEN SIMULTÁNEAMENTE LOS ILÍCITOS DE PORTACIÓN DE 
ARMA DE FUEGO SIN LICENCIA Y PORTACIÓN DE ARMA DE 
FUEGO DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA O FUERZA 
AÉREA. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que para la actualización de un concurso ideal de 
delitos, es necesario que la pluralidad de conductas integren una 
verdadera unidad delictiva, lo cual se presenta cuando en aquéllas 
existe una relación de interdependencia, es decir, que por la forma 
como se materializan o el momento en que se consuman, se trate de 
conductas que no puedan disociarse. De ahí que la actualización 
simultánea de los delitos de portación de arma de fuego sin licencia y 
portación de arma de fuego del uso exclusivo del Ejército, Armada o 
Fuerza Aérea, previstos, respectivamente, en los preceptos 81 y 83 de 
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, configura un concurso 
ideal de delitos, pues con la portación de una y otra armas se actualizan 
los supuestos de ambos tipos penales, pero existe una unidad delictiva 
que revela ser un acto de exteriorización de una conducta única, ya que 
por la forma de su comisión y el momento de su consumación se trata 
de conductas que no pueden disociarse y que, además, impactan en la 
puesta en peligro del mismo bien jurídico tutelado, que es la seguridad 
pública. 
 
Contradicción de tesis 23/2013. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, 
actualmente Cuarto Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo 
del Décimo Sexto Circuito, en apoyo del Tercer Tribunal Colegiado del 
Décimo Segundo Circuito. 22 de enero de 2014. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo en cuanto al fondo. Disidentes: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
Tesis aislada número III.2o. (III Región) 1 P (10a.), de rubro: 
“CONCURSO IDEAL DE DELITOS. DEBEN SEGUIRSE SUS REGLAS 
Y NO LAS DEL CONCURSO REAL, SI EL ACUSADO FUE 
CONDENADO POR LOS ILÍCITOS DE PORTACIÓN DE ARMA DE 
FUEGO SIN LICENCIA Y DE PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO DE 
USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA O FUERZA AÉREA POR 
HABERLOS COMETIDO EN UN MISMO ACTO, EN APLICACIÓN DE 
LOS PRINCIPIOS PRO PERSONA Y DE EXACTA APLICACIÓN DE LA 
LEY.”, aprobada por El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Tercera Región, actualmente Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en 
apoyo del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo directo 786/2011 y que aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1696, con número de registro 



 

2001264. El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo número 260/2012, en el que 
sostuvo que el ahora inconforme es penalmente responsable de haber 
portado dos armas de fuego, con normativas, al haberse colmado los 
elementos de la portación de arma de fuego sin licencia y la portación 
de arma de fuego de uso exclusivo de las fuerzas armadas del país; 
así, contrario a lo resuelto por el ad quem, se actualiza un concurso real 
de delitos, no ideal, pues aun cuando tales acciones posesorias típicas 
de hayan realizado de manera simultánea, lo que importa para la 
actualización de esta clase de concurso, es la pluralidad de actos o 
acciones independientes entre sí y la pluralidad de delitos que con esas 
conductas se cometan. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de febrero de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de febrero de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 16/2014 (10ª) 
 
 

COMPETENCIA. LA FACULTAD DE LOS TRIBUNALES PARA 
INHIBIRSE DEL CONOCIMIENTO DE UN ASUNTO EN EL PRIMER 
PROVEÍDO, SIGNIFICA DESECHAR LA DEMANDA Y PONERLA A 
DISPOSICIÓN DEL ACTOR CON SUS ANEXOS, MAS NO ENVIARLA 
A OTRO TRIBUNAL. De acuerdo con los artículos 1115 del Código de 
Comercio y 165 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, y sus similares en otros ordenamientos, los tribunales están 
facultados para inhibirse del conocimiento de asuntos cuando 
consideren no tener competencia para ello, siempre y cuando lo hagan 
en el primer proveído respecto de la demanda. El ejercicio de esa 
facultad significa desechar ese escrito inicial y ponerlo a  disposición del 
actor con sus anexos, pero no enviarlo a otro tribunal que se considere 
competente. Lo anterior es así porque en el contexto de la disposición, 
la palabra ―inhibirse‖ está usada en su acepción más simple de 
abstenerse o dejar de actuar, lo cual se cumple con el abandono del 
conocimiento del asunto mediante el desechamiento de la demanda, 
pues considerar que en tal caso debe remitirse el escrito inicial a otro 
tribunal que se considere competente, conduciría a un contrasentido, 
porque implicaría suscitar una cuestión de competencia por el propio 
tribunal, lo cual está prohibido en los citados preceptos. 
  
Contradicción de tesis 414/2013. Suscitada entre el  Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 29 de enero de 
2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho 
Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
Tesis XVI.4o.17 C, de rubro: “COMPETENCIA POR RAZÓN DE 
CUANTÍA. CUANDO SE PRESENTA UN ESCRITO DE DEMANDA Y 
EL JUEZ DEL CONOCIMIENTO CONSIDERA CARECER DE 
AQUÉLLA, NO DEBE DESECHARLO, SINO INHIBIRSE Y ENVIAR 
LOS AUTOS AL QUE ESTIME COMPETENTE.”, aprobada por el 
Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito, y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIII, febrero de 2006, página 1784, y el sustentado por el Décimo 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 526/2013, en el que sostuvo esencialmente 
que conforme a la interpretación armónica de los artículos 163, primer 
párrafo, 165 y 145 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, en su parte conducente, ningún tribunal puede negarse a 
conocer de un asunto, sino por considerarse incompetente, lo que lleva 
a establecer que un juzgador puede abstenerse de conocer de un 
asunto por incompetencia en razón de territorio, o de materia, con 
excepción de lo dispuesto en el artículo 149, o de cuantía superior a la 
que corresponda por ley siempre y cuando se haga en el primer 
proveído que se dicte respecto de la demanda principal, y que por tanto 



 

deberá poner a disposición de los actores de la demanda, así como los 
documentos anexados a la misma, sin que su negativa implique que 
deba remitir el asunto ante el juez que considera competente. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de febrero 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de febrero de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 17/2014 (10ª) 
 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA ACTOS QUE NO REQUIERAN 
DE EJECUCIÓN MATERIAL. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE 
DISTRITO EN CUYA JURISDICCIÓN SE PRESENTÓ LA DEMANDA 
RELATIVA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 37, PÁRRAFO 
TERCERO, DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR EL 3 DE 
ABRIL DE 2013). El tercer párrafo del citado precepto prevé que 
cuando el acto reclamado no requiera ejecución material, es 
competente el juez de distrito en cuya jurisdicción se haya presentado 
la demanda de amparo; texto que debe interpretarse literalmente, sin 
emplear algún método sistemático, teleológico o lógico, o algún otro, 
para desentrañar su sentido y alcance, pues de su procedimiento 
legislativo no se advierte dicha posibilidad. Lo anterior evita la 
existencia de conflictos competenciales y logra una mejor operatividad 
efectiva y eficiente de los derechos humanos de audiencia y acceso a la 
justicia pronta y expedita, contenidos en los artículos 14, párrafo 
segundo y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, adoptada en la ciudad de San José de Costa Rica, el 22 de 
noviembre de 1969. En el entendido de que al actualizarse dicha 
hipótesis no pueden dejar de considerarse aquellos aspectos 
competenciales relacionados con la materia del conflicto, esto es, el 
turno, el grado y la vía, así como la jurisdicción auxiliar, prevista en el 
artículo 159 de la Ley de Amparo. 
 
Contradicción de tesis 389/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito. 7 de 
febrero de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en 
cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Gustavo Naranjo Espinosa. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resolver 
el conflicto competencial 20/2013, en el cual sostuvo que en los asuntos 
en los que se reclamen actos carentes de ejecución será competente el 
juez de distrito del domicilio de la autoridad responsable o del quejoso a 
elección de este último, con el objeto de garantizar el derecho de 
acceso a la justicia y el criterio emitido por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 4/2013, sostuvo que el artículo 37, último párrafo de la 
Ley de Amparo, debía aplicarse literalmente y que no admitía 
interpretación sistemática y armónica, por lo que era el juez competente 
aquel ante quien se presente la demanda. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de febrero 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de febrero de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   18/2014 (10ª). 
 
INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. FUNCIÓN EN EL ÁMBITO 
JURISDICCIONAL. En el ámbito jurisdiccional, el interés superior del 
niño es un principio orientador de la actividad interpretativa relacionada 
con cualquier norma jurídica que tenga que aplicarse a un niño en un 
caso concreto o que pueda afectar los intereses de algún menor. Este 
principio ordena la realización de una interpretación sistemática que, 
para darle sentido a la norma en cuestión, tome en cuenta los deberes 
de protección de los menores y los derechos especiales de éstos 
previstos en la Constitución, tratados internacionales y leyes de 
protección de la niñez. Cuando se trata de medidas legislativas o 
administrativas que afecten derechos de los menores, el interés 
superior del niño demanda de los órganos jurisdiccionales la realización 
de un escrutinio mucho más estricto en relación con la necesidad y 
proporcionalidad de la medida en cuestión. 
 
Amparo directo en revisión 1187/2010. 1o. de septiembre de 2010. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 1005/2012. 12 de septiembre de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia y Olga Sánchez Cordero de García Villegas reservaron su 
derecho para formular votos concurrentes. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 3759/2012. 27 de febrero de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 583/2013. 11 de septiembre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3248/2013. 22 de enero de 2014. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiséis de 
febrero de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintisiete de 
febrero de dos mil catorce. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
MSN/rfr. 

    
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

      TESIS JURISPRUDENCIAL 19/2014 (10ª). 
 
DERECHO PENAL DEL AUTOR Y DERECHO PENAL DEL ACTO. 
RASGOS CARACTERIZADORES Y DIFERENCIAS. De la 
interpretación sistemática de los artículos 1o., 14, tercer párrafo, 18, 
segundo párrafo, y 22, primer párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se concluye que nuestro orden jurídico se 
decanta por el paradigma conocido como "derecho penal del acto" y 
rechaza a su opuesto, el "derecho penal del autor". Entender las 
implicaciones de ello, requiere identificar sus rasgos caracterizadores y 
compararlos entre sí. El modelo del autor asume que las características 
personales del inculpado son un factor que se debe considerar para 
justificar la imposición de la pena. Al sujeto activo del delito (que en esta 
teoría suele ser llamado delincuente) puede adscribírsele la categoría 
de persona desviada, enferma, desadaptada, ignorante, entre otros 
calificativos. Esta categorización no es gratuita: cumple la función de 
impactar en la imposición, el aumento o el decremento de la pena; 
incluso permite castigar al sujeto por sus cualidades morales, su 
personalidad o su comportamiento precedente frente a la sociedad. Así, 
la pena suele concebirse como un tratamiento que pretende curar, 
rehabilitar, reeducar, sanar, normalizar o modificar coactivamente la 
identidad del sujeto; también como un medio que pretende corregir al 
individuo "peligroso" o "patológico", bajo el argumento de que ello 
redunda en su beneficio. Por ello, el quantum está en función del grado 
de disfuncionalidad que se percibe en el individuo. Ese modelo se basa 
en la falaz premisa de que existe una asociación lógico-necesaria entre 
el "delincuente" y el delito, para asumir que quien ha delinquido 
probablemente lo hará en el futuro, como si la personalidad "peligrosa" 
o "conflictiva" fuera connatural a quien ha cometido un acto contrario a 
la ley. Además, el derecho penal de autor asume que el Estado -
actuando a través de sus órganos- está legitimado para castigar la 
ausencia de determinadas cualidades o virtudes en la persona (o, por lo 
menos, utilizarla en su perjuicio). En cambio, el derecho penal del acto 
no justifica la imposición de la pena en una idea rehabilitadora, ni busca 
el arrepentimiento del infractor; lo asume como un sujeto de derechos y, 
en esa medida, presupone que puede y debe hacerse responsable por 
sus actos. Por ello, la forma en que el individuo lidia en términos 
personales con su responsabilidad penal, queda fuera del ámbito 
sancionador del Estado. 
 
Amparo directo en revisión 1562/2011. 24 de agosto de 2011. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 343/2012. 25 de abril de 2012. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1238/2012. 20 de junio de 2012. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 



 

Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3751/2012. 3 de abril de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan José Ruiz Carreón. 
 
Amparo directo en revisión. 665/2013. 5 de junio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz J. Jaimes Ramos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiséis de 
febrero de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintisiete de 
febrero de dos mil catorce. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 
 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

       TESIS JURISPRUDENCIAL 20/2014 (10ª). 
 
INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA TRATÁNDOSE DE DELITO NO 
CULPOSO. EL JUZGADOR NO DEBE TOMAR EN CONSIDERACIÓN 
LOS DICTÁMENES PERICIALES TENDENTES A CONOCER LA 
PERSONALIDAD DEL INCULPADO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL) [INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
175/2007]. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la contradicción de tesis 100/2007-PS, de la que 
derivó la jurisprudencia 1a./J. 175/2007, de rubro: 
―INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA TRATÁNDOSE DE DELITO NO 
CULPOSO. EL JUZGADOR PUEDE TOMAR EN CONSIDERACIÓN 
LOS DICTÁMENES PERICIALES TENDENTES A CONOCER LA 
PERSONALIDAD DEL INCULPADO (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO 
FEDERAL).‖, estableció que conforme a lo previsto expresamente en el 
último párrafo del artículo 72 del Código Penal para el Distrito Federal el 
juzgador, al individualizar las penas a imponer, puede tomar en 
consideración los dictámenes periciales tendentes a conocer la 
personalidad del inculpado. Ahora bien, una nueva reflexión lleva a 
abandonar este criterio y, por ende, a interrumpir dicha jurisprudencia, 
en virtud de que nuestro orden jurídico se decanta por el paradigma del 
derecho penal del acto y rechaza a su opuesto, el derecho penal del 
autor; además porque de acuerdo con el principio de legalidad, ninguna 
persona puede ser castigada por quien es, sino únicamente por las 
conductas delictivas que comprobadamente comete; por lo que la 
personalidad se vuelve un criterio irrelevante, pues los dictámenes 
periciales que la analizan (o pretenden analizarla) únicamente sirven 
para estigmatizar a la persona sujeta a la jurisdicción y, así, se cumplen 
criterios que admiten la aplicación de consecuencias perjudiciales para 
ella, las que se aplican a pesar de estar sustentadas en razones 
claramente ajenas al estricto quebranto de una norma penal. 
 
Amparo directo en revisión 343/2012. 25 de abril de 2012. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1238/2012. 20 de junio de 2012. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3751/2012. 3 de abril de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan José Ruiz Carreón. 
 
Amparo directo en revisión 1378/2013. 29 de mayo de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 



 

García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 665/2013. 5 de junio de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz J. Jaimes Ramos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiséis de 
febrero de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintisiete de 
febrero de dos mil catorce. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 21/2014 (10ª) 
 
       

DERECHO PENAL DE ACTO. RAZONES POR LAS CUALES LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS SE DECANTA POR DICHO PARADIGMA 
(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 1o, 14, 
TERCER PÁRRAFO, 18, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 22, PRIMER 
PÁRRAFO). A fin de determinar por qué el paradigma del derecho 
penal del acto encuentra protección en nuestro orden jurídico, es 
necesario ubicar aquellos preceptos constitucionales que protegen los 
valores de los que tal modelo se nutre. Para ello, en primer lugar, es 
imprescindible referir al artículo 1o constitucional, pues como ha 
sostenido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la dignidad 
humana por él protegida es la condición y base de todos los derechos 
humanos. Además, al proteger la autonomía de la persona, rechaza 
cualquier modelo de Estado autoritario que permita proscribir ideologías 
o forzar modelos de excelencia humana a través del uso del poder 
punitivo. Por ende, el derecho penal no puede sancionar la ausencia de 
determinadas cualidades o la personalidad, porque está limitado a 
juzgar actos. Afirmación que necesariamente debe ser enlazada con el 
principio de legalidad, protegido por el artículo 14, tercer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al establecer 
que en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por 
simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté 
decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 
Esta disposición es la que revela, del modo más claro y literal posible, 
que el derecho penal únicamente puede prohibir la comisión de 
conductas específicas (no la personalidad); es decir, sólo aquel acto 
prohibido por una norma penal, clara y explícita, puede dar lugar a una 
sanción. Por otro lado, también debe considerarse el actual contenido 
del segundo párrafo del artículo 18 constitucional. El abandono del 
término ―readaptación‖ y su sustitución por el de ―reinserción‖, a partir 
de la reforma constitucional de junio de 2008, prueba que la pena 
adquiere nuevas connotaciones. El hecho de que la Constitución haya 
eliminado la posibilidad de que el sistema penal opere bajo la premisa 
de que alguien es desadaptado, fundamenta la convicción de que 
nuestro sistema se decanta por un derecho penal sancionador de 
delitos, no de personalidades. Así, el abandono del término 
―delincuente‖ también exhibe la intención del constituyente permanente 
de eliminar cualquier vestigio de un ―derecho penal de autor‖, permisivo 
de la estigmatización de quien ha cometido un delito. Esta conclusión 
se enlaza con la prohibición de penas inusitadas contenida en el 
artículo 22, primer párrafo, constitucional, la cual reafirma la prohibición 
de que cualquier consideración vinculada con etiquetas a la 
personalidad tenga incidencia en la punición. 
 
Amparo directo en revisión 1562/2011. 24 de agosto de 2011. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 343/2012. 25 de abril de 2012. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 



 

Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1238/2012. 20 de junio de 2012. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 
Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3292/2012. 9 de enero de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Amparo directo en revisión 3751/2012. 3 de abril de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan José Ruíz Carreón. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de marzo de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, seis de marzo de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 22/2014 (10ª) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL A UN RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. 
EL HECHO DE QUE EN EL ORDEN JURÍDICO INTERNO SE 
PREVEAN REQUISITOS FORMALES O PRESUPUESTOS 
NECESARIOS PARA QUE LAS AUTORIDADES DE AMPARO 
ANALICEN EL FONDO DE LOS ARGUMENTOS PROPUESTOS POR 
LAS PARTES, NO CONSTITUYE, EN SÍ MISMO, UNA VIOLACIÓN 
DE AQUÉL. El derecho fundamental a un recurso sencillo, rápido y 
efectivo, reconocido en el artículo 25, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa 
Rica), implica que los mecanismos o medios procesales destinados a 
garantizar los derechos humanos sean efectivos. En este sentido, la 
inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos 
reconocidos por la citada Convención constituye su transgresión por el 
Estado parte. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha señalado que para que exista el recurso, no basta con que 
esté previsto por la Constitución o la ley, o que sea admisible 
formalmente, sino que se requiere que sea realmente idóneo para 
determinar si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y 
proveer lo necesario para remediarla. Ahora bien, el simple 
establecimiento de requisitos o presupuestos formales necesarios para 
el estudio de fondo de los alegatos propuestos en el amparo no 
constituye, en sí mismo, una violación al derecho referido, pues en todo 
procedimiento o proceso existente en el orden interno de los Estados 
deben concurrir amplias garantías judiciales, entre ellas, las 
formalidades que deben observarse para garantizar el acceso a 
aquéllas. Además, por razones de seguridad jurídica, para la correcta y 
funcional administración de justicia y para la efectiva protección de los 
derechos de las personas, los Estados deben establecer presupuestos 
y criterios de admisibilidad, de carácter judicial o de cualquier otra 
índole, de los recursos internos; de forma que si bien es cierto que 
dichos recursos deben estar disponibles para el interesado, a fin de 
resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado y, en su caso, 
proveer la reparación adecuada, también lo es que no siempre y, en 
cualquier caso, cabría considerar que los órganos y tribunales internos 
deban resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe 
verificar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del 
recurso intentado. En este sentido, aun cuando resulta claro que el 
juicio de amparo es una materialización del derecho humano a un 
recurso judicial efectivo, reconocido tanto en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, como en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, el hecho de que el orden jurídico 
interno prevea requisitos formales o presupuestos necesarios para que 
las autoridades jurisdiccionales analicen el fondo de los argumentos 
propuestos por las partes no constituye, en sí mismo, una violación a 
dicho derecho fundamental. 
 
Amparo directo en revisión 2354/2012. 12 de septiembre de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del Niño Jesús Lúcia Segovia. 
 



 

Recurso de reclamación 125/2013. **********. 24 de abril de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Alfonso Herrera García. 
 
Recurso de reclamación 161/2013. **********. 8 de mayo de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Rodrigo Montes de Oca Arboleya. 
 
Recurso de reclamación 412/2013. **********. 21 de agosto de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 
Recurso de reclamación 448/2013. **********. 18 de septiembre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de marzo de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, seis de marzo de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 23/2014 (10ª). 
 
 
GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. ELEMENTOS 
A LOS QUE HA DE ATENDER EL JUEZ AL MOMENTO DE MOTIVAR 
SU DECISIÓN. El interés superior de los menores, previsto en el 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como criterio ordenador, ha de guiar cualquier decisión 
sobre guarda y custodia de menores de edad. Dicho de otro modo, el 
interés del menor constituye el límite y punto de referencia último de la 
institución de la guarda y custodia, así como de su propia operatividad y 
eficacia. En consecuencia, al interpretar la norma aplicable al caso 
concreto, el juez habrá de atender, para la adopción de la medida 
debatida, a los elementos personales, familiares, materiales, sociales y 
culturales que concurren en una familia determinada, buscando lo que 
se entiende mejor para los hijos, para su desarrollo integral, su 
personalidad, su formación psíquica y física, teniendo presente los 
elementos individualizados como criterios orientadores, sopesando las 
necesidades de atención, de cariño, de alimentación, de educación y 
ayuda escolar, de desahogo material, de sosiego y clima de equilibrio 
para su desarrollo, las pautas de conducta de su entorno y sus 
progenitores, el buen ambiente social y familiar que pueden ofrecerles, 
sus afectos y relaciones con ellos, en especial si existe un rechazo o 
una especial identificación; la edad y capacidad de autoabastecerse de 
los menores, entre muchos otros elementos que se presenten en cada 
caso concreto. 
 
Amparo directo en revisión 1573/2011. 7 de marzo de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2554/2012. 16 de enero de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3394/2012. 20 de febrero de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 918/2013. 12 de junio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 583/2013. 11 de septiembre 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 



 

García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de la Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  diecinueve de 
marzo de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de marzo 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 24/2014 (10ª) 
         
 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO 
PROCESAL. La presunción de inocencia es un derecho que puede 
calificarse de ―poliédrico‖, en el sentido de que tiene múltiples 
manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a 
regular distintos aspectos del proceso penal. Una de sus vertientes se 
manifiesta como ―regla de trato procesal‖ o ―regla de tratamiento‖ del 
imputado, en la medida en que este derecho establece la forma en la 
que debe tratarse a una persona que está sometida a proceso penal. 
En este sentido, la presunción de inocencia comporta el derecho de 
toda persona a ser tratado como inocente en tanto no se declare su 
culpabilidad por virtud de una sentencia condenatoria. Dicha 
manifestación de la presunción de inocencia ordena a los jueces 
impedir en la mayor medida posible la aplicación de medidas que 
impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable, es 
decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que 
suponga la anticipación de la pena. 
 
Amparo en revisión 349/2012. **********. 26 de septiembre de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 2756/2012. 17 de octubre de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 1520/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz,  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 1481/2013. 3 de julio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo en revisión 359/2013. 11 de septiembre de 2013. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de marzo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de marzo de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 25/2014 (10ª) 
         
 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA PROBATORIA. La 
presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de 
―poliédrico‖, en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o 
vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos 
aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como 
―regla probatoria‖, en la medida en que este derecho establece las 
características que deben reunir los medios de prueba y quién debe 
aportarlos para poder considerar que existe prueba de cargo válida y 
destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado. 
 
Amparo en revisión 349/2012. **********. 26 de septiembre de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 2756/2012. 17 de octubre de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 123/2013. 29 de mayo de 2013. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
Amparo directo en revisión 1520/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz,  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 1481/2013. 3 de julio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de marzo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de marzo de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

MSN/lgm. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 26/2014 (10ª) 
        
 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA. La 
presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de 
―poliédrico‖, en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o 
vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos 
aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como 
―estándar de prueba‖ o ―regla de juicio‖, en la medida en que este 
derecho establece una norma que ordena a los jueces la absolución de 
los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado 
pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la 
responsabilidad de la persona; mandato que es aplicable al momento 
de la valoración de la prueba. Dicho de forma más precisa, la 
presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio 
comporta dos normas: la que establece las condiciones que tiene que 
satisfacer la prueba de cargo para considerar que es suficiente para 
condenar; y una regla de carga de la prueba, entendida como la norma 
que establece a cuál de las partes perjudica el hecho de que no se 
satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se ordena absolver 
al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar. 
 
Amparo en revisión 349/2012. **********. 26 de septiembre de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 2756/2012. 17 de octubre de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 123/2013. 29 de mayo de 2013. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
Amparo directo en revisión 1520/2013. 26 de junio de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz,  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 1481/2013. 3 de julio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz,  Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de marzo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de marzo de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 27/2014 (10ª) 
 
 

COPIAS CERTIFICADAS DE DOCUMENTOS O CONSTANCIAS QUE 
OBRAN EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO. ES 
PROCEDENTE LA ENTREGA DE LAS MISMAS EN EL LUGAR 
DONDE SE ENCUENTRA RECLUIDO EL QUEJOSO. La gratuidad de 
la justicia que consagra el artículo 17 constitucional consiste en que las 
personas no tienen que efectuar ninguna erogación a los tribunales por 
la impartición de la justicia, lo cual genera como efecto la prohibición 
para que éstos exijan retribución por la función que desempeñan dentro 
del Estado. Este principio constitucional busca evitar que los obstáculos 
económicos vulneren el derecho de tutela judicial efectiva, los que han 
de entenderse como todos aquellos costos que los justiciables deben 
afrontar para acceder a la tutela jurisdiccional, los cuales dificultan el 
ejercicio del derecho fundamental. En ese tenor, si bien el artículo 278  
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria 
en términos del artículo 2° de la Ley de Amparo abrogada, es claro al 
imponer al interesado la obligación de cubrir a quien las solicita el costo 
de las copias certificadas, en aras de respetar el derecho de toda 
persona a que se le administre justicia gratuita, pronta, completa e 
imparcial, el juzgador debe ponderar las particularidades del caso para 
la emisión de su determinación, en respuesta a la petición formulada. 
De manera que si el quejoso comparece a manifestar su impedimento 
para cubrir tal gasto y tanto de su afirmación como de autos, se 
desprende que se encuentra privado de su libertad con motivo de la 
imposición de una pena, pues su condición jurídica ocasiona la 
suspensión de derechos políticos y civiles, es obvio que, salvo prueba 
en contrario, no cuente con ingreso alguno; por tanto, el cobro por la 
expedición de las copias referidas, incluso por concepto de los 
materiales necesarios, será gratuita con la condición de que con 
claridad se soliciten las constancias respecto de las que requiera copias 
y sean de utilidad para su defensa, quedando a criterio del juzgador la 
determinación de ser o no conducentes. Asimismo, si el peticionario de 
garantías manifiesta, sin que de autos se advierta lo contrario, que no 
tiene designada persona autorizada para las actuaciones judiciales 
derivadas del proceso, hace evidente su impedimento físico de 
allegarse por su cuenta de las copias certificadas solicitadas, por lo que 
resulta materialmente imposible que tenga a la vista las referidas 
documentales, puesto que al estar recluido y no contar con persona 
autorizada para imponerse de los autos, no es factible que consulte los 
mismos de forma personal como tampoco que acuda a recibir los 
documentos solicitados en caso en que hubiera sido obsequiada su 
petición. Por tanto, procede que se ordene entregar dichas copias en el 
lugar donde se encuentra recluido. 
 
Contradicción de tesis 197/2013. Suscitada entre el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Octavo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Sexto Circuito. 19 de febrero de 2014.  La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa 
López. 



 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
Tesis VI.1o.P.3K (10ª), de rubro: “COPIAS CERTIFICADAS DE 
DOCUMENTOS O CONSTANCIAS DEL JUICIO DE AMPARO. EL 
HECHO DE QUE LA AUTORIDAD AUTORICE SU EXPEDICIÓN AL 
QUEJOSO, NO IMPLICA QUE ESTÉ FACULTADA PARA 
ENTREGÁRSELAS EN EL LUGAR DONDE SE ENCUENTRE 
RECLUIDO, POR TANTO, ESTÁ EN APTITUD DE AUTORIZAR A UNA 
PERSONA PARA QUE LAS RECIBA EN SU NOMBRE.”, emitida por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia del Sexto Circuito, al resolver el 
recurso de reclamación 7/2012 y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 
2012, página 1738, con número de registro 2001280. El Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver los recursos de queja 
44/2012, 45/2012 y 97/2012, en los cuales sostuvo que atendiendo a 
las particularidades de cada caso, es que, por regla general, procede la 
entrega de las copias solicitadas por el quejoso en el lugar en que se 
encuentra privado de su libertad. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de marzo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de marzo de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 28/2014 (10ª) 
 
 

SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. NO TIENE EL 
CARÁCTER DE TERCERO PERJUDICADO EN EL JUICIO DE 
AMPARO CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN EL 
AUTO DE TÉRMINO CONSTITUCIONAL DICTADO POR ALGUNO 
DE LOS DELITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 92, FRACCIÓN I, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. Esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el ofendido o 
la víctima del delito puede acudir al juicio de amparo indirecto con el 
carácter de tercero perjudicado cuando el acto reclamado sea un auto 
de formal prisión, pues se trata de una actuación procesal que tiene una 
relación indirecta con la reparación del daño, ya que si como 
consecuencia del juicio desaparece dicho auto cabeza del proceso, ello 
implica que la reparación del daño no ocurra por verse truncado el 
proceso penal. De ahí que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
no tiene el carácter de tercero perjudicado en el juicio de amparo 
promovido por el inculpado de la comisión de los delitos fiscales a que 
se refiere el artículo 92, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, 
en el que impugna el auto de término constitucional, ya que no posee la 
calidad de víctima u ofendido, aun cuando a través del órgano 
correspondiente haya formulado querella por considerar que se 
cometió, en perjuicio del fisco federal, alguno de los delitos fiscales 
aludidos, pues tal querella la formula en su carácter de autoridad fiscal y 
de representante de los intereses patrimoniales del Estado, y no con la 
calidad de víctima u ofendido. Lo anterior es así, ya que el artículo 92 
del citado código sólo le otorga la representación del Estado para las 
actuaciones expresamente señaladas en éste, sin que deba 
considerarse que la tiene para cualquier acto jurídico relativo al proceso 
penal respectivo; así, al no haber establecido el legislador Federal que 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público debe representar al Estado 
también en los juicios de amparo respectivos, no puede considerarse 
que la ostenta tratándose de dicha actuación. 
 
Contradicción de tesis 451/2013. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito. 5 de marzo de 2014. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, en cuanto al fondo. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos 
Robles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 30/2013 en el que determinó que no 
debe darse el carácter de tercero perjudicada a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, menos considerarse como recurrente en el 
amparo en revisión, toda vez que si bien la referida secretaría de estado 
por conducto del Director de Defraudación Fiscal de la Dirección 
General de Delitos Fiscales de la Subprocuraduría Fiscal Federal de 
Investigaciones de la Procuraduría Fiscal de la Federación, formula 



 

querella, por hechos probablemente constitutivos de delito, que motivan 
el inicio de una averiguación previa correspondiente, consignada por el 
delito de defraudación fiscal equiparable, tal carácter de querellante, no 
le otorga el de parte ofendida en el procedimiento penal, cuando tal 
ente público moral hace del conocimiento al Ministerio Público, que 
algún contribuyente probablemente incurrió en la comisión de algún 
delito en perjuicio del fisco, ello, en virtud de que tal noticia criminis, la 
formula en carácter de autoridad fiscal en su función recaudadora, no 
así de víctima u ofendida, dado que las contribuciones que 
supuestamente hayan dejado de enterarse al fisco, no forman parte de 
su patrimonio como persona moral oficial; y el sostenido por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 123/2013 en el que sostuvo que se reconoce la calidad de 
parte ofendida de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, cuando 
formule querella para proceder penalmente por delitos fiscales, ya que 
actúa en su carácter de representante de los intereses patrimoniales del 
estado; esto, con el fin de que el ilícito no quede impune y se obtenga la 
reparación del daño, lo cual, resulta suficiente para adquirir la calidad 
de tercero perjudicada en términos del artículo 5, fracción III, inciso b), 
de la Ley de Amparo abrogada; de ahí que resulte imperioso llamar a 
dicha persona moral oficial al juicio de amparo. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de marzo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinte de marzo de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 29/2014 (10ª) 
         
 

PROMOCIONES EN EL JUICIO DE AMPARO. QUÉ DEBE 
ENTENDERSE POR "LUGAR DEL JUZGADO O TRIBUNAL", A QUE 
ALUDE EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY DE LA MATERIA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013). El 
artículo 25 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, 
establece que cuando alguna de las partes resida fuera del lugar del 
juzgado o tribunal que conozca del juicio o del incidente de suspensión, 
se tendrán por hechas en tiempo las promociones si aquélla deposita 
los escritos u oficios relativos, dentro de los términos legales, en la 
oficina de correos o telégrafos que corresponda al lugar de su 
residencia. En esa tesitura, esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación considera que por "lugar del juzgado o tribunal" 
debe entenderse el Municipio o ciudad en que se encuentre el domicilio 
de dichas autoridades y no la circunscripción geográfica 
correspondiente a la entidad federativa o circuito judicial en que se 
encuentren. Por tanto, para que se actualice el mencionado requisito 
basta con que el promovente, al depositar su escrito correspondiente en 
la Oficina del Servicio Postal Mexicano, se encuentre en una ciudad o 
Municipio distinto al del órgano jurisdiccional que conozca del 
procedimiento. 
  
Recurso de reclamación 558/2012. **********. 20 de febrero de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo.  Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3401/2012. **********. 26 de junio de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Antonio Rodrigo Mortera 
Díaz. 
 
Recurso de reclamación 446/2013. **********. 21 de agosto de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Armando Argüelles Paz y 
Puente. 
 
Recurso de reclamación 510/2013. **********. 11 de septiembre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Armando Argüelles Paz y 
Puente. 
 
Recurso de reclamación 784/2013. **********i. 29 de enero de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 



 

 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiséis de marzo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintisiete de marzo 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 30/2014 (10ª) 
         
 

PROMOCIONES EN EL JUICIO DE AMPARO. LA OFICINA DE 
CORREOS O TELÉGRAFOS A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 25 DE LA 
LEY DE LA MATERIA, CORRESPONDE A LAS OFICINAS DEL 
SERVICIO POSTAL MEXICANO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA 
EL 2 DE ABRIL DE 2013). Esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación considera que la oficina de correos o telégrafos a 
que alude el artículo 25 de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril 
de 2013, corresponde a las oficinas del Servicio Postal Mexicano, 
organismo descentralizado que tiene a su cargo la prestación del 
servicio público de correos. En este sentido, no es posible encuadrar en 
el aludido artículo 25 las promociones depositadas en una compañía 
particular de mensajería, pues sólo si se presentan ante dicho 
organismo se puede establecer con certeza la fecha en que fue 
presentado un escrito, al provenir de la fe que un funcionario público, 
encargado de un servicio prestado por el Estado, imprime al plasmar el 
sello de recepción correspondiente al día de recepción del documento. 
 
Recurso de reclamación 558/2012. **********. 20 de febrero de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo.  Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3401/2012. **********. 26 de junio de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Antonio Rodrigo Mortera 
Díaz. 
 
Recurso de reclamación 446/2013. **********. 21 de agosto de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Armando Argüelles Paz y 
Puente. 
 
Recurso de reclamación 510/2013. **********. 11 de septiembre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Armando Argüelles Paz y 
Puente. 
 
Recurso de reclamación 784/2013. **********. 29 de enero de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiséis de marzo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintisiete de marzo 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 31/2014 (10ª). 
 
INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES Y ATRIBUCIÓN DE LA 
GUARDA Y CUSTODIA. Como criterio ordenador, el interés superior de 
los menores previsto en el artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ha de guiar cualquier decisión sobre guarda 
y custodia. Dicho de otro modo, el interés del menor constituye el límite 
y punto de referencia último de la institución de la guarda y custodia, así 
como de su propia operatividad y eficacia. En esta lógica, a la hora de 
decidir la forma de atribución a los progenitores de la guarda y custodia, 
hay que tener en cuenta que la regulación de cuantos deberes y 
facultades configuran la patria potestad, siempre está pensada y 
orientada en beneficio de los hijos, finalidad que es común para el 
conjunto de las relaciones paterno-filiales; y este criterio proteccionista 
se refleja también en las medidas judiciales que han de adoptarse en 
relación con el cuidado y educación de los hijos. En definitiva, todas las 
medidas sobre el cuidado y educación de los hijos deben ser adoptadas 
teniendo en cuenta el interés de éstos, que no el de los padres, pues no 
son las condiciones psicológicas o afectivas de los progenitores las que 
determinan las medidas a adoptar, sino exclusivamente el bienestar de 
los hijos. El criterio antes reseñado vincula tanto a los órganos 
jurisdiccionales como al resto de los poderes públicos e, incluso, a los 
padres y ciudadanos, de manera que han de adoptarse aquellas 
medidas que sean más adecuadas a la edad de los menores, para ir 
construyendo progresivamente el control acerca de su situación 
personal y proyección de futuro, evitando siempre que el menor pueda 
ser manipulado, buscando, por el contrario, su formación integral y su 
integración familiar y social. 
 
Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz,  Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 1573/2011. 7 de marzo de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, 
quien reservó su derecho a formular voto concurrente y Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2554/2012. 16 de enero de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3394/2012. 20 de febrero de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 



 

Amparo directo en revisión 583/2013. 11 de septiembre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  dos de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil 
catorce. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  32/2014 (10ª) 
 
 

ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA. LOS SOCIOS DE UNA 
PERSONA MORAL, EN LO INDIVIDUAL, PUEDEN SER SUJETOS 
PASIVOS DEL DELITO Y, POR ENDE, LES ASISTE EL DERECHO A 
PROMOVER LA QUERELLA RELATIVA. Esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de 
tesis 119/2003-PS, sostuvo que el delito de administración fraudulenta 
condiciona la realización de cualquiera de las conductas que colman el 
tipo penal, tales como ocultar o retener bienes abusivamente, a la 
existencia de un presupuesto esencial de naturaleza jurídica 
consistente en la obligación de quien administra o cuida bienes ajenos, 
precisamente de vigilar o administrar los intereses de carácter 
patrimonial relacionados con la referida obligación, a favor de una 
persona distinta del sujeto activo; señalando que la conducta lesiva del 
patrimonio ajeno puede tener por objeto ciertos bienes que son 
producto o fruto de otros bienes, cuya tenencia o propiedad no se haya 
transmitido al sujeto activo. Ahora bien, en el caso de las personas 
morales, cada uno de los socios, asociados o accionistas son titulares o 
dueños de una parte del capital total de la persona jurídica, lo que se 
puede derivar del criterio que sostuvo la otrora Tercera Sala en la tesis 
de rubro: ―ACCIONES DE SOCIEDADES ANÓNIMAS. SON 
DERECHOS PERSONALÍSIMOS (SOCIEDAD LEGAL)‖., por tanto 
debe considerarse que tratándose de personas morales, el tipo penal 
pretende proteger en principio la integridad de los bienes de cada uno 
de los titulares del patrimonio administrado y, en segundo lugar, el 
patrimonio de la colectividad. Así, es evidente que se comete el delito 
de administración fraudulenta cuando se perjudique, indistintamente, a 
alguno de los integrantes de la persona moral en sus acciones o parte 
alícuota o a la colectividad titular del patrimonio social, incluso los 
productos de esos bienes administrados, pues el tipo penal únicamente 
señala que el sujeto pasivo del delito es aquél titular de los bienes que 
son administrados de manera fraudulenta sin hacer distinción alguna. 
De manera que cualquier socio agraviado por la conducta típica, como 
titular de las acciones que constituyan el patrimonio afectado, se 
encuentra legitimado para impugnar los actos fraudulentos que el 
administrador desleal haya realizado en perjuicio de la integridad de su 
patrimonio, así como para presentar su formal querella ante el 
Ministerio Público. 
  
Contradicción de tesis 493/2013. Suscitada entre el Séptimo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, en 
apoyo del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, 
actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito. 26 de marzo de 2014. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 

El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 232/1995, el 
cual dio origen a la tesis aislada número XVII.2o.3 P, de rubro: 
"ADMINISTRACION FRAUDULENTA DELITO DE. CASO EN QUE NO 
SE TIPIFICA (LEGISLACION DEL ESTADO DE CHIHUAHUA)", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo II, Septiembre de 1995, Página 513,  con número 
de registro 204209 y el criterio emitido por el Séptimo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Guadalajara, Jalisco, en apoyo del Tercer Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 
293/2013 (cuaderno auxiliar 700/2013), en el cual sostuvo que los 
socios que aprovechándose de su posición de administración legal o 
mayoritaría, en beneficio propio o de un tercero, se apoderan o 
disponen fraudulentamente, en todo o en parte, de la cosa común, es 
decir, del capital social, por la coexistencia de los restantes socios, 
cometen fraude por administración desleal, pues, es innegable, que, 
carecen de legitimidad para disponer de la parte que, sobre el 
patrimonio común, legítimamente pertenece en exclusiva a los demás 
socios, ya que, el patrimonio común le es ajeno en todo lo que 
sobrepase la parte o cuota que le corresponde. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dos de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 33/2014 (10ª) 
 
 

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. SURTE SUS EFECTOS 
AL DECRETARSE Y NO AL NOTIFICARSE. El artículo 139 de la Ley 
de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, es claro en establecer 
que el momento en que surte efectos la suspensión es ―desde luego‖, lo 
que significa inmediatamente. Considerar algo distinto haría nugatoria la 
dimensión de eficacia de la suspensión, convirtiendo dicha protección 
constitucional en un mecanismo ilusorio y quitaría a la resolución de 
fondo su efecto útil. Los efectos de la suspensión no están supeditados 
a su notificación, ya que, lo contrario, redundaría en el absurdo de 
condicionar la eficacia de la medida a una figura cuya finalidad es 
detener inmediatamente en el tiempo una circunstancia para que la litis 
no se vea afectada en el fondo. El correcto acatamiento de una 
suspensión es la vía necesaria para acceder a una protección judicial 
efectiva. 
  
Contradicción de tesis 492/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno 
Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 26 de marzo de 2014. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito, al resolver las quejas 86/2011 y 
87/2011; la tesis de rubro: “SUSPENSIÓN, EL AUTO EN EL QUE SE 
CONCEDE SURTE EFECTOS DESDE LUEGO, DE CONFORMIDAD 
CON EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 139 DE LA LEY DE 
AMPARO. POR LO TANTO, EL ACTO QUE SE EJECUTE CON 
POSTERIORIDAD A LA FECHA EN QUE SE CONCEDIÓ LA MEDIDA 
CAUTELAR, ES VIOLATORIO DE LA MISMA Y DEBE DECLARARSE 
INEXISTENTE, CON INDEPENDENCIA DE QUE EN LA FECHA EN 
QUE SE EJECUTÓ EL ACTO, LAS RESPONSABLES AÚN NO 
HABÍAN SIDO NOTIFICADAS.”, aprobada por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, y publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo X, 
diciembre de 1992, página 375, y la tesis XIX.1o.P.T.14 K, de rubro: 
“SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE, AL TENER CONOCIMIENTO DEL 
MOMENTO EXACTO EN QUE AQUÉLLA FUE CONCEDIDA, DEBE 
AJUSTARSE A DICHA PROVIDENCIA CAUTELAR, CONSIDERANDO 
EL INSTANTE EN QUE SE OTORGÓ Y, EN SU CASO, COMPONER 
LA EJECUCIÓN QUE HUBIERA PRACTICADO, LO QUE PODRÍA 
TRADUCIRSE, INCLUSIVE, EN DESHACER SU ACTUACIÓN EN LA 
MEDIDA DE LO POSIBLE, PERO SIN QUE ELLO IMPLIQUE DARLE 
EFECTOS RESTITUTORIOS.”, aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, 



 

y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, diciembre de 2010, página 1832.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dos de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 34/2014 (10ª) 
 
 

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. LOS ACTOS CUYA 
SUSPENSIÓN SE ORDENÓ Y HAYAN SIDO EJECUTADOS POR LA 
AUTORIDAD ANTES DE LA NOTIFICACIÓN DE AQUÉLLA, DEBEN 
SER REVOCADOS PARA RETROTRAERLOS AL MOMENTO DEL 
OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN. Si bien la autoridad está 
obligada a acatar la suspensión desde el momento mismo en que se 
concede, la autoridad está obligada a revocar su actuación, 
considerando el instante en que se otorgó la suspensión y debe 
componer la ejecución, siempre que la naturaleza del acto ejecutado lo 
admita. En consecuencia lógica, no puede existir ni ser válido ningún 
acto que tenga como base los actos objeto de suspensión, cuya 
ejecución ha debido dejarse inexistente. 
  
Contradicción de tesis 492/2012. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno 
Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 26 de marzo de 2014. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito, al resolver las quejas 86/2011 y 
87/2011; la tesis de rubro: “SUSPENSIÓN, EL AUTO EN EL QUE SE 
CONCEDE SURTE EFECTOS DESDE LUEGO, DE CONFORMIDAD 
CON EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 139 DE LA LEY DE 
AMPARO. POR LO TANTO, EL ACTO QUE SE EJECUTE CON 
POSTERIORIDAD A LA FECHA EN QUE SE CONCEDIÓ LA MEDIDA 
CAUTELAR, ES VIOLATORIO DE LA MISMA Y DEBE DECLARARSE 
INEXISTENTE, CON INDEPENDENCIA DE QUE EN LA FECHA EN 
QUE SE EJECUTÓ EL ACTO, LAS RESPONSABLES AÚN NO 
HABÍAN SIDO NOTIFICADAS.”, aprobada por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, y publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo X, 
diciembre de 1992, página 375, y la tesis XIX.1o.P.T.14 K, de rubro: 
“SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE, AL TENER CONOCIMIENTO DEL 
MOMENTO EXACTO EN QUE AQUÉLLA FUE CONCEDIDA, DEBE 
AJUSTARSE A DICHA PROVIDENCIA CAUTELAR, CONSIDERANDO 
EL INSTANTE EN QUE SE OTORGÓ Y, EN SU CASO, COMPONER 
LA EJECUCIÓN QUE HUBIERA PRACTICADO, LO QUE PODRÍA 
TRADUCIRSE, INCLUSIVE, EN DESHACER SU ACTUACIÓN EN LA 
MEDIDA DE LO POSIBLE, PERO SIN QUE ELLO IMPLIQUE DARLE 
EFECTOS RESTITUTORIOS.”, aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, diciembre de 2010, página 1832. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dos de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, tres de abril de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 35/2014 (10ª) 
 
 

MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA 
LEY DE AMPARO. SU IMPOSICIÓN POR EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO NO ESTÁ CONDICIONADA A 
REQUERIMIENTO NI APERCIBIMIENTO PREVIOS A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 
(LEGISLACIÓN DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL 
DE 2013).  La referida sanción se prevé para los casos en que tal 
autoridad no tramite la demanda de amparo o no remita con la 
oportunidad debida y en los plazos previstos por la propia Ley de 
Amparo, las constancias conducentes al caso. Ahora bien, el numeral 
260, fracción IV,  de la Ley de Amparo que prevé esa multa, debe 
interpretarse en relación con el artículo 178 del propio ordenamiento, 
pues en éste se precisaron ciertos deberes procesales impuestos por el 
legislador a la autoridad responsable que recibe una demanda de 
amparo directo. La finalidad u objeto de la multa en comento no es 
obtener el cumplimiento de los deberes procesales que impone a la 
responsable el referido artículo 178, sino sancionar su inobservancia. 
Además, su naturaleza jurídica no es la de una medida de apremio o de 
una corrección disciplinaria, sino una sanción, pues no deviene de un 
mandato del órgano de control constitucional, ni se encamina a la 
preservación del orden o respeto en un juicio, sino que constituye una 
consecuencia jurídica que resulta del desacato a un mandato directo de 
la Ley de Amparo, cuyo conocimiento sí es previo para la autoridad 
responsable. Por ello, aun cuando la finalidad de los órganos de 
amparo no es erigirse como meros sancionadores, per se, sino como 
guardianes del orden constitucional, en principio, la referida multa debe 
imponerse, de oficio y de manera general, ante el solo hecho de que se 
haya materializado el supuesto correlativo de infracción a la ley; sin que 
en modo alguno deba condicionarse su imposición a requerimiento o 
apercibimiento previos a la autoridad responsable, para el caso de que 
incumpla con lo mandado en el artículo 178 de la propia ley de la 
materia, pues es claro que si éste ya quedó inobservado y no se acató 
en sus términos en su debida oportunidad, la sanción deviene condigna, 
porque al desatenderse lo dispuesto en dicho precepto se genera un 
obstáculo para el acceso a la prosecución de la instancia constitucional 
y, en consecuencia, al dictado de la sentencia correspondiente que 
resuelva su planteamiento por la Justicia de la Unión, con franca 
infracción a lo dispuesto en el numeral 17 constitucional, al afectar el 
derecho del gobernado a que se le administre justicia por tribunales que 
deben estar expeditos para impartirla dentro de los plazos y términos 
que se fijen en las propias leyes. De sostenerse criterio opuesto, se 
soslayaría el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en cuanto impone a todas las autoridades, que en el 
ámbito de sus competencias, promuevan, respeten, protejan y 
garanticen los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad; además 
de desatender el lineamiento que ese mismo precepto constitucional 
prevé, en el sentido de que el Estado debe prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley. 
  
Contradicción de tesis 431/2013. Suscitada entre el  Tercer y Cuarto 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 



 

y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito. 12 de marzo de 2014. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
al resolver los recursos de queja 83/2013 y 90/2013 en los que sostuvo 
que era innecesario el apercibimiento porque acorde con su confección 
no se puede identificar en el rubro de la medida de apremio a que se 
refiere en el apartado descrito de la ley de amparo, sino una sanción 
aplicable ante la comisión de una conducta típica prevista en la norma. 
Luego, que procedía imponerla si la autoridad auxiliar incurrió en la 
conducta que pune dicha norma, ante una adecuación típica de la 
misma. Ello, para hacer cumplir el derecho de justicia pronta y expedita 
del artículo 17 constitucional, por la autoridad responsable, para evitar 
que fuera omisa o dilatara en tramitar la demanda, pues el 
incumplimiento de la anotada obligación legal, era sancionable por sí 
misma, en términos de lo establecido en el artículo 260 fracción iv, 
invocado, al no haberse respetado los plazos legalmente establecidos 
para la remisión de la demanda de garantías y al resolver los recursos 
de queja 41/2013 y 84/2013 en los que esencialmente determinó que 
procede declarar sin materia tal tipo de recurso de queja previsto en el 
artículo 97, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, contra la omisión 
de dar trámite a la demanda de amparo directo, por la autoridad 
responsable, auxiliar en dicha substanciación, cuando ésta dé trámite a 
la demanda promovida y la remite al órgano de amparo -lo cual se 
advirtió como hecho notorio por conocer igualmente del amparo directo 
relativo- pues la omisión reprochada vía recurso ya no existía; 
circunstancia que impedía examinar los argumentos esgrimidos, sin que 
el órgano colegiado hubiere impuesto la multa prevista en el artículo 
260, fracción IV, de la Ley de Amparo, por lo que implícitamente no 
consideró posible sancionar cuando ya no hay materia para ver el 
fondo. El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito al resolver los recursos de queja 27/2013 y 58/2013 en los que 
sostuvo que la imposición de la multa básica de 100 días de salario 
mínimo vigente en el Distrito Federal, a la autoridad responsable, a que 
alude el artículo 260 fracción VI, de la Ley de Amparo, previo 
apercibimiento, luego, no optó por la aplicación inmediata de tal medida, 
sino primero apercibió a la autoridad y en el recurso de queja 27/2013 
declaró sin materia porque observó, como hecho notorio, que la 
autoridad responsable ya había remitido la demanda de amparo directo 
y constancias relativas, considerando que el objetivo de este recurso 
era romper la contumacia de la autoridad de dar trámite a la demanda 
de amparo presentada ante ella, o bien, que se tramite debidamente, en 
aras de una pronta administración de justicia, lo cual se lograba con su 
remisión al órgano de amparo; y al estimar que la autoridad 
responsable había rendido el informe, fuera del plazo de tres días y que 
no manifestó si estaba imposibilitada para tramitar la demanda de 
amparo, le hizo efectivo el apercibimiento de imponerle la multa prevista 
de cien días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, prevista en 
el artículo 260, fracción IV, de la Ley de Amparo vigente. El Cuarto 



 

Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito al resolver 
los recursos de queja 25/2013 y 44/2013 en los que declaró sin materia 
tales recursos interpuestos contra la omisión de la autoridad 
responsable de dar trámite a la demanda de amparo directo, esto 
derivado de haber observado que cada autoridad había ya remitido la 
demanda de amparo directo y anexos -también como hecho notorio-, 
pero a pesar de ello estimó factible examinar la posibilidad de imponer 
la multa prevista en el artículo 260, fracción IV, de Ley de Amparo 
vigente y la aplicó, en esencia, no obstante de haber declarado que 
tales recursos habían quedado sin materia, el órgano de amparo 
colegiado consideró que estaba en condiciones de decir sobre la 
imposición de tal multa y, lo hizo, bajo la razón de que la autoridad no 
había acreditado la justificación de su omisión de dar trámite a la 
demanda en los plazos y términos legales. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, diez de abril de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 36/2014 (10ª) 
 
 

MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV DE LA LEY 
DE AMPARO. DE SER PROCEDENTE SU IMPOSICIÓN EN LOS 
CASOS EN QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE SEA UNA JUNTA 
ESPECIAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, TAL SANCIÓN DEBE 
SER IMPUESTA AL PRESIDENTE DE LA MISMA, NO A LOS 
REPRESENTANTES DE LOS SECTORES OBRERO Y DEL CAPITAL 
QUE LA INTEGRAN. (LEGISLACIÓN DE AMPARO VIGENTE A 
PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). A partir de la tesis aislada en 
materia común de la Segunda Sala de este alto tribunal, que se 
sustentó desde la quinta época, bajo el rubro: ―SANCIONES A LAS 
AUTORIDADES RESPONSABLES. AL IMPONERSE UNA MULTA A 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE, POR LA OMISIÓN EN QUE 
INCURRA AL NO RENDIR INFORME CON JUSTIFICACIÓN, DEBE 
ENTENDERSE QUE LA PENA SE REFIERE PRECISAMENTE A LA 
PERSONA QUE TENÍA EL CARÁCTER DE AUTORIDAD 
RESPONSABLE AL COMETERSE LA INFRACCIÓN.‖, consultable en 
la página 122 del Informe correspondiente al año de 1937, esta Primera 
Sala comparte el criterio acerca de que la imposición de la multa no 
puede recaer en persona distinta del directamente infractor. Por 
consiguiente, la multa prevista en el artículo 260, fracción IV, de la Ley 
de Amparo, no debe imponerse a cada uno de los miembros de la 
respectiva Junta Especial de Conciliación y Arbitraje, en el supuesto de 
que ese órgano haya sido señalado como autoridad responsable y se 
incumpla con lo dispuesto en el numeral 178 de la propia legislación. 
Esto es así, pues de conformidad con el artículo 618 fracción VI de la 
Ley Federal del Trabajo, los presidentes de las juntas especiales tienen 
la obligación de rendir los informes en los amparos que se interpongan 
en contra de los laudos y resoluciones dictados por la junta especial; 
máxime que ese lineamiento de la Ley Federal del Trabajo se retoma y 
desarrolla en el artículo 22, fracción X, del Reglamento Interior 
aprobado por el Pleno de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, 
en sesión ordinaria celebrada el 23 de mayo de 2013, al disponerse que 
tales presidentes, además de las facultades y obligaciones que la ley 
les confiere, deben  rendir los informes respectivos en los juicios de 
amparo en que sean autoridad responsable; realizar los trámites y 
gestiones de ley, así como dar estricto y puntual cumplimiento a las 
ejecutorias y otras determinaciones que emitan los órganos 
jurisdiccionales de amparo. Por lo mismo, el hecho de que en el artículo 
178 de la Ley de Amparo se indique que es la autoridad responsable la 
que dentro del plazo de cinco días contados a partir de la presentación 
de la demanda, debe acatar los lineamientos que en él se precisan, es 
insuficiente para imponer la multa a los representantes de los sectores 
obrero y del capital que la integran, pues es un contrasentido imponer, 
por esa mera referencia, la sanción prevista en el artículo 260, fracción 
IV de la Ley de Amparo, también a ellos; sobre todo porque la 
obligación relativa a rendir los informes derivados de los juicios de 
amparo y de realizar los trámites y gestiones de ley correspondientes, 
no recae sobre los mismos. En consecuencia, en caso de 
incumplimiento a lo dispuesto en el numeral 178 de la ley de Amparo, 
los únicos responsables y acreedores a la sanción correspondiente son 
los presidentes de las referidas Juntas Especiales, pero no los demás 
integrantes de tales órganos. 
  



 

Contradicción de tesis 431/2013. Suscitada entre el  Tercer y Cuarto 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito. 12 de marzo de 2014. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
al resolver los recursos de queja 83/2013 y 90/2013 en los que sostuvo 
que era innecesario el apercibimiento porque acorde con su confección 
no se puede identificar en el rubro de la medida de apremio a que se 
refiere en el apartado descrito de la ley de amparo, sino una sanción 
aplicable ante la comisión de una conducta típica prevista en la norma. 
Luego, que procedía imponerla si la autoridad auxiliar incurrió en la 
conducta que pune dicha norma, ante una adecuación típica de la 
misma. Ello,  para hacer cumplir el derecho de justicia pronta y expedita 
del artículo 17 constitucional, por la autoridad responsable, para evitar 
que fuera omisa o dilatara en tramitar la demanda, pues el 
incumplimiento de la anotada obligación legal, era sancionable por sí 
misma, en términos de lo establecido en el artículo 260 fracción IV, 
invocado, al no haberse respetado los plazos legalmente establecidos 
para la remisión de la demanda de garantías y al resolver los recursos 
de queja 41/2013 y 84/2013 en los que esencialmente determinó que 
procede declarar sin materia tal tipo de recurso de queja previsto en el 
artículo 97, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, contra la omisión 
de dar trámite a la demanda de amparo directo, por la autoridad 
responsable, auxiliar en dicha substanciación, cuando ésta dé trámite a 
la demanda promovida y la remite al órgano de amparo -lo cual se 
advirtió como hecho notorio por conocer igualmente del amparo directo 
relativo- pues la omisión reprochada vía recurso ya no existía; 
circunstancia que impedía examinar los argumentos esgrimidos, sin que 
el órgano colegiado hubiere impuesto la multa prevista en el artículo 
260, fracción IV, de la Ley de Amparo, por lo que implícitamente no 
consideró posible sancionar cuando ya no hay materia para ver el 
fondo. El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito al resolver los recursos de queja 27/2013 y 58/2013 en los que 
sostuvo que la imposición de la multa básica de 100 días de salario 
mínimo vigente en el Distrito Federal, a la autoridad responsable, a que 
alude el artículo 260 fracción IV, de la Ley de Amparo, previo 
apercibimiento, luego, no optó por la aplicación inmediata de tal medida, 
sino primero apercibió a la autoridad y en el recurso de queja 27/2013 
declaró sin materia porque observó, como hecho notorio, que la 
autoridad responsable ya había remitido la demanda de amparo directo 
y constancias relativas, considerando que el objetivo de este recurso 
era romper la contumacia de la autoridad de dar trámite a la demanda 
de amparo presentada ante ella, o bien, que se tramite debidamente, en 
aras de una pronta administración de justicia, lo cual se lograba con su 
remisión al órgano de amparo; y al estimar que la autoridad 
responsable había rendido el informe, fuera del plazo de tres días y que 
no manifestó si estaba imposibilitada para tramitar la demanda de 
amparo, le hizo efectivo el apercibimiento de imponerle la multa prevista 



 

de cien días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, prevista en 
el artículo 260, fracción IV, de la Ley de Amparo vigente. El Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito al resolver 
los recursos de queja 25/2013 y 44/2013 en los que declaró sin materia 
tales recursos interpuestos contra la omisión de la autoridad 
responsable de dar trámite a la demanda de amparo directo, esto 
derivado de haber observado que cada autoridad había ya remitido la 
demanda de amparo directo y anexos -también como hecho notorio-, 
pero a pesar de ello estimó factible examinar la posibilidad de imponer 
la multa prevista en el artículo 260, fracción IV, de Ley de Amparo 
vigente y la aplicó, en esencia, no obstante de haber declarado que 
tales recursos habían quedado sin materia, el órgano de amparo 
colegiado consideró que estaba en condiciones de decir sobre la 
imposición de tal multa y, lo hizo, bajo la razón de que la autoridad no 
había acreditado la justificación de su omisión de dar trámite a la 
demanda en los plazos y términos legales. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, diez de abril de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 37/2014 (10a.) 
 
 

INTERPRETACIÓN DE LA LEY EN AMPARO DIRECTO EN 
REVISIÓN. CASOS EN LOS QUE LA SUPREMA CORTE PUEDE 
MODIFICARLA. Si bien es cierto que esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha establecido en varios precedentes que la interpretación 
de la ley puede formar parte de las cuestiones propiamente 
constitucionales que se abordan en el amparo directo en revisión, este 
criterio debe interpretarse en conexión con lo dispuesto en la fracción IX 
del artículo 107 constitucional. En efecto, la función que ejerce este alto 
tribunal a través de la revisión en amparo directo, no consiste, en 
principio, en  determinar la correcta interpretación de la ley. La gran 
mayoría de las disposiciones legales admiten varias interpretaciones y 
corresponde a los tribunales ordinarios y a los tribunales de amparo 
encargados de controlar el principio de legalidad establecer la forma 
correcta en la que aquéllas deben interpretarse. En este sentido, el 
control de la interpretación de la ley puede hacerse fundamentalmente 
en dos escenarios a través del recurso de revisión que se interpone en 
contra de una sentencia dictada en un juicio de amparo directo: (i) 
cuando entre las distintas interpretaciones que admite una disposición 
sólo una de ellas resulta constitucionalmente válida y ésta no es la que 
ha realizado o avalado el tribunal colegiado, resulta obligatorio optar por 
la interpretación de la ley que esté conforme con la Constitución; (ii) 
cuando una disposición admite varias interpretaciones 
constitucionalmente aceptables y el tribunal colegiado selecciona o 
avala implícitamente una que es inconstitucional, esta Suprema Corte 
debe declarar que esa interpretación se encuentra prohibida e 
interpretar el precepto en cuestión de una forma consistente con lo 
dispuesto en la Constitución. En consecuencia, cuando existen varias 
interpretaciones de una disposición que no violan la Constitución y se 
opta por alguna de ellas no es posible censurar la interpretación 
efectuada con el argumento de que no se ha hecho una ―correcta‖ 
interpretación de la ley. 
 
Amparo directo en revisión 1273/2010. **********. 1o. de diciembre de 
2010. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto concurrente, Juan N. Silva Meza, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente y 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Recurso de reclamación 257/2012. **********. 15 de agosto de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Gustavo Naranjo Espinosa. 
 
Amparo directo en revisión 301/2013. 3 de abril de 2013. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 



 

Amparo directo en revisión 204/2013. **********. 3 de abril de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Amparo directo en revisión 3758/2012. **********. 29 de mayo de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintitrés de abril de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinticuatro de abril de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 38/2014 (10a.) 

         
 

TERCERO PERJUDICADO EN EL JUICIO DE AMPARO. CARECE 
DE TAL CARÁCTER EL DESTINATARIO DE UNA MEDIDA 
CAUTELAR, CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN LA 
NEGATIVA DE OTORGARLA DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DE 
UN PROCESO MERCANTIL (LEY DE AMPARO VIGENTE HASTA EL 
2 DE ABRIL DE 2013 Y LEGISLACIÓN MERCANTIL PREVIA AL 
DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EL 10 DE ENERO DE 2014). 
Acorde con el contenido conducente del artículo 5o., fracción III, inciso 
a), de la abrogada Ley de Amparo, la calidad de tercero perjudicado se 
atribuye a la ‗contraparte del quejoso‘ cuando el acto reclamado emana 
de un juicio o controversia que no sea del orden  penal. Hipótesis 
normativa que ha sido interpretada por esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en el sentido de que, por un lado, debe reconocerse a 
todas las personas que tengan derechos opuestos a los del quejoso y, 
por ello, interés en que subsista el acto o resolución reclamada; y por 
otro lado, que para determinar tal calidad respecto de la ‗contraparte del 
quejoso‘, es necesario atender también a las circunstancias procesales 
imperantes en el juicio natural del que deriva el acto reclamado, a fin de 
evitar que en el juicio de garantías se reconozca una calidad procesal 
de ‗contraparte del quejoso‘ a quien aún no se le ha conferido tal 
carácter en el juicio natural, así como para evitar que el juicio de 
garantías se constituya en un medio que permita a una parte tomar 
conocimiento de que se promovió un juicio en su contra, dando 
oportunidad para que, eventualmente, se lleven a cabo maniobras  
tendentes a frustrar los intereses legítimamente tutelados al actor. 
Sobre esa base, si la situación procesal de las partes ante la negativa 
de decretar una medida cautelar durante la sustanciación de un proceso 
mercantil, es que con independencia de la calidad de partes 
contendientes ya establecida respecto del juicio principal, el destinatario 
de la medida provisional no adquiere aún la calidad de ‗contraparte del 
solicitante‘ en el procedimiento cautelar, dado que acorde con el 
contenido conducente de los artículos 1181 del Código de Comercio 
(previo al decreto de reformas de 10 de enero de 2014) y 384 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, no procede que sea llamado 
a ese procedimiento y, en consecuencia, no ha resentido afectación 
alguna a su esfera jurídica ni tiene aún derechos que defender ante la 
negativa de conceder la medida cautelar. Resulta que a tal destinatario 
de la medida cautelar negada, no se le debe conferir el carácter de 
tercero perjudicado en el juicio de amparo promovido por el solicitante 
de la medida, con motivo de que se debe evitar que en el juicio de 
garantías se reconozca la calidad procesal de ‗contraparte del quejoso‘ 
a quien el legislador no confirió tal carácter en el procedimiento 
cautelar, y porque se debe evitar que el juicio de garantías se constituya 
en un medio que permita al destinatario de la medida tomar 
conocimiento de que se promovió el procedimiento cautelar en su 
contra, dando oportunidad para que, eventualmente, se lleven a cabo 
maniobras tendentes a frustrar la eficacia de la medida cautelar 
solicitada. 
  
Contradicción de tesis 37/2013. Suscitada entre el  Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, en apoyo 
del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 



 

Quinto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 26 de marzo de 2014. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver las quejas números 106/2010 y 108/2010, que dieron origen a 
la tesis aislada número III.5°.C.174 C, de rubro: “TERCERO 
PERJUDICADO. NO TIENE ESE CARÁCTER EL DEMANDADO, SI EL 
ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE LA NEGATIVA AL ACTOR A 
DECRETAR UNAS MEDIDAS PRECAUTORIAS, AÚN CUANDO 
AQUÉL HAYA SIDO EMPLAZADO EN EL JUICIO NATURAL.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIII, Abril de 2011, Página 1425, con número 
de registro 162268; y el criterio sostenido por el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al resolver 
el amparo en revisión civil número 369/2012 (cuaderno auxiliar 
956/2012), en el que sostuvo que sí le asiste el carácter de tercero 
perjudicada a la demandada en el juicio de origen, al ser a quien se 
reclamó el cumplimiento forzoso del contrato definitivo de afectación 
fiduciaria por la constitución del fideicomiso irrevocable traslativo de 
dominio, así como su formalización en escritura pública, daños y 
perjuicios, gastos y costas. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintitrés de abril de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinticuatro de abril de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 

 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 39/2014 (10a.) 
 
 

DELITOS FISCALES PERSEGUIBLES POR QUERELLA. PARA 
DETERMINAR EL MOMENTO EN QUE LA SECRETARÍA DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO TUVO CONOCIMIENTO DEL 
DELITO Y COMPUTAR EL PLAZO DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN PENAL POR TAL MOTIVO, DEBE ATENDERSE LA 
DICTAMEN TÉCNICO CONTABLE DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. El artículo 100 del Código Fiscal de la 
Federación, vigente hasta la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 12 de diciembre de 2011, ha previsto en su primera parte la 
prescripción de la acción penal por falta de oportunidad en la formulación de 
la querella, en un plazo de tres años a partir de que la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público tenga conocimiento del delito. Conforme a ello, 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
aras de definir el cómputo precisado bajo un criterio objetivo y 
razonable, así como susceptible de comprobación que dé certeza y 
seguridad jurídica, sostiene que la constancia que objetivamente revela 
dicho conocimiento es el informe del Servicio de Administración 
Tributaria (llamado dictamen técnico contable), por ser, prima facie, el 
que permitiría constatar la existencia fáctica y jurídica del delito para 
que la autoridad fiscal esté en aptitud de presentar la querella 
requerida. Este criterio ha sido establecido de manera expresa en el 
séptimo transitorio de la reforma citada; amén que converge en la 
interpretación sistemática del analizado precepto legal, en relación con 
los artículos 1º, 3º y 7º de la Ley del Servicio de Administración 
Tributaria, al delegar precisamente a dicho órgano la facultad expresa 
de verificar si existió realmente un delito fiscal bajo el citado informe que 
debe emitir; además, porque guarda estrecha relación con la querella 
que luego debe emitir la autoridad de la Procuraduría Fiscal de la 
Federación facultada en términos del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. A su vez, la exigencia de que 
la autoridad fiscal verifique la veracidad del delito para estar en aptitud 
de formular o no querella, implica una mejor protección a la adecuada 
defensa de quien pudiera estar vinculado con el mismo, desde el 
procedimiento fiscal y, en su caso, en la primera fase del procedimiento 
penal, pues ya desde entonces podría conocer de los hechos 
imputados y preparar su defensa oportunamente; lo que armoniza a su 
vez con el principio pro persona de primer rango de reconocimiento y 
protección constitucional. 
 
Contradicción de tesis 361/2013. Suscitada entre el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 26 de 
marzo de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en 
cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito al 
resolver el amparo en revisión 124/2012 en el que determinó que el 



 

plazo para el inicio del cómputo de los tres años a que refiere el artículo 
100 del Código Fiscal de la Federación, para los delitos perseguibles 
por querella, debe considerarse desde la fecha de emisión del dictamen 
técnico contable emitido por los peritos adscritos al servicio de 
administración tributaria, fecha en la que se estima que la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público tuvo conocimiento del delito y del 
delincuente y el criterio emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito al resolver el 
amparo en revisión 32/2013 en el que determinó que el término de tres 
años para que opere la prescripción de la acción penal, se debe 
computar a partir de que la autoridad hacendaria tuvo conocimiento del 
delito y del delincuente, precisando que ese momento es cuando tiene 
lugar el inicio de la visita domiciliaria a la contribuyente 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, dos de mayo de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 40/2014 (10a.) 
 
  

PRUEBA PERICIAL EN GRAFOSCOPIA. EL USO DE LOS AVANCES 
TECNOLÓGICOS QUE POSIBILITAN LA CAPTURA Y EDICIÓN DE 
LAS IMÁGENES PLASMADAS EN LOS DOCUMENTOS 
ANALIZADOS POR EL PERITO, ES INSUFICIENTE PARA NEGARLE 
VALOR PROBATORIO AL DICTAMEN CORRESPONDIENTE. Al 
valorar la prueba pericial, el Juez debe partir de la base de que el perito 
es una persona experta en la materia sobre la que dictamina, que es 
honesta y se conduce conforme a su leal saber y entender en la materia 
sobre la que dictamina, pues se presupone que ha estudiado 
cuidadosamente el tema sometido a su consideración, por lo que 
también debe presumirse que no tiene la intención de engañar al 
juzgador, en tanto el peritaje plasmado en su dictamen obedece a un 
acto realizado conscientemente, libre de coacción, violencia, dolo, 
cohecho o seducción. En ese sentido, si bien la valoración de la prueba 
pericial se deja al prudente arbitrio del juzgador, sólo las razones 
científicas, técnicas o artísticas expuestas en los dictámenes 
correspondientes deben servir para decidir, de acuerdo con una sana 
crítica de su contenido, si merecen o no valor probatorio. Ahora bien, el 
hecho de que el juzgador deba partir de esa presunción no debe 
considerarse como una limitante de su libertad de apreciación, pues es 
evidente que en uso de ella, sí puede negar valor probatorio a un 
dictamen cuando considere que existe un motivo para dudar del 
desinterés, imparcialidad y honestidad del perito, es decir, cuando 
existan razones para estimar que no se condujo con lealtad, probidad o 
veracidad; sin embargo, para negarle eficacia con base en alguna de 
estas razones, los motivos deben ser lo suficientemente serios y graves 
para poner en duda la honestidad del perito. Por tanto, cuando se tacha 
de falsa una firma y se ofrece la prueba pericial en grafoscopia, el 
simple hecho de que en el desempeño de la función encomendada el 
perito haga uso de los avances tecnológicos, como cámaras digitales 
que pueden conectarse a una computadora para transferir su 
información y proceder a su impresión, lo que a su vez puede permitir 
que a través de ciertos programas de cómputo puedan editarse las 
imágenes capturadas en dichas cámaras, no es un motivo suficiente 
para negar valor al dictamen correspondiente, pues si bien es cierto que 
el uso de esos dispositivos permite alterar la imagen capturada hasta el 
grado de distorsionarla, e incluso prefabricar una imagen o insertar otra 
que corresponda a un documento diverso, también lo es que tal 
posibilidad, por sí sola, es insuficiente para restarle valor probatorio al 
dictamen, pues aunque el juzgador tiene libertad de valoración en este 
tipo de pruebas, dicha libertad debe basarse en una sana crítica, por lo 
que debe haber datos suficientes que permitan presumir que el perito 
actuó con falta de lealtad, probidad o veracidad, es decir, deben existir 
motivos que realmente pongan en tela de juicio el desinterés, la 
imparcialidad y la honestidad del experto en la materia y que, por ende, 
el peritaje plasmado en el dictamen correspondiente no está libre de 
coacción, violencia, dolo, cohecho o seducción. 
 
Contradicción de tesis 455/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava 
Región, con residencia en Cancún, Quintana Roo, en apoyo del 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 



 

Vigésimo Primer Circuito. 9 de abril de 2014. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito al 
resolver los amparos directos 52/2011, 50/2012, 6/2012 y 472/2011 y el 
amparo en revisión 418/2011 los cuales dieron origen a la tesis 
jurisprudencial número: IV.2o.C. J/1 (10a.) de rubro: "DICTAMEN 
PERICIAL EN GRAFOSCOPÍA. NO TIENE EFICACIA PARA 
DEMOSTRAR LA FALSEDAD DE LA FIRMA DE UN DOCUMENTO, 
CUANDO SU CONTENIDO ES DUDOSO CONFORME A SUS 
ILUSTRACIONES GRÁFICAS", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Febrero de 2013, 
Tomo 2, página 1209, con número de registro 2002755 y el sostenido 
por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en Materias Civil y de 
Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, en apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con 
residencia en Cancún, Quintana Roo, al resolver el juicio de amparo 
directo 837/2013 (cuaderno auxiliar 954/2013) en el que determinó que 
la simple circunstancia de que los peritos en grafoscopía empleen 
cámaras digitales, computadoras e impresoras láser para plasmar las 
imágenes mostradas en sus dictámenes no genera dudas sobre la 
simulación o alteración de esas reproducciones y menos aún sobre la 
veracidad de las opiniones periciales, expuesto de otro modo, el uso de 
esos dispositivos electrónicos, por sí mismo, no basta para sospechar 
que los peritos falsearon los fundamentos de sus dictámenes, para 
sustentar tal desconfianza tendrían que existir indicios sobre la falta de 
probidad de los especialistas o sobre la alteración materia de los 
elementos en los que se sustentan sus periciales. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, dos de mayo de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 



 

 
 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 41/2014 (10a.) 
 
 

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN 
II, INCISO A), DE LA LEY DE AMPARO. EL HECHO DE QUE QUEDE 
SIN MATERIA, NO ES OBSTÁCULO PARA QUE EL  TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO IMPONGA A LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE LA MULTA PREVISTA EN EL NUMERAL 260, 
FRACCIÓN IV, DEL MISMO ORDENAMIENTO (LEGISLACIÓN DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). A juicio de 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 
finalidad u objeto de la multa en comento no es obtener el cumplimiento 
de los deberes procesales que impone a la responsable el artículo 178 
de la Ley de Amparo, sino sancionar, en lo que aquí interesa, la falta de 
trámite de la demanda de amparo. Además, su naturaleza jurídica no es 
la de una medida de apremio o de una corrección disciplinaria, pues no 
deviene de un mandato del órgano de control constitucional, ni se 
encamina a la preservación del orden o respeto en un juicio, sino la de 
una sanción, pues constituye una consecuencia jurídica que resulta del 
desacato a un mandato directo de la Ley de Amparo, cuyo conocimiento 
sí es previo para la autoridad responsable. Por ello, aun cuando la 
finalidad de los órganos de amparo no es erigirse como meros 
sancionadores, per se, sino como guardianes del orden constitucional, 
en principio, la referida multa debe imponerse, de oficio y de manera 
general, sea en un apartado de la resolución que se emita al resolver la 
queja, o en una diversa resolución, incluso un auto emitido por el 
Magistrado que presida el tribunal colegiado que conozca del asunto, 
pues la sanción opera ante el solo hecho de que se haya materializado 
el supuesto correlativo de infracción a la ley. En esa medida, aun ante 
el hecho de que el recurso de queja en comento pudiera estimarse que 
habría de quedar sin materia, por la atención ulterior que la autoridad 
responsable efectúe de los lineamientos que le impuso el legislador en 
términos del artículo 178 de la Ley de Amparo, y que se llegara a 
demostrar en el informe de queja que debe rendir en acatamiento a lo 
dispuesto en el artículo 101 de ese mismo ordenamiento; legalmente no 
puede permitirse que por ese mero y eventual cumplimiento, que, de 
cualquier modo, aconteció fuera de plazo, se permita a la autoridad 
responsable evadir la imposición de la multa condigna que le debe ser 
impuesta por haberse ubicado previamente en el supuesto de infracción 
que el legislador expresamente ha dispuesto sancionar, al haber dejado 
de actuar en su debida oportunidad, en plena concordancia a los 
lineamientos relativos que le impone el numeral 178 de la Ley de 
Amparo. En ese sentido, cabe agregar que la observancia ulterior de 
tales lineamientos, sólo implica que en el caso particular de que se 
trate, ya no se le exija a la autoridad responsable, mas en modo alguno, 
puede seguirse de ello una dispensa de la sanción prevista para el caso 
de inobservancia de esa disposición legal. No puede desatenderse que 
el obstáculo a la prosecución de la instancia de amparo entraña 
infracción a lo dispuesto en el artículo 17 de la Carta Magna, ni que el 
artículo 1º de esta, por un lado  impone a todas las autoridades el deber 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos y; 
por otro, su mandato en el sentido de que el Estado debe prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, 
en los términos que establezca la ley. 



 

  
Contradicción de tesis 431/2013. Suscitada entre el  Tercer y Cuarto 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito. 12 de marzo de 2014. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
al resolver los recursos de queja 83/2013 y 90/2013 en los que sostuvo 
que era innecesario el apercibimiento porque acorde con su confección 
no se puede identificar en el rubro de la medida de apremio a que se 
refiere en el apartado descrito de la ley de amparo, sino una sanción 
aplicable ante la comisión de una conducta típica prevista en la norma. 
Luego, que procedía imponerla si la autoridad auxiliar incurrió en la 
conducta que pune dicha norma, ante una adecuación típica de la 
misma. Ello, para hacer cumplir el derecho de justicia pronta y expedita 
del artículo 17 constitucional, por la autoridad responsable, para evitar 
que fuera omisa o dilatara en tramitar la demanda, pues el 
incumplimiento de la anotada obligación legal, era sancionable por sí 
misma, en términos de lo establecido en el artículo 260 fracción IV, 
invocado, al no haberse respetado los plazos legalmente establecidos 
para la remisión de la demanda de garantías y al resolver los recursos 
de queja 41/2013 y 84/2013 en los que esencialmente determinó que 
procede declarar sin materia tal tipo de recurso de queja previsto en el 
artículo 97, fracción II, inciso a), de la Ley de Amparo, contra la omisión 
de dar trámite a la demanda de amparo directo, por la autoridad 
responsable, auxiliar en dicha substanciación, cuando ésta dé trámite a 
la demanda promovida y la remite al órgano de amparo -lo cual se 
advirtió como hecho notorio por conocer igualmente del amparo directo 
relativo- pues la omisión reprochada vía recurso ya no existía; 
circunstancia que impedía examinar los argumentos esgrimidos, sin que 
el órgano colegiado hubiere impuesto la multa prevista en el artículo 
260, fracción IV, de la Ley de Amparo, por lo que implícitamente no 
consideró posible sancionar cuando ya no hay materia para ver el 
fondo. El Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito al resolver los recursos de queja 27/2013 y 58/2013 en los que 
sostuvo que la imposición de la multa básica de 100 días de salario 
mínimo vigente en el Distrito Federal, a la autoridad responsable, a que 
alude el artículo 260 fracción VI, de la Ley de Amparo, previo 
apercibimiento, luego, no optó por la aplicación inmediata de tal medida, 
sino primero apercibió a la autoridad y en el recurso de queja 27/2013 
declaró sin materia porque observó, como hecho notorio, que la 
autoridad responsable ya había remitido la demanda de amparo directo 
y constancias relativas, considerando que el objetivo de este recurso 
era romper la contumacia de la autoridad de dar trámite a la demanda 
de amparo presentada ante ella, o bien, que se tramite debidamente, en 
aras de una pronta administración de justicia, lo cual se lograba con su 
remisión al órgano de amparo; y al estimar que la autoridad 
responsable había rendido el informe, fuera del plazo de tres días y que 
no manifestó si estaba imposibilitada para tramitar la demanda de 



 

amparo, le hizo efectivo el apercibimiento de imponerle la multa prevista 
de cien días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, prevista en 
el artículo 260, fracción IV, de la Ley de Amparo vigente. El Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito al resolver 
los recursos de queja 25/2013 y 44/2013 en los que declaró sin materia 
tales recursos interpuestos contra la omisión de la autoridad 
responsable de dar trámite a la demanda de amparo directo, esto 
derivado de haber observado que cada autoridad había ya remitido la 
demanda de amparo directo y anexos -también como hecho notorio-, 
pero a pesar de ello estimó factible examinar la posibilidad de imponer 
la multa prevista en el artículo 260, fracción IV, de Ley de Amparo 
vigente y la aplicó, en esencia, no obstante de haber declarado que 
tales recursos habían quedado sin materia, el órgano de amparo 
colegiado consideró que estaba en condiciones de decir sobre la 
imposición de tal multa y, lo hizo, bajo la razón de que la autoridad no 
había acreditado la justificación de su omisión de dar trámite a la 
demanda en los plazos y términos legales. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta de abril de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, dos de mayo de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 42/2014 (10a.) 

         
 

RECURSO DE INCONFORMIDAD. CUANDO LOS AGRAVIOS 
FORMULADOS POR EL PROMOVENTE DE DICHO RECURSO 
RESULTEN INOPERANTES EN SU TOTALIDAD, PROCEDE EL 
ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DEL CUMPLIMIENTO DE LA 
SENTENCIA DE AMPARO. El artículo 214 de la Ley de Amparo, 
vigente a partir del 3 de abril de 2013, establece que no podrá 
archivarse ningún juicio de amparo sin que se haya cumplido la 
sentencia que concedió la protección constitucional o no exista materia 
para la ejecución, y así se haya determinado por el órgano jurisdiccional 
de amparo en resolución fundada y motivada. Por lo anterior, si los 
agravios expresados por el promovente del recurso de inconformidad 
resultan inoperantes en su totalidad, es preciso realizar un estudio 
oficioso respecto del cumplimiento de la sentencia de amparo, a fin de 
dar cumplimiento al precepto invocado; dicho estudio deberá atender de 
forma circunscrita a la materia determinada por la acción constitucional 
y al límite señalado por la ejecutoria donde se otorgó la protección de la 
justicia federal. 
  
Recurso de inconformidad 84/2013. **********. 4 de septiembre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
 
Recurso de inconformidad 823/2013. **********. 19 de febrero de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: María Isabel Castillo Vorrath. 
 
Recurso de inconformidad 869/2013. **********. 19 de febrero de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: María Isabel Castillo Vorrath. 
 
Recurso de inconformidad 910/2013. **********. 5 de marzo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: María Isabel Castillo Vorrath. 
 
Recurso de inconformidad 884/2013. 12 de marzo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha siete de mayo de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, ocho de mayo de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 43/2014 (10a.) 
 
 

RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. POR REGLA GENERAL ES 
IMPROCEDENTE SI YA SE CUBRIÓ LA INDEMNIZACIÓN 
DETERMINADA EN UN PROCESO PENAL PARA REPARAR EL 
DAÑO. Una vez que en un proceso penal se ha condenado a la 
reparación del daño, por regla general no se puede demandar 
posteriormente en un proceso civil desvinculado del proceso penal la 
responsabilidad objetiva del propio inculpado o de un tercero, toda vez 
que en ambos casos la responsabilidad civil que se reclama en ese 
segundo proceso es con motivo de la misma acción y el mismo daño. 
En este sentido, debe señalarse que la responsabilidad civil subjetiva 
derivada de un delito no tiene una ―naturaleza distinta‖ a la 
responsabilidad civil objetiva. No obstante, en el supuesto antes 
señalado, excepcionalmente podrá acudirse a la vía civil cuando pueda 
apreciarse claramente que la legislación civil permite una mayor 
amplitud indemnizatoria en comparación con la legislación penal, de tal 
manera que la acción de reparación de daño en la vía civil pueda dar 
lugar a un mayor beneficio económico como resultado de una 
regulación más favorable para la víctima de la cuantificación del daño. 
Desde luego, dicha excepción no implica que en este supuesto el 
ofendido pueda hacer exigible la reparación del daño en la vía civil de 
manera completamente autónoma. La cantidad que eventualmente se 
conceda por concepto de reparación del daño en el proceso civil deberá 
descontar la indemnización que se haya cubierto con motivo de la 
condena decretada en el proceso penal. 
  
Contradicción de tesis 227/2013. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Primer Circuito, actualmente Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 9 
de abril de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, en cuanto al fondo. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes reservaron su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El entonces Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 397/87, el cual dio origen a la tesis aislada, de rubro: 
“REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL PROCESO PENAL Y PAGO DE 
INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD OBJETIVA, SON 
ACCIONES DISTINTAS CON UNA SOLA CAUSA DE PEDIR.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, 
volúmenes 217-228, Sexta Parte, página 551; el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Primer Circuito, actualmente Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Primer Circuito al resolver el amparo directo 
607/1994 el cual dio origen a la tesis aislada número XI.1o.225 C, de 
rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA, ES IMPROCEDENTE 
LA ACCIÓN DE, SI YA SE CUBRIÓ LA REPARACIÓN DEL DAÑO 
DETERMINADA EN PROCESO PENAL." Publicada en el Semanario 



 

Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo  XV, febrero de 
1995, página 210, con número de registro 209351; y el sostenido por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Sexto Circuito al resolver el amparo directo 1177/2012, en el que 
determinó que la responsabilidad civil objetiva, conocida también como 
teoría de la responsabilidad por el riesgo creado, se basa en la 
naturaleza peligrosa de los instrumentos, mecanismos u objetos que 
normalmente causan daño y no, en la conducta culpable del agente, 
toda vez que el legislador le atribuyó consecuencias al simple empleo 
de éstos, aunque dicha acción, por sí sola, no constituye un hecho ilícito 
y, por el contrario, en materia penal, la responsabilidad atiende a la 
culpa del sujeto activo, puesto que ésta siempre deriva de la comisión 
de un delito; por lo que, tomando en cuenta que exclusivamente se 
parte de esta relación causal y el daño producido, es que se le 
denomina teoría de responsabilidad objetiva, para distinguirla de la 
subjetiva en la cual se parte de un elemento estrictamente personal, 
como es la negligencia, la culpa o dolo. determinando así, que el hecho 
de que en la especie, los terceros perjudicados estuvieran en 
posibilidad de obtener previamente el pago de la reparación del daño 
correspondiente, en la vía penal, no constituía obstáculo alguno para la 
procedencia de la responsabilidad civil objetiva, al no actualizarse los 
elementos de la cosa juzgada; por lo cual, la condena que en su caso 
fuera decretada por concepto de la reparación del daño derivada de la 
responsabilidad objetiva, de manera alguna implicaba un doble pago. 
ello en virtud, de que la reparación del daño que nace de la 
responsabilidad derivada de un delito, es de naturaleza diversa a la que 
se origina por responsabilidad civil objetiva, al hacer uso de 
mecanismos, instrumentos, aparatos o substancias que son peligrosos 
y, por ello, no se excluyen entre sí, aunque ambas tengan la finalidad 
de resarcir los daños y perjuicios causados a quien lo sufre, dado que 
están previstas en diversas leyes secundarias, bajo diferentes criterios y 
dan lugar a procedimientos legales que tienen materia de estudio 
diferente, en los que el legislador no excluyó el ejercicio de una u otra. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha catorce de mayo de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, quince de mayo de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 44/2014 (10ª). 
 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONFIGURACIÓN COMO 
CONCEPTO JURÍDICO INDETERMINADO Y CRITERIOS PARA SU 
APLICACIÓN A CASOS CONCRETOS. Resulta ya un lugar común 
señalar que la configuración del interés superior del menor, como 
concepto jurídico indeterminado, dificulta notablemente su aplicación. 
Así, a juicio de esta Primera Sala, es necesario encontrar criterios para 
averiguar, racionalmente, en qué consiste el interés del menor y 
paralelamente determinarlo en concreto en los casos correspondientes. 
Es posible señalar que todo concepto indeterminado cabe estructurarlo 
en varias zonas. Una primera zona de certeza positiva, que contiene el 
presupuesto necesario o la condición inicial mínima. Una segunda zona 
de certeza negativa, a partir de la cual nos hallamos fuera del concepto 
indeterminado. En tercer y último lugar la denominada zona intermedia, 
más amplia por su ambigüedad e incertidumbre, donde cabe tomar 
varias decisiones. En la zona intermedia, para determinar cuál es el 
interés del menor y obtener un juicio de valor, es necesario precisar los 
hechos y las circunstancias que lo envuelven. En esta zona podemos 
observar cómo el interés del menor no es siempre el mismo, ni siquiera 
con carácter general para todos los hijos, pues éste varía en función de 
las circunstancias personales y familiares. Además, dicha zona se 
amplía cuando pasamos -en la indeterminación del concepto- del plano 
jurídico al cultural. Por lo anterior, es claro que el derecho positivo no 
puede precisar con exactitud los límites del interés superior del menor 
para cada supuesto de hecho planteado. Son los tribunales quienes han 
de determinarlo moviéndose en esa "zona intermedia", haciendo uso de 
valores o criterios racionales. En este sentido, es posible señalar como 
criterios relevantes para la determinación en concreto del interés del 
menor en todos aquellos casos en que esté de por medio la situación 
familiar de un menor, los siguientes: a) se deben satisfacer, por el 
medio más idóneo, las necesidades materiales básicas o vitales del 
menor, y las de tipo espiritual, afectivas y educacionales; b) se deberá 
atender a los deseos, sentimientos y opiniones del menor, siempre que 
sean compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su 
personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, si es 
posible, el statu quo material y espiritual del menor y atender a la 
incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su 
personalidad y para su futuro. Asimismo, es necesario advertir que para 
valorar el interés del menor, muchas veces se impone un estudio 
comparativo y en ocasiones beligerante entre varios intereses en 
conflicto, por lo que el juez tendrá que examinar las circunstancias 
específicas de cada caso para poder llegar a una solución estable, justa 
y equitativa especialmente para el menor, cuyos intereses deben primar 
frente a los demás que puedan entrar en juego, procurando la 
concordancia e interpretación de las normas jurídicas en la línea de 
favorecer al menor, principio consagrado en el artículo 4o. 
constitucional. 
 
Amparo directo en revisión 348/2012. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz quien reservó su derecho a formular 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 



 

 
Amparo directo en revisión 2554/2012. 16 de enero de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 583/2013. 11 de septiembre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo en revisión 310/2013. 4 de diciembre de 2013. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
reservó su derecho a formular voto concurrente y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho a formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2252/2013. 4 de diciembre de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho a formular voto concurrente y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veintiuno de mayo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintidós de mayo de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 45/2014 (10a.) 
 
 

EJERCICIO INDEBIDO DE SERVICIO PÚBLICO. SERVIDORES 
PÚBLICOS QUE PUEDEN UBICARSE EN LA HIPÓTESIS DELICTIVA 
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 214, FRACCIÓN VI (ANTES 
FRACCIÓN V), DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, VIGENTE A PARTIR 
DEL 1º DE JULIO DE 2006. El delito previsto en el citado numeral se 
actualiza cuando cualquier servidor público que, por razones de su 
empleo, cargo o comisión, tenga obligación de custodiar, vigilar, 
proteger o dar seguridad a personas, lugares, instalaciones u objetos y, 
ante el incumplimiento de tal deber, propicie un daño a dichas personas 
o la pérdida o sustracción de objetos. De lo anterior se advierte que el 
sujeto activo no debe tener necesariamente la calidad de custodio, 
vigilante o guardia, pues para que se tipifique el delito sólo se requiere 
que dicho sujeto sea servidor público y que la función que tenga 
encomendada con motivo de su empleo, cargo o comisión, le imponga 
el deber de custodiar, vigilar, proteger o dar seguridad a personas, 
lugares, instalaciones u objetos. 
 
Contradicción de tesis 326/2013. Entre las sustentadas por el 
entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el 
entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito. 7 de mayo de 2014. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina 
Cienfuegos Posada. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 565/1987, el cual dio origen a la tesis 
aislada número VI.2o.24 P, de rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS. 
COMETEN EL DELITO DE EJERCICIO INDEBIDO DEL SERVICIO 
PÚBLICO, INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 
214 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XIV, julio de 1994, 
página 816, con número de registro 211979; el sostenido por el 
entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 51/1994 el cual dio origen a la tesis aislada número XX.1o.253 
P, de rubro: "PECULADO. SI NO EXISTE EN AUTOS MATERIAL 
PROBATORIO QUE ACREDITE QUE EL QUEJOSO HUBIESE 
DISPUESTO PARA SI O PARA OTROS, DE LOS BIENES CUYO 
MONTO CONSTITUYE EL FALTANTE DE LA EMPRESA, NO PUEDE 
ESTABLECERSE LA PRESUNTA RESPONSABILIDAD PENAL EN LA 
COMISIÓN DEL DELITO DE", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época, Tomo XIII, junio de 1994, página 619, con 
número de registro 212308; y el emitido por el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 238/2013, en el 
cual sostuvo esencialmente que si quien recibió los dos mil pesos como 
garantía de libertad caucional, fue el propio quejoso en el ejercicio de 



 

sus funciones de agente del ministerio público, porque incluso hizo 
constar la recepción de ese dinero y su objeto, y no quedó demostrado 
su destino final, consecuentemente sólo él podía distraer tal cuantía 
para sí, pues en el caso no demostró que hubiera puesto a disposición 
del juzgador dicho dinero, ni hizo constar que esa cantidad hubiera 
desaparecido o se hubiera destruido; en otras palabras, si el quejoso en 
el ejercicio de sus funciones, recibió directamente el dinero, por lo tanto, 
estaba dentro de su esfera de dominio el monetario, lo tenía en custodia 
y no precisó o demostró el paradero del mismo, que lo haya consignado 
a algún juez de proceso, que es el objetivo final para el ministerio 
público, por lo que no podría ser distinta persona la que hubiera dado 
uso al dinero. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de mayo de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintidós de mayo de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 46/2014 (10a.) 
 
 

PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE 
A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA 
LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1ª./J. 132/2012 (10ª) Y DE 
LA TESIS AISLADA 1ª.CCLXIV/2012 (10ª)]. Una nueva reflexión sobre 
el tema del interés usurario en la suscripción de un pagaré, conduce a 
esta Sala a apartarse de los criterios sostenidos en las tesis 1ª./J 
132/2012 (10ª), así como 1ª. CCLXIV/2012 (10ª.), en virtud de que en 
su elaboración se equiparó el interés usurario con el interés lesivo, lo 
que provocó que se estimara que los requisitos procesales y 
sustantivos que rigen para hacer valer la lesión como vicio del 
consentimiento, se aplicaran también para que pudiera operar la norma 
constitucional consistente en que la ley debe prohibir la usura como 
forma de explotación del hombre por el hombre; cuando esta última se 
encuentra inmersa en la gama de derechos humanos respecto de los 
cuales el artículo 1º constitucional ordena que todas las autoridades, en 
el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar. Así, resulta que el artículo 21, apartado 
3, de La Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevé la 
usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como 
fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se 
considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y 
de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo 
derivado de un préstamo; pero además, dispone que la ley debe 
prohibir la usura. Por lo anterior, esta Primera Sala estima que el 
artículo 174, párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, que prevé que en el pagaré el rédito y los 
intereses que deban cubrirse se pactaran por las partes, y sólo ante la 
falta de tal pacto, operará el tipo legal, permite una interpretación 
conforme con la Constitución General y, por ende, ese contenido 
normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de 
acordar intereses tiene como límite que una parte no obtenga en 
provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un 
interés excesivo derivado de un préstamo; destacando que la 
adecuación constitucional del precepto legal indicado, no sólo permite 
que los gobernados conserven la facultad de fijar los réditos e intereses 
que no sean usurarios al suscribir pagarés, sino que además, confiere 
al juzgador la facultad para que, al ocuparse de analizar la litis sobre el 
reclamo de intereses pactados en un pagaré y al determinar la condena 
conducente (en su caso), aplique de oficio el artículo 174 indicado 
acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a 
la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con 
que se cuente en cada caso, a fin de que el citado artículo no pueda 
servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses 
mediante la cual una parte obtenga en provecho propio y de modo 
abusivo sobre la propiedad de su contrario un interés excesivo derivado 
de un préstamo. Así, para el caso de que el interés pactado en el 
pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente 
excesivo y usurario acorde con las circunstancias particulares del caso 
y las constancias de actuaciones, aquél  debe proceder de oficio a 
inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés 



 

pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés 
reducida prudencialmente que no resulte excesiva, mediante la 
apreciación de oficio y de forma razonada y motivada de las mismas 
circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones 
que válidamente tenga a la vista el juzgador al momento de resolver.
  
 
Contradicción de tesis 350/2013. Suscitada entre el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito. 19 de febrero de 2014. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 193/2012, que dio origen a la tesis aislada XXX.1o.2 
C (10ª) de rubro: “INTERESES MORATORIOS EN UN TÍTULO DE 
CRÉDITO. EL ARTÍCULO 174 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO, QUE PERMITE SU PACTO 
IRRESTRICTO TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO DE 
PROHIBICIÓN LEGAL DE LA USURA ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 21, NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS.”, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto 
de 2012, página 1735, con número de registro 20001361. El Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 369/2012, que originó la tesis aislada  I.7o.C. 
21 C (10a.), de rubro: “USURA Y CUALQUIER OTRA FORMA DE 
EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR EL HOMBRE. EL ARTÍCULO 174 
DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 
SE CONTRAPONE CON LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 1o. 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS Y 21 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 3, septiembre 
de 2012, página 2091, con número de registro 20001810. El Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 144/2013, en el que esencialmente sostuvo 
que en el sistema jurídico al que pertenece el artículo 174 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, existe una limitante a la 
libertad contractual en lo referente al pacto de intereses que se puede 
establecer en un título de crédito, de tal suerte que, la sola circunstancia 
de que en el mencionado precepto no se haya establecido literalmente 
cuáles son los parámetros que deben tenerse en cuenta para pactar los 
intereses, no conlleva por sí sola la inconstitucionalidad del precepto y 
de la misma manera, tampoco sería procedente que en un aparente 
control de convencionalidad ex oficio, se deje de aplicar dicho precepto. 
 
Nota: La presente tesis abandona el criterio sostenido en la 
jurisprudencia 1a./J. 132/2012 (10a.) y en la tesis aislada 1a. 



 

CCLXIV/2012 (10a.), de rubros: “INTERÉS USURARIO EN MATERIA 
MERCANTIL. CUÁNDO DEBE CONSIDERARSE QUE EXISTE Y EN 
QUÉ MOMENTO PROCESAL DEBE ESTUDIARSE.” e “INTERESES 
USURARIOS EN EL PAGARÉ. SUS CONSECUENCIAS.”, que 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, páginas 
714 y 826, respectivamente. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de mayo de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintidós de mayo de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 47/2014 (10a.) 
 
 

PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE 
INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA 
PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE. El párrafo 
segundo del citado precepto permite una interpretación conforme con la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al prever que 
en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se pactarán 
por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal; 
pues ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la 
permisión de acordar intereses no es ilimitada, sino que tiene como 
límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo 
sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un 
préstamo. Así, el juzgador que resuelve la litis sobre el reclamo de 
intereses pactados en un pagaré, para determinar la condena 
conducente (en su caso), debe aplicar de oficio el referido artículo 174, 
acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a 
la luz de las condiciones particulares y los elementos de convicción con 
que se cuente en cada caso, para que dicho numeral no pueda servir 
de fundamento para dictar una condena al pago de intereses usurarios, 
por lo que si el juzgador adquiere convicción de oficio de que el pacto 
de intereses es notoriamente usurario acorde con las circunstancias 
particulares del caso y las constancias de actuaciones, entonces debe 
proceder, también de oficio, a inhibir esa condición usuraria 
apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena 
respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para 
que no resulte excesiva, mediante la apreciación razonada, fundada y 
motivada, y con base en las circunstancias particulares del caso y de 
las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista al 
momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar que constituyen 
parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente 
excesivo de una tasa de interés –si de las constancias de actuaciones 
se aprecian los elementos de convicción respectivos– los siguientes: a) 
el tipo de relación existente entre las partes; b) la calidad de los sujetos 
que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del 
acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) 
el monto del crédito; e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías 
para el pago del crédito; g) las tasas de interés de las instituciones 
bancarias para operaciones similares a las que se analizan, cuya 
apreciación únicamente constituye un parámetro de referencia; h) la 
variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del 
adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que 
generen convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que 
tales circunstancias puede apreciarlas el juzgador (solamente si de las 
constancias de actuaciones obra válidamente prueba de ellos) para 
aumentar o disminuir lo estricto de la calificación de una tasa como 
notoriamente excesiva; análisis que, además, debe complementarse 
con la evaluación del elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre 
la existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja 
del deudor en relación con el acreedor. 
 
Contradicción de tesis 350/2013. Entre las sustentadas por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Séptimo 



 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito. 19 de febrero de 2014. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo 
Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 193/2012, que dio origen a la tesis aislada XXX.1o.2 
C (10ª) de rubro: “INTERESES MORATORIOS EN UN TÍTULO DE 
CRÉDITO. EL ARTÍCULO 174 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO, QUE PERMITE SU PACTO 
IRRESTRICTO TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO DE 
PROHIBICIÓN LEGAL DE LA USURA ESTABLECIDO EN EL 
ARTÍCULO 21, NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 
SOBRE DERECHOS HUMANOS.”, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto 
de 2012, página 1735, con número de registro 20001361. El Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 369/2012, que originó la tesis aislada  I.7o.C. 
21 C (10a.), de rubro: “USURA Y CUALQUIER OTRA FORMA DE 
EXPLOTACIÓN DEL HOMBRE POR EL HOMBRE. EL ARTÍCULO 174 
DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO 
SE CONTRAPONE CON LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 1o. 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS Y 21 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 3, septiembre 
de 2012, página 2091, con número de registro 20001810. El Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 144/2013, en el que esencialmente sostuvo 
que en el sistema jurídico al que pertenece el artículo 174 de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, existe una limitante a la 
libertad contractual en lo referente al pacto de intereses que se puede 
establecer en un título de crédito, de tal suerte que, la sola circunstancia 
de que en el mencionado precepto no se haya establecido literalmente 
cuáles son los parámetros que deben tenerse en cuenta para pactar los 
intereses, no conlleva por sí sola la inconstitucionalidad del precepto y 
de la misma manera, tampoco sería procedente que en un aparente 
control de convencionalidad ex oficio, se deje de aplicar dicho precepto. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de mayo de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintidós de mayo de dos 
mil catorce. Doy fe. 
MSN/lgm. 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 48/2014 (10a.) 
        
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SU PROCEDENCIA 
(INTERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 26/2009). De la 
interpretación de dicha jurisprudencia sostenida por el Tribunal en Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIX, mayo de 2009, página 6,  de rubro: ―REVISIÓN EN AMPARO 
DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE 
REALIZAR EL ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DE 
CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA POR 
CALIFICAR DE INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL 
CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO.‖, deriva que para determinar 
si procede el recurso de revisión en amparo directo es necesario 
analizar si la inoperancia declarada por el tribunal colegiado de circuito 
fue correcta, para lo cual el agravio expresado debe estar encaminado 
a desvirtuar tal situación. Por tanto, no basta que en la sentencia 
impugnada se haya declarado inoperante, insuficiente o inatendible 
determinado concepto de violación para que proceda el citado recurso, 
sino que es menester esgrimir argumentos tendentes a desvirtuar dicha 
declaratoria, pues en caso contrario dicho agravio es inoperante y, por 
ende, debe desecharse el recurso intentado.  
 
Amparo directo en revisión 2776/2011. **********. 8 de febrero de 
2012. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 
Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza 
Ponce. 
 
Amparo directo en revisión 625/2013. **********. 3 de julio de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Amparo directo en revisión 1595/2013. **********. 10 de julio de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 3138/2013. **********. 30 de octubre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 2835/2013. **********. 13 de noviembre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiocho de mayo 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintinueve de mayo 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 49/2014 (10a.) 
 
 

AMPARO ADHESIVO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA CUANDO 
ES PROMOVIDO CON LA FINALIDAD DE OFRECER ARGUMENTOS 
ENCAMINADOS A QUE SUBSISTA EL ACTO RECLAMADO EN SUS 
TÉRMINOS PERO EL JUICIO DE AMPARO PRINCIPAL NO 
PROSPERE POR CUESTIONES PROCESALES O POR 
DESESTIMARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. Del artículo 182 
de la Ley de Amparo se advierte, entre otras hipótesis, que el amparo 
adhesivo podrá promoverlo quien obtuvo sentencia favorable en sede 
ordinaria para que, ante el juicio de amparo promovido por su 
contraparte, exprese los agravios tendientes a mejorar la resolución 
judicial con el propósito de que el acto reclamado subsista en sus 
términos y adquiera mayor fuerza persuasiva. Así, dicha pretensión es 
accesoria del juicio de amparo directo principal y, por tanto, de no 
prosperar éste, sea por cuestiones procesales o por desestimarse los 
conceptos de violación, el quejoso adherente ve colmada su pretensión, 
consistente en la subsistencia del acto reclamado y, consecuentemente, 
el amparo adhesivo debe declararse sin materia. 
  
Contradicción de tesis 32/2014. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 28 de mayo de 2014. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito al resolver los juicios de amparo directo 
522/2013, 450/2013, 551/2013, 715/2013  y 808/2013, que dieron 
origen a la tesis XI.1o.A.T. J/4 (10ª), de rubro "AMPARO ADHESIVO, 
DEBE SOBRESEERSE POR DEJAR DE EXISTIR AFECTACIÓN SI EN 
EL JUICIO PRINCIPAL SE NEGÓ LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL AL DESESTIMARSE LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN POR INFUNDADOS O INOPERANTES.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
5, abril de 2014, Tomo II, página 1237, con número de registro 
2006191; y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 254/2013 que dio origen a la tesis 
aislada número XXVII.1o.2 k (10a.), de rubro "AMPARO ADHESIVO. 
DADA SU NATURALEZA, SIGUE LA SUERTE DEL AMPARO 
PRINCIPAL, POR LO QUE SI SE NIEGA LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL EN ÉSTE, AQUÉL DEBE DECLARARSE SIN 
MATERIA.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 2, Tomo IV, enero de 2014, página 
2947, con número de registro 2005271. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cuatro de junio de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, cinco de junio de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 50/2014 (10a.) 
 

AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA 
LEY DE AMPARO. NO ESTÁ FACULTADO PARA DESAHOGAR 
PREVENCIONES EN LAS CUALES DEBAN MANIFESTARSE, 
“BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD”, ANTECEDENTES DEL 
ACTO RECLAMADO QUE SE OMITIERON AL PRESENTARSE LA 
DEMANDA RELATIVA. El artículo 108, fracción V, de la Ley de 
Amparo establece que la demanda deberá formularse por escrito, en la 
que bajo protesta de decir verdad exprese cuáles son los hechos o las 
abstenciones que constituyan los antecedentes del acto reclamado, o 
que sirvan de fundamento a los conceptos de violación, lo que implica 
que la satisfacción de este requisito formal debe realizarse 
forzosamente por quien promueve la demanda. Lo anterior es así, en 
virtud de que la acción de amparo constituye un derecho subjetivo 
procesal para promover y mantener un juicio ante un órgano 
jurisdiccional, el cual se rige por el principio de instancia de parte 
agraviada, pues es el titular de la acción en quien recae el perjuicio que 
ocasiona el acto reclamado y le constan los hechos ocurridos y 
narrados; además, estos elementos generan certeza en el juzgador 
para desplegar todas sus facultades relativas al juicio de amparo 
indirecto. Consecuentemente, el autorizado en los términos amplios a 
que se refiere el artículo 12 de la citada ley, no está facultado para 
desahogar la prevención relativa a que se manifieste un antecedente 
―bajo protesta de decir verdad‖ que se omitió en la presentación de la 
demanda, pues al constituir un acto de carácter personalísimo que sólo 
puede realizar quien la promovió, no puede quedar comprendido dentro 
de los necesarios para la ―defensa de los derechos del autorizante‖, ya 
que ello se traduciría en que el autorizado hiciera suyos hechos que no 
le constan y que ocurrieron con anterioridad a dicha presentación; 
además de que los derechos y las obligaciones procesales que conlleva 
su autorización no pueden equipararse a un mandato judicial y sus 
facultades procesales se otorgan a partir de esa presentación y no 
antes. 
 
Contradicción de tesis 61/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo Circuito y el 
Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
28 de mayo de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Ricardo Antonio Silva Díaz.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 27/2013 que dio origen a la tesis 
aislada número VIII. A.C. 10 K (10a.) de rubro "ABOGADO 
AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE 
AMPARO. ESTÁ FACULTADO PARA SUSCRIBIR EL ESCRITO 
ACLARATORIO DE DEMANDA, INCLUSO SI DEBE HACER 
MANIFESTACIONES BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 



 

Décima Época, Libro XXVI, noviembre de 2013, Tomo 2, página 977,  
con número de registro 2004821; y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el recurso de 
queja 166/2013, en el que esencialmente sostuvo que sí resulta 
aplicable la tesis de jurisprudencia 2a./J.88/2006 sustentada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIV, julio de 2006, página 348, registro 174745, de rubro: 
“DEMANDA DE AMPARO. LA MANIFESTACIÓN "BAJO PROTESTA 
DE DECIR VERDAD" REQUERIDA EN LA FRACCIÓN IV DEL 
ARTÍCULO 116 DE LA LEY DE AMPARO, CONSTITUYE UN ACTO DE 
CARÁCTER PERSONALÍSIMO QUE SÓLO PUEDE REALIZAR QUIEN 
PROMUEVA LA DEMANDA.”, en virtud de que la razón toral por la que 
gravitó aquélla, consistió en que tal autorizado no se encontraba 
facultado para desahogar la prevención de aclarar bajo protesta de 
decir verdad la demanda de amparo, ya que se trataba de un acto 
personalísimo de quien promovió la demanda de amparo, pues el acto 
de autorización surtía efectos a partir de la fecha en que se había 
presentado la demanda de amparo y no antes, en que acontecieron los 
hechos que dieron origen al acto reclamado. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cuatro de junio de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, cinco de junio de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 51/2014 (10a.) 
         
 

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN DE 
SEGUNDA INSTANCIA QUE ORDENA DE OFICIO LA REPOSICIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO PENAL PARA EL DESAHOGO DE UNA 
PRUEBA PERICIAL (LEY DE AMPARO EN VIGOR HASTA EL 2 DE 
ABRIL DE 2013). La reposición del procedimiento penal ordenada de 
oficio por el tribunal de alzada para el desahogo o perfeccionamiento de 
una prueba pericial es impugnable a través del juicio de amparo 
indirecto, en términos del artículo 107, fracción III, inciso b), de la 
Constitución General y del artículo 114, fracción IV, de la Ley de 
Amparo en vigor hasta el 2 de abril de 2013, por tratarse de un acto en 
el juicio que tiene una ejecución de imposible reparación, al afectar 
substancialmente el desarrollo del proceso e incidir en la fijación 
definitiva de la litis sobre la cual habrá de pronunciarse el juez en la 
sentencia. Lo anterior es así, porque el proceso penal reviste 
particularidades que lo distinguen del resto de los juicios previstos en el 
orden jurídico nacional. El procesado se enfrenta, por lo menos, a un 
órgano técnico de acusación, como lo es el Ministerio Público, 
encargado de demostrar la comisión del delito y la responsabilidad del 
imputado, por lo que de manera correlativa debe adoptar una actitud 
procesal tendente a preservar su libertad personal. Durante la 
instrucción, las partes se ocupan de ofrecer las pruebas de cargo y 
descargo correspondientes y es en la etapa de conclusiones, cuando el 
Ministerio Público fija de manera definitiva los términos de la acusación, 
con base en el material probatorio que obra en autos, con la facultad, 
inclusive, de cambiar la clasificación del delito por el cual se dictó el 
auto de formal prisión o de sujeción a proceso, siempre que no altere 
los hechos. Por su parte, el juez debe circunscribirse a la citada 
acusación ministerial al momento de dictar sentencia. De este modo, las 
conclusiones acusatorias influyen también en la defensa, ya que el 
procesado deberá darles contestación y formular sus respectivas 
conclusiones para sostener su inculpabilidad. Por tanto, al ordenarse de 
oficio la reposición del procedimiento, la Sala de apelación, de manera 
implícita, otorga al citado órgano técnico una nueva oportunidad para 
replantear la acusación, subsanar cualquier posible error cometido en el 
primer juicio y, con ello, agravar la situación del procesado, quien 
deberá sujetarse a un nuevo juicio en el que deberá reasumir su 
posición de defensa, tanto al intervenir en el desahogo o 
perfeccionamiento de una prueba pericial sobre cuyas formalidades no 
planteó agravio alguno, como al momento de replantear sus 
conclusiones absolutorias, quedando a expensas del resultado de la 
valoración judicial del nuevo material probatorio, la cual puede incidir de 
manera negativa en la decisión de fondo. Todo lo anterior hace 
necesaria la intervención inmediata del órgano de control constitucional, 
para verificar si la manera de proceder del tribunal de apelación se 
encuentra justificada conforme a derecho, o bien, si es innecesaria la 
reposición y debe dictarse de inmediato la sentencia definitiva, con lo 
cual se respeta el derecho fundamental de resolver el proceso de 
manera pronta y expedita, en términos del artículo 17 de la Norma 
Fundamental. 
  
Contradicción de tesis 311/2013. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, en apoyo 
del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 



 

Décimo Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito. 7 de febrero de 2014. Mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 47/2013 
(cuaderno auxiliar 368/2013), en el cual sostuvo que en el 
procedimiento penal la reposición del mismo, para celebrar una junta de 
peritos y, en su caso, nombrar perito tercero en discordia, cuando el 
sentenciado se encuentra en libertad provisional bajo caución, tiene 
ejecución de imposible reparación, y por ende, contra tal determinación 
es procedente el juicio de garantías en la vía indirecta; y el criterio 
emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 233/2010, en el cual sostuvo 
que la determinación de la juez de distrito al ordenar la reposición del 
procedimiento a partir de que se declaró cerrada la instrucción en la 
causa, para que el juez instructor llevara a cabo el desahogo de una 
prueba pericial en materia de medicina, ofrecida por la parte quejosa, 
no afectó de manera cierta e inmediata algún derecho sustantivo 
consagrado por las garantías individuales, sino sólo produce efectos 
intraprocesales, dado que tal determinación tiene como finalidad que se 
agoten los medios al alcance del juzgador, para que se desahogue la 
prueba pericial, y luego de ello se continúe con el procedimiento hasta 
dictar la sentencia respectiva. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de junio de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, doce de junio de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 52/2014 (10ª). 
 
GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. EL 
ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL 
ESTADO DE MÉXICO, INTERPRETADO A LA LUZ DEL INTERÉS 
SUPERIOR DE LOS MENORES Y DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
PREVISTOS EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, ES CONSTITUCIONAL. El artículo 4.228 del 
Código Civil del Estado de México, establece que: "Cuando sólo uno de 
los que ejercen la patria potestad deba hacerse cargo provisional o 
definitivamente de la guarda y custodia de un menor, se aplicarán las 
siguientes disposiciones: I. Los que ejerzan la patria potestad 
convendrán quién de ellos se hará cargo de la guarda y custodia del 
menor. II. Si no llegan a ningún acuerdo: a) Los menores de diez años 
quedarán al cuidado de la madre, salvo que sea perjudicial para el 
menor.". A juicio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, esta porción normativa resulta constitucional, siempre y 
cuando se interprete a la luz del interés superior de los menores y del 
principio de igualdad. En primer término, es necesario señalar que al 
momento de decidir la forma de atribución a los progenitores de la 
guarda y custodia, hay que tener en cuenta que la regulación de 
cuantos deberes y facultades configuran  la  patria  potestad,  siempre 
está pensada y orientada en beneficio de los hijos, finalidad que es 
común para el conjunto de las relaciones paterno-filiales y, cabría 
agregar, este criterio proteccionista debe reflejarse también en las 
medidas judiciales que han de adoptarse en relación con el cuidado y 
educación de los hijos. En esta lógica, el legislador puede optar por 
otorgar preferencia a la madre en el momento de atribuir la guarda y 
custodia de un menor; sin embargo, este tipo de normas no deben ser 
interpretadas en clave de un estereotipo en el que la mujer resulta, per 
se, la persona más preparada para tal tarea. Es innegable que en los 
primeros meses y años de vida, las previsiones de la naturaleza 
conllevan una identificación total del hijo con la madre. Y no sólo nos 
referimos a las necesidades biológicas del menor en cuanto a la 
alimentación a través de la leche materna, sino, y como lo han 
desarrollado diversos especialistas en la materia a nivel internacional, el 
protagonismo de las madres en la conformación de la personalidad de 
sus hijos durante la primera etapa de su vida resulta determinante en el 
desarrollo de su conducta hacia el futuro. En esta lógica, la 
determinación de la guarda y custodia a favor de la mujer está basada 
en la preservación del interés superior del menor, el cual, como ya 
señalamos, resulta el criterio proteccionista al que se debe acudir. Esta 
idea, además, responde a un compromiso internacional del Estado 
mexicano contenido en el artículo 16 del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana de Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Ahora bien, como también señalan 
los expertos, pasado cierto periodo de tiempo, se opera un progresivo 
proceso de individuación del niño a través de la necesaria e insustituible 
presencia de ambos progenitores. El menor necesita tanto de su madre 
como de su padre, aunque de modo diferente, en función de la edad; 
ambos progenitores deben hacer posible y propiciar la presencia 
efectiva de esas funciones simbólicas en el proceso de maduración 
personal de los hijos. 
 
Amparo directo en revisión 1573/2011. 7 de marzo de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 



 

Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló 
voto concurrente y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 348/2012. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 918/2013. 12 de junio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 1697/2013. 21 de agosto de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 2618/2013. 23 de octubre de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 
Olguín y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  once de junio de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, doce de junio de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 

 

 

 

 



 

        TESIS JURISPRUDENCIAL 53/2014 (10ª). 
 
GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. LA DECISIÓN 
JUDICIAL RELATIVA A SU OTORGAMIENTO DEBERÁ ATENDER A 
AQUEL ESCENARIO QUE RESULTE MÁS BENÉFICO PARA EL 
MENOR (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN II, 
INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO). Como ya 
lo ha establecido esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, no existe en nuestro ordenamiento jurídico una suerte de 
presunción de idoneidad absoluta que juegue a favor de alguno de los 
progenitores pues, en principio, tanto el padre como la madre están 
igualmente capacitados para atender de modo conveniente a los hijos. 
Así las cosas, el intérprete, al momento de aplicar el inciso a), de la 
fracción II, del artículo 4.228 del Código Civil del Estado de México, que 
dispone que si no se llega a ningún acuerdo respecto a la guarda y 
custodia, "los menores de diez años quedarán al cuidado de la madre, 
salvo que sea perjudicial para el menor", deberá atender, en todo 
momento, al interés superior del menor. Lo anterior significa que la 
decisión judicial al respecto no sólo deberá atender a aquel escenario 
que resulte menos perjudicial para el menor, sino, por el contrario, 
deberá buscar una solución estable, justa y equitativa que resulte lo 
más benéfica para éste. La dificultad estriba en determinar y delimitar el 
contenido del interés superior del menor, ya que no puede ser 
establecido con carácter general y de forma abstracta; la dinámica de 
las relaciones familiares es extraordinariamente compleja y variada y es 
dicha dinámica, así como las consecuencias y efectos que la ruptura 
haya ocasionado en los integrantes de la familia, la que determinará 
cuál es el sistema de custodia más beneficioso para los menores. Así 
las cosas, el juez habrá de valorar las especiales circunstancias que 
concurran en cada progenitor y determinar cuál es el ambiente más 
propicio para el desarrollo integral de la personalidad del menor, lo cual 
se puede dar con ambos progenitores o con uno solo de ellos, ya sea la 
madre o el padre. En conclusión, la tutela del interés preferente de los 
hijos exige, siempre y en cualquier caso, que se otorgue la guarda y 
custodia en aquella forma (exclusiva o compartida, a favor del padre o 
de la madre), que se revele como la más benéfica para el menor. 
 
Amparo directo en revisión 1573/2011. 7 de marzo de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló 
voto concurrente y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 348/2012. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular 
voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 918/2013. 12 de junio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 



 

Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 1697/2013. 21 de agosto de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 2618/2013. 23 de octubre de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 
Olguín y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  once de junio de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, doce de junio de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 54/2014 (10ª). 
 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE DE 
TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE 
DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS 
POSIBLES DESTINATARIOS. El artículo 14, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, consagra el derecho fundamental de 
exacta aplicación de la ley en materia penal al establecer que en los 
juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía 
y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por 
una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. Este derecho 
fundamental no se limita a ordenar a la autoridad jurisdiccional que se 
abstenga de interpretar por simple analogía o mayoría de razón, sino 
que es extensivo al creador de la norma. En ese orden, al legislador le 
es exigible la emisión de normas claras, precisas y exactas respecto de 
la conducta reprochable, así como de la consecuencia jurídica por la 
comisión de un ilícito; esta descripción no es otra cosa que el tipo penal, 
el cual debe estar claramente formulado. Para determinar la tipicidad de 
una conducta, el intérprete debe tener en cuenta, como derivación del 
principio de legalidad, al de taxatividad o exigencia de un contenido 
concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley. Es decir, la 
descripción típica no debe ser de tal manera vaga, imprecisa, abierta o 
amplia, al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación. Así, el 
mandato de taxatividad supone la exigencia de que el grado de 
determinación de la conducta típica sea tal, que lo que es objeto de 
prohibición pueda ser conocido por el destinatario de la norma. Sin 
embargo, lo anterior no implica que para salvaguardar el principio de 
exacta aplicación de la pena, el legislador deba definir cada vocablo o 
locución utilizada al redactar algún tipo penal, toda vez que ello tornaría 
imposible la función legislativa. Asimismo, a juicio de esta Primera Sala, 
es necesario señalar que en la aplicación del principio de taxatividad es 
imprescindible atender al contexto en el cual se desenvuelven las 
normas, así como sus posibles destinatarios. Es decir, la legislación 
debe ser precisa para quienes potencialmente pueden verse sujetos a 
ella. En este sentido, es posible que los tipos penales contengan 
conceptos jurídicos indeterminados, términos técnicos o vocablos 
propios de un sector o profesión, siempre y cuando los destinatarios de 
la norma tengan un conocimiento específico de las pautas de conducta 
que, por estimarse ilegítimas, se hallan prohibidas por el ordenamiento. 
El principio de taxatividad no exige que en una sociedad compleja, 
plural y altamente especializada como la de hoy en día, los tipos 
penales se configuren de tal manera que todos los gobernados tengan 
una comprensión absoluta de los mismos, específicamente tratándose 
de aquellos respecto de los cuales no pueden ser sujetos activos, ya 
que están dirigidos a cierto sector cuyas pautas de conducta son muy 
específicas, como ocurre con los tipos penales dirigidos a los miembros 
de las Fuerzas Armadas. 
 
Amparo en revisión 448/2010. 13 de julio de 2011. Unanimidad de 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; respecto de los 
resolutivos primero, tercero, cuarto y quinto. Mayoría de cuatro votos 
por lo que hace al segundo resolutivo. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 



 

 
Amparo directo en revisión 3032/2011. 9 de mayo de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés 
Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 3738/2012. 20 de febrero de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 

 
Amparo directo en revisión 24/2013. 17 de abril de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente; 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Beatriz J. Jaimes Ramos. 
 
Amparo directo en revisión 583/2013. 11 de septiembre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  dieciocho de junio 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, diecinueve de junio de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 55/2014 (10a.) 
 
 

PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA. NO ES OBSTÁCULO PARA SU 
ADMISIÓN EN UN JUICIO DE INVESTIGACIÓN DE PATERNIDAD 
QUE OBRE EN EL ACTA DE NACIMIENTO DEL ACTOR EL 
REGISTRO DE UN PADRE LEGAL (LEGISLACIONES CIVILES DE 
SINALOA Y EL ESTADO DE MÉXICO). La acción de investigación de 
paternidad constituye una de las vías para hacer valer el derecho 
humano de los menores a la identidad, de indudable rango 
constitucional derivado del artículo 4° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y de los artículos 7° y 8° de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. Ahora bien, cuando en un juicio se ejerce 
esta acción en representación de un menor, no es obstáculo para la 
admisión de la prueba pericial en materia genética que en el acta de 
nacimiento del niño o niña obre el registro de un padre legal. Lo anterior 
es así ya que, si lo que se pretende es proteger la estabilidad de las 
relaciones familiares y la salud mental del menor, la mera admisión de 
la prueba pericial en genética no afectará por sí sola tales intereses, ya 
que el juez, de estimarlo conveniente, puede ordenar no dar a conocer 
los resultados de dicha prueba al menor, si determina que ello es mejor 
para el niño o niña. Por otro lado, si lo que se pretende evitar es la 
acumulación de estados de familia incompatibles entre sí, la mera 
admisión de la prueba pericial en genética no variará por sí sola el 
estado filiatorio del menor, por lo que el impedimento no resulta idóneo 
para lograr dicho fin. En efecto, tanto el establecimiento de la verdad 
biológica como el cambio de la filiación legal dependerán, en su caso, 
de otros factores —como son la integración de la litis, el resto del 
caudal probatorio aportado al juicio, y de forma preeminente, el interés 
superior del menor— los que deberán ser valorados por el juez 
atendiendo a las circunstancias específicas del asunto al momento de 
dictar la sentencia definitiva. Una conclusión contraria respecto de la 
admisión de la prueba pericial en materia genética en el juicio de 
investigación de paternidad afectaría de manera desmedida el derecho 
a probar del actor al prohibir la admisión del medio de convicción que 
resulta idóneo para acreditar su pretensión y haría nugatorio el derecho 
a la identidad de los infantes. 
  
Contradicción de tesis 430/2013. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Segundo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de mayo de 2014. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, (quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente), en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 186/2013, el cual dio origen a la tesis 
aislada XII.2o.1 C (10ª) , de rubro: "PRUEBA PERICIAL EN GENÉTICA. 
DEBE ADMITIRSE CUANDO SE OFRECE EN UN JUICIO DE 



 

RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD, AUNQUE ÉSTE SE 
ENCUENTRE DESCRITO EN EL ACTA DE NACIMIENTO DEL 
MENOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SINALOA).”, publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 2, Enero de 2014, Tomo IV, Página 3147;  y el criterio emitido por 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 222/2012, el cual dio origen a la tesis 
aislada número II.2o.C.8 C (10a), de rubro: "PRUEBA PERICIAL EN 
GENÉTICA. NO DEBE ADMITIRSE LA OFRECIDA POR LA ACTORA 
EN UN JUICIO DE RECONOCIMIENTO DE PATERNIDAD, CUANDO 
LA PERSONA EN FAVOR DE QUIEN SE PRETENDE OBTENER TAL 
RECONOCIMIENTO, CUENTA CON UN ACTA EN LA CUAL CONSTE 
EL REGISTRO RELATIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO)", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro  XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 
2122, con número de registro 2002612. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de junio 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiséis de junio de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 56/2014 (10a.) 
 

DEFRAUDACIÓN FISCAL. LA ACTUALIZACIÓN DE LAS 
CANTIDADES RELATIVAS AL MONTO DEL PERJUICIO A LA 
HACIENDA PÚBLICA SEÑALADAS EN LAS FRACCIONES I A III 
DEL ARTÍCULO 108 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, DE 
CONFORMIDAD CON EL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN EL 
PRECEPTO 17-A –RESOLUCIÓN DE MISCELÁNEA FISCAL- NO SE 
TRADUCE EN UNA REFORMA A LA NORMA PENAL QUE PERMITA 
LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD PARA LA 
OBTENCIÓN DE LA SUSTITUCIÓN Y CONMUTACIÓN DE 
SANCIONES O CUALQUIER OTRO BENEFICIO PREVISTO EN LA 
LEY. El artículo 17-A del Código Fiscal de la Federación establece un 
procedimiento de actualización de las cantidades en moneda nacional 
referentes a las contribuciones, los aprovechamientos y las 
devoluciones a cargo del fisco federal, que realiza el Servicio de 
Administración Tributaria tomando en consideración la inflación entre 
otros factores; actualización que se publica en el Diario Oficial de la 
Federación a través del anexo de la Resolución Miscelánea Fiscal 
correspondiente y que en forma periódica incide en el contenido de las 
fracciones I a III del numeral 108 del citado código que permiten 
determinar el monto del perjuicio ocasionado al fisco y, con base en lo 
anterior, fijar la pena de prisión a imponer dentro de un mínimo y un 
máximo. Ahora bien, es cierto que en términos del artículo 14 
constitucional, a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de 
persona alguna, de lo que se deduce que excepcionalmente sí puede 
tener ese efecto en su beneficio, sin embargo, respecto de las 
cantidades referidas, no es aplicable el principio de retroactividad antes 
mencionado a favor del sentenciado, porque la citada actualización 
deriva de una miscelánea fiscal que no es una norma legislativa o 
reglamentaria, sino que sus disposiciones son administrativas que una 
específica autoridad hacendaria puede emitir, esto es, en sentido formal 
no se trata de una ley aunado a que debe tenerse presente que el 
numeral 92, último párrafo, del Código Fiscal de la Federación, dispone 
que la fijación de la pena de prisión que corresponde a los delitos 
fiscales, de acuerdo con los límites del monto de las cantidades que 
constituyan el perjuicio, será conforme al establecido cuando se efectúe 
la conducta ilícita de que se trate; en ese tenor, para la referida 
actualización no opera el mencionado principio, porque el delito se 
consuma desde el momento en que se realiza la descripción típica, en 
consecuencia, para establecer el quantum de la pena para la obtención 
de los beneficios de la sustitución y conmutación de sanciones o 
cualquier otro previsto en la ley, debe estarse a la norma vigente al 
momento de la consumación del hecho delictivo. 
 
Contradicción de tesis 5/2013. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 22 de 
enero de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría 
de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en 
cuanto al fondo. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quienes reservaron su derecho para formular voto de 
minoría. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jesús Rojas 
Ibáñez. 



 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
Tesis de rubro: “DEFRAUDACIÓN FISCAL. LA ACTUALIZACIÓN DE 
LAS CANTIDADES SEÑALADAS EN LAS FRACCIONES DEL 
ARTÍCULO 108 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
CONFORME AL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN SU DIVERSO 
PRECEPTO 17-A, CONSTITUYE UNA MODIFICACIÓN A AQUELLA 
DISPOSICIÓN LEGAL, QUE ES APLICABLE RETROACTIVAMENTE 
EN BENEFICIO, PARA LA ADECUACIÓN DE LAS PENAS, EN 
RESPETO AL DERECHO HUMANO DE RETROACTIVIDAD DE LA 
LEY EN BENEFICIO.”, aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito, y pendiente de publicar, y tesis 
XIV.P.A.19 P, de rubro: “DEFRAUDACIÓN FISCAL. LA 
ACTUALIZACIÓN DE LAS CANTIDADES A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 17-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO 
CONSTITUYE UNA REFORMA A LA NORMA PENAL NI LA ENTRADA 
EN VIGOR DE UNA NUEVA LEY, POR LO QUE ES IMPROCEDENTE 
SU APLICACIÓN RETROACTIVA PARA OBTENER LA SUSTITUCIÓN 
Y CONMUTACIÓN DE SANCIONES O CUALQUIER OTRO 
BENEFICIO.”, aprobada por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, 
enero de 2011, página 3176. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha nueve de julio de dos 
mil catorce. México, Distrito Federal, diez de julio de dos mil 
catorce. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 57/2014 (10a.) 
 

PENSIÓN ALIMENTICIA. EL JUEZ DEBE RECABAR 
OFICIOSAMENTE LAS PRUEBAS QUE LE PERMITAN CONOCER 
LAS POSIBILIDADES DEL DEUDOR Y LAS NECESIDADES DEL 
ACREEDOR (LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y 
VERACRUZ). En el ejercicio de sus funciones, todo juzgador tiene la 
potestad legal de allegarse, oficiosamente, de los elementos de 
convicción que estime necesarios para conocer la verdad sobre los 
puntos litigiosos que deberá dirimir en la sentencia. Lo anterior adquiere 
relevancia en materia familiar cuando están involucrados intereses de 
menores, donde la facultad se convierte en obligación, pues es evidente 
la intención del legislador de propiciar una mayor protección para 
aquéllos. Entonces, para estar en condiciones de cuantificar el monto 
de la pensión, con base en los principios de proporcionalidad y equidad 
que rigen la materia alimentaria, el juzgador está obligado a allegarse 
de los elementos probatorios que acrediten las posibilidades del deudor 
y las necesidades del acreedor, atendiendo a sus circunstancias 
particulares. Además, esa obligación coadyuva a solucionar un 
problema práctico que se presenta con frecuencia en las controversias 
del orden familiar, que consiste en la imposibilidad que tiene la parte 
actora (acreedores alimentarios), para demostrar los ingresos del 
demandado (deudor alimentario) y la renuencia de este último a aportar 
los elementos necesarios para demostrar sus ingresos. 
 
Contradicción de tesis 423/2012. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 2 de julio de 2014. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia: Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en cuanto al fondo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 2850/1989, que dio origen a la tesis 
aislada cuyo rubro es: "ALIMENTOS. CUANTIFICACIÓN EN 
EJECUCIÓN DE SENTENCIA", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación, Octava Época, Tomo IV, Segunda Parte-1, Julio-
Diciembre de 1989, página 65, con número de registro 226644; y el 
criterio del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver los juicios de amparo directo 99/2009 y 671/2009, 
que originaron la tesis aislada VII.2o.C.121 C, cuyo rubro es: 
"ALIMENTOS. CUANDO EN AUTOS NO CONSTA MEDIO DE 
CONVICCIÓN QUE ACREDITE EL INGRESO REAL DEL DEUDOR 
ALIMENTISTA, EL JUZGADOR DEBE RECABAR DE OFICIO LAS 
PRUEBAS QUE LE PERMITAN FIJARLOS OBJETIVAMENTE 
ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y CON 
BASE EN UN SALARIO MÍNIMO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, Agosto de 2010, Página 2203, 
con número de registro 164179. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de agosto de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 58/2014 (10a.) 
 

PENSIÓN ALIMENTICIA. LOS MEDIOS PROBATORIOS PARA 
ACREDITAR LAS POSIBILIDADES DEL DEUDOR Y LAS 
NECESIDADES DEL ACREEDOR EN LOS JUICIOS RELATIVOS, 
DEBEN RECABARSE PREVIO AL DICTADO DE LA SENTENCIA 
(LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y VERACRUZ). Cuando 
en una sentencia se determina una obligación de pago pero no se fija la 
cantidad líquida que debe pagarse, para determinarla se actualiza la 
necesidad de tramitar un incidente de liquidación, que es un 
procedimiento contencioso que admite el ofrecimiento y valoración de 
pruebas, según lo ha determinado esta Primera Sala en la tesis de 
jurisprudencia 1ª./J.53/2011, de rubro: ―LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA. 
ES POSIBLE ADMITIR Y DESAHOGAR PRUEBAS EN EL INCIDENTE 
RESPECTIVO (LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE 
MÉXICO EN SU TEXTO ABROGADO Y VIGENTE); sin embargo, el 
procedimiento incidental no resulta adecuado para fijar el monto de las 
pensiones alimentarias, pues en los juicios de alimentos, la 
determinación de la cantidad líquida a pagar, junto con la procedencia 
de la obligación, constituyen la litis a resolver en el juicio principal, de 
modo que antes de la sentencia deberá el juzgador contar con los 
medios probatorios que acrediten las posibilidades del deudor y las 
necesidades del acreedor, atendiendo a las circunstancias particulares 
de cada uno. Además, la celeridad y la brevedad de los plazos que para 
los incidentes de liquidación prevén las codificaciones procesales del 
Distrito Federal y del Estado de Veracruz, haría prácticamente 
imposible para el juzgador, recabar, recibir y desahogar las pruebas 
necesarias para normar un criterio que atendiera a los parámetros de 
proporcionalidad y equidad que rigen la materia alimentaria. 
 
Contradicción de tesis 423/2012. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 2 de julio de 2014. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia: Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en cuanto al fondo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 2850/1989, que dio origen a la tesis 
aislada cuyo rubro es: "ALIMENTOS. CUANTIFICACIÓN EN 
EJECUCIÓN DE SENTENCIA", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación, Octava Época, Tomo IV, Segunda Parte-1, Julio-
Diciembre de 1989, página 65, con número de registro 226644; y el 
criterio del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito, al resolver los juicios de amparo directo 99/2009 y 671/2009, 
que originaron la tesis aislada VII.2o.C.121 C, cuyo rubro es: 
"ALIMENTOS. CUANDO EN AUTOS NO CONSTA MEDIO DE 
CONVICCIÓN QUE ACREDITE EL INGRESO REAL DEL DEUDOR 
ALIMENTISTA, EL JUZGADOR DEBE RECABAR DE OFICIO LAS 
PRUEBAS QUE LE PERMITAN FIJARLOS OBJETIVAMENTE 
ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y CON 



 

BASE EN UN SALARIO MÍNIMO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, Agosto de 2010, Página 2203, 
con número de registro 164179. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 53/2011 citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 806. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha trece de agosto de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, catorce de agosto de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 59/2014 (10a.) 
 

LESIONES Y VIOLENCIA FAMILIAR. AL SER DELITOS 
AUTÓNOMOS PUEDEN ACTUALIZARSE EN EL MISMO EVENTO, 
SIN QUE ELLO CONSTITUYA UN DOBLE REPROCHE O UNA 
RECALIFICACIÓN DE LA CONDUCTA (LEGISLACIÓN DE LOS 
ESTADOS DE PUEBLA, NUEVO LEÓN Y DEL DISTRITO FEDERAL). 
En las diversas clasificaciones de los delitos se encuentran los 
autónomos, que tienen existencia por sí solos y no requieren de otra 
conducta para su consumación. Ahora bien, por disposición expresa, el 
delito de violencia familiar previsto en los ordenamientos penales 
sustantivos del Distrito Federal y de los Estados de Nuevo León 
(vigente hasta el 27 de abril de 2004) y Puebla (vigente hasta el 10 de 
octubre de 2012), es autónomo del delito de lesiones, toda vez que de 
los preceptos que lo tipifican deriva que, además del delito de violencia 
familiar, puede producirse otro o, al referirse a las sanciones de éste, se 
establece que se aumentarán o se aplicarán independientemente a las 
que correspondan por cualquier otro delito. Además, atendiendo a los 
elementos de los delitos de violencia familiar y de lesiones se corrobora 
su autonomía, pues si bien es cierto que ambos tienen como elemento 
común el daño a la integridad física y psicológica, también lo es que los 
demás elementos son distintos, pues mientras en el de lesiones los 
sujetos activo y pasivo no son calificados, en el delito de violencia 
familiar sí, ya que deben ser miembros del grupo familiar; además, 
protegen bienes jurídicos distintos: el de lesiones la integridad personal 
y el de violencia familiar el derecho de los integrantes de la familia a 
vivir una vida libre de violencia; de ahí que se trate de dos delitos 
distintos con características propias y, por ende, autónomos, razón por 
la que pueden actualizarse en el mismo evento, sin que ello constituya 
un doble reproche o una recalificación de la conducta. 
 
Contradicción de tesis 84/2013. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 13 de agosto 
de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad 
de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto 
al fondo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 5/2002, que dio origen a la tesis aislada 
IV.2o .P.1 P, de rubro: “VIOLENCIA FAMILIAR Y LESIONES. 
AUTONOMÍA DE AMBOS TIPOS PENALES (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 287 BIS DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE NUEVO 
LEÓN).”, publicada en el Semanario  Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XV, mayo de 2002, página 1294, con 
número de registro 186825; el emitido por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 
170/2010, que dio origen a la tesis aislada VI.1o.P.275 P, de rubro: 
“VIOLENCIA FAMILIAR Y LESIONES. AL SER DELITOS 



 

AUTÓNOMOS NO DEBE SUBSUMIRSE EL SEGUNDO AL PRIMERO, 
PUES TRANSGREDEN DIVERSOS BIENES JURÍDICOS, COMO SON 
LA SEGURIDAD DE LA FAMILIA Y LA INTEGRIDAD PERSONAL, 
RESPECTIVAMENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, diciembre de 2010, página 1925, con 
número de registro 163246; y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 405/2012, en el 
que sostuvo que si el tribunal de apelación, para tener por demostrado 
el delito de lesiones agravadas, tomó en cuenta que el peticionario de 
garantías, el día y hora de los hechos, al encontrarse en la cocina de su 
domicilio, tomó un cuchillo y se lo clavó en el abdomen a la ofendida, 
causándole diversas lesiones que pusieron en peligro su vida, es 
evidente que resulta incorrecto que con tales hechos, se considere 
actualizado el diverso ilícito de violencia familiar en las hipótesis 
mencionadas, pues dicho actuar equivale a un doble reproche o una 
recalificación por un mismo evento calificado como legal, sin que pueda 
afirmarse legamente que se actualiza un concurso ideal, pues es obvio 
que en el caso, la misma conducta, consistente en que el quejoso 
agredió a su cónyuge de la manera expuesta, actualiza ambas 
hipótesis, es decir, no existen dos delitos, en otras palabras, esa sola 
conducta, no es configurativa de los que son materia de la condena, 
sino sólo del ilícito de lesiones agravadas, porque es claro que se causó 
alteración en la salud de la víctima, que puso en peligro su vida. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de agosto 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiocho de agosto 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 60/2014 (10a.) 

        
COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN CONFLICTO 
COMPETENCIAL ENTRE JUECES DE DISTRITO DE DISTINTA 
JURISDICCIÓN, DERIVADO DE UN PROCEDIMIENTO PENAL 
FEDERAL. SE SURTE A FAVOR DEL TRIBUNAL UNITARIO DE 
CIRCUITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN SOBRE EL ÓRGANO QUE 
PREVINO. De los artículos 37, fracción VI y 29, fracción V, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se advierte que los 
Tribunales Colegiados de Circuito son competentes para conocer de los 
conflictos competenciales suscitados en juicios de amparo entre 
Tribunales Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito; y que los 
Tribunales Unitarios de Circuito conocerán de las controversias 
suscitadas entre los Jueces de Distrito sujetos a su jurisdicción, excepto 
tratándose de juicios de amparo. Por tanto, en términos del referido 
artículo 29, fracción V, la competencia para conocer del conflicto 
competencial suscitado entre Jueces de Distrito derivado de un 
procedimiento penal federal, se surte a favor de un Tribunal Unitario de 
Circuito. En ese sentido, la competencia que establece el Punto Cuarto, 
fracción II, del Acuerdo General Plenario 5/2013, debe interpretarse de 
manera sistemática con los mencionados preceptos de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación. Ahora bien, esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 
68/2012 (10a.), determinó que la competencia para conocer de un 
conflicto competencial entre Jueces de Distrito de la misma jurisdicción, 
derivado de un procedimiento penal federal, se surte a favor del 
Tribunal Unitario de Circuito que ejerza jurisdicción sobre ellos. Así, 
para establecer a qué Tribunal Unitario de Circuito corresponde conocer 
del asunto cuando los juzgados federales entre los que se suscita el 
conflicto respecto de un juicio penal federal, se encuentran en distinta 
jurisdicción, además de considerar lo señalado en la tesis 1a./J. 
41/2012 (10a.), en cuanto a que corresponde conocer del conflicto 
competencial al Tribunal Unitario de Circuito en cuya jurisdicción se 
encuentre el Juzgado de Distrito que previno, también debe aplicarse 
analógicamente el principio contenido en la segunda parte de la fracción 
VI del artículo 37 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, conforme al cual el conflicto competencial debe resolverse 
por el tribunal que tenga jurisdicción sobre el órgano que previno en el 
asunto. De ahí que la competencia para conocer del conflicto 
competencial suscitado entre Jueces de Distrito de distinta jurisdicción, 
derivado de un procedimiento penal federal, se surte a favor del 
Tribunal Unitario de Circuito que ejerza jurisdicción sobre el órgano que 
previno en el asunto. 
 
Contradicción de tesis 406/2013. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero, todos en Materias 
Penal y Administrativa del Quinto Circuito, el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Décimo Sexto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 27 de agosto de 2014. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez 



 

Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos 
Posada. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito, al resolver el conflicto competencial 4/2013, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 7/2013 y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 7/2013, determinaron que el tribunal 
unitario de circuito es competente para conocer y resolver los conflictos 
competenciales suscitados entre jueces de distrito de distinta 
jurisdicción derivados de procesos penales federales; y el criterio 
emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 56/2013 y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 18/2013, determinaron que es competente el tribunal 
colegiado de circuito para conocer y resolver los conflictos 
competenciales suscitados entre jueces de distrito de distinta 
jurisdicción derivados de procesos penales federales. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 68/2012 (10a.) y 1a./J. 41/2012 
(10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 1, septiembre 
de 2012, página 361, con el rubro: ―COMPETENCIA PARA CONOCER 
DE UN CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE JUECES DE DISTRITO 
DE LA MISMA JURISDICCIÓN, DERIVADO DE UN PROCEDIMIENTO 
PENAL FEDERAL. SE SURTE A FAVOR DEL TRIBUNAL UNITARIO 
DE CIRCUITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN SOBRE ELLOS.‖, y Libro 
VIII, Tomo 1, mayo de 2012, página 639, con el rubro: ―CONFLICTO 
COMPETENCIAL. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES UNITARIOS 
DE CIRCUITO RESOLVER EL SUSCITADO ENTRE UN JUEZ DE 
DISTRITO EN MATERIA PENAL Y UNO ESPECIALIZADO EN 
EJECUCIÓN DE PENAS.‖ 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha tres de septiembre de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, cuatro de septiembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 61/2014 (10ª) 
 
IMPORTACIÓN DEFINITIVA DE VEHÍCULOS USADOS. EL 
DECRETO QUE LA REGULA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 1o. DE JULIO DE 2011, NO ES 
VIOLATORIO DEL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. En el Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte se establece la forma de determinar 
cuándo un bien es originario del Estado Parte de la zona comercial, con 
base en un certificado de origen válido, para entonces aplicar los 
beneficios arancelarios previstos para el sector automotriz. Ahora bien, 
en el artículo 502, numeral 1, inciso a), del citado tratado,  se prevé 
que cuando un importador solicite tratos arancelarios preferenciales 
otorgados por el propio tratado, debe cumplir con la condición de 
declarar por escrito, con base en un certificado de origen válido, que el 
bien califica como originario. Por su parte, los artículos cuarto y quinto 
del Decreto por el que se regula la importación definitiva de vehículos 
usados, establecen dos hipótesis de excepción a la exhibición del 
certificado de origen o del permiso previo de la Secretaría de Economía, 
sujeto a diversas condiciones y al procedimiento que establezca el 
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter 
general. En esa tesitura, el decreto citado no establece mayores 
requisitos que los previstos en el tratado para dicha importación; por el 
contrario, se prevén supuestos de excepción o alternativas a la 
exhibición del certificado de origen, como opción en caso de no contar 
con dicho documento; de ahí que el decreto en cuestión no es violatorio 
del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que es acorde con el Tratado de Libre Comercio. 
 
Amparo en revisión 192/2013. **********. 10 de julio de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Impedido: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarias: Rocío Balderas Fernández y Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 154/2013. **********. 10 de julio de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Impedido: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarias: Rocío Balderas Fernández y Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 228/2013. **********. 10 de julio de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Impedido: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretarias: Rocío Balderas Fernández y Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 443/2013. **********. 7 de febrero de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Impedido: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 



 

Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge 
Luis Revilla de la Torre.  
 
Amparo en revisión 36/2014. **********. 13 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Oscar Echenique Quintana.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  diez de septiembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, once de septiembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  62/2014 (10ª). 
 
ACTOS Y RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. PARA 
DOTARLOS DE VALIDEZ E IDENTIFICAR AL FUNCIONARIO QUE 
INTERVINO EN SU EMISIÓN, BASTA CON QUE ÉSTE IMPRIMA SU 
FIRMA O RÚBRICA EN EL DOCUMENTO, SIEMPRE QUE SU 
NOMBRE, APELLIDOS Y CARGO PUEDAN IDENTIFICARSE EN 
DIVERSO APARTADO DE LA RESOLUCIÓN O DEL EXPEDIENTE 
DE QUE SE TRATE. La firma se erige como signo, rúbrica o carácter 
de autoría de alguien que al estar contenido en determinado documento 
o acto, se entiende vinculado con sus efectos jurídicos inherentes. Bajo 
este contexto de función identificadora, para tener como autor de un 
documento a una persona determinada, su firma o rúbrica colocada al 
pie es idónea para identificarla; en ese sentido, se entiende que firma y 
rúbrica son la misma cosa, por tener éstas una función equivalente. Así, 
se concluye que para dotar de validez a un acto o una resolución 
jurisdiccionales y, además, para identificar al funcionario que intervino 
en su emisión, basta con que éste imprima su firma o rúbrica en el 
documento; de ahí que resulte innecesario que asiente su nombre, 
apellidos y cargo, al no ser elementos inherentes a ésta, siempre que 
estos datos puedan identificarse en diverso apartado de la resolución 
judicial, o bien, que a través de otros medios en el propio expediente de 
que se trate, esta información sea determinable para las partes. Lo 
anterior, sin perjuicio de que cada entidad federativa en sus respectivas 
legislaciones, eventualmente, pueda establecer requisitos adicionales, 
tales como el nombre y el cargo de los funcionarios que intervienen en 
la emisión del acto. 
 
Amparo directo 29/2014. 18 de junio de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Carmen Vergara López, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz y Juan José Ruiz 
Carreón. 
 
Amparo directo 27/2014. 18 de junio de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Carmen Vergara López, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz y Juan José Ruiz 
Carreón. 
 
Amparo en revisión 274/2014. 18 de junio de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Carmen Vergara López, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, José Díaz de León Cruz y Juan José Ruiz 
Carreón. 
 
Amparo directo 21/2014. 18 de junio de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 



 

Larrea. Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León 
Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Juan José Ruiz Carreón y 
Carmen Vergara López. 
 
Amparo directo 22/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés Rodríguez, Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmen Vergara López y Juan José Ruiz 
Carreón. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veinticuatro de 
septiembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinticinco 
de septiembre de dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 63/2014 (10ª). 
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE ESTE RECURSO 
CONTRA LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO EN LA QUE, MOTU PROPRIO, REALIZA UNA 
INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL, NO OBSTANTE QUE NO SE 
HUBIERE PLANTEADO EN UN JUICIO DE AMPARO PREVIO UN 
TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD. Esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el recurso de revisión 
es improcedente contra la sentencia que resuelve el amparo directo 
cuando en la demanda se hace valer un tema de constitucionalidad -
interpretación de una norma constitucional o la inconstitucionalidad de 
una ley, un tratado internacional o un reglamento- no solicitado en un 
amparo previo. Sin embargo, esta hipótesis no se actualiza respecto de 
la interpretación constitucional realizada motu proprio por un tribunal 
colegiado de circuito, al analizar la legalidad del acto reclamado en un 
juicio ulterior de amparo, pues la causal de improcedencia del recurso 
de revisión por consentimiento, cuando no se plantea desde la primera 
demanda de amparo la interpretación de un precepto constitucional ni 
se promueve, de ser aplicable, el recurso de revisión respectivo, queda 
excluida cuando el órgano de amparo realiza oficiosamente la 
interpretación de la norma constitucional, originando la posibilidad de 
inconformarse contra dicho pronunciamiento a través del recurso de 
revisión, con el fin de dotar de seguridad jurídica a los gobernados. 
 
Amparo directo en revisión 122/2014. 9 de abril de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3828/2013. 23 de abril de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 195/2014. 23 de abril de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 963/2014. 21 de mayo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
Amparo directo en revisión 426/2014. 28 de mayo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  veinticuatro de 
septiembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veinticinco 
de septiembre de dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 64/2014 (10ª) 
 
DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS EN TRATADOS 
INTERNACIONALES. SU INTERPRETACIÓN CONSTITUYE UN 
TEMA PROPIAMENTE CONSTITUCIONAL PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN EN JUICIOS DE 
AMPARO DIRECTO. Los derechos humanos reconocidos en los 
tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano forman 
parte del ordenamiento jurídico interno, de modo que amplían el 
catálogo de aquéllos, lo que fue uno de los objetivos de las reformas 
constitucionales publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 6 y el 
10 de junio de 2011. Así, en la primera reforma se amplió expresamente 
la procedencia del juicio de amparo a aquellos casos en los cuales se 
hubiesen violado derechos previstos en los tratados internacionales, 
con independencia de que estén reconocidos o no en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; mientras que en la segunda, 
se reconoció que en México todas las personas son titulares de los 
derechos reconocidos en la Constitución Federal y en los tratados 
internacionales ratificados por el Estado Mexicano. Ahora bien, en 
atención a que el juicio de amparo es un mecanismo jurisdiccional 
creado para proteger los derechos humanos, los temas propiamente 
constitucionales –interpretación directa de preceptos constitucionales– 
planteados en los juicios de amparo directo y, especialmente, en los 
recursos de revisión promovidos contra las ejecutorias que resultan de 
ellos, se referirán a la interpretación de derechos fundamentales. Por lo 
anterior, sería imposible impugnar en un recurso de revisión la falta o 
indebida interpretación de un derecho humano reconocido en los 
tratados internacionales si dicha interpretación no se considera como un 
tema propiamente constitucional, lo cual resultaría contrario al 
funcionamiento del amparo directo y del recurso de revisión, así como 
del propio texto constitucional, pues aun cuando el principio rector del 
recurso de revisión prevé un campo de acción limitado para su 
procedencia contra las sentencias de amparo directo, la Constitución se 
reformó para incluir expresamente a los derechos reconocidos en los 
tratados internacionales como parte del catálogo de derechos que 
gozan de protección constitucional, lo cual se armonizó con la reforma 
en materia de amparo que reconoció la procedencia del juicio para 
reparar las posibles violaciones cometidas a dichos derechos. En ese 
sentido, si bien esa ampliación de los derechos tutelados vía juicio de 
amparo no se incluyó expresamente en el artículo 107, fracción IX, 
constitucional, ello no puede interpretarse aisladamente del resto de los 
principios constitucionales, especialmente de aquellos recién 
modificados. Consecuentemente, el recurso de revisión en amparo 
directo procede para conocer de la interpretación que los tribunales 
colegiados de circuito hagan de los derechos reconocidos en los 
tratados internacionales, independientemente de su reconocimiento en 
la Constitución, por ser un tema propiamente constitucional. 
 
Amparo directo en revisión 2479/2012. 24 de octubre de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 1758/2013. **********. 26 de junio de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 



 

Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 
Recurso de reclamación 557/2013. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso.  
 
Recurso de reclamación 620/2013. **********. 23 de octubre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.  
 
Recurso de reclamación 892/2013. 7 de febrero de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Armando Argüelles Paz y Puente. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  ocho de octubre de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, nueve de octubre de dos 
mil catorce. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 65/2014 (10a.) 
         
 

HOMOLOGACIÓN Y EJECUCIÓN DE SENTENCIA EXTRANJERA. 
ES PROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO EN CONTRA DE LA 
ÚLTIMA RESOLUCIÓN DICTADA EN EL INCIDENTE RESPECTIVO. 
De los artículos 569 a 577 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, se advierte que el procedimiento de homologación y ejecución 
de una sentencia extranjera tiene la regulación de un incidente, en el 
que el tribunal nacional tiene que examinar que se cumplan los 
requisitos previstos en el artículo 571 para reconocer obligatoriedad a la 
sentencia extranjera y ordenar su cumplimiento coactivo en territorio 
nacional; en el entendido de que dicha facultad no tiene el alcance de 
revisar el fondo de la resolución, sus consideraciones o sus 
fundamentos de derecho, sino que debe constreñirse a verificar su 
autenticidad y que estén presentes los requisitos citados debido a que 
una de las condiciones para que la sentencia extranjera sea 
homologada en México es que constituya cosa juzgada en el país en el 
que fue dictada. Conforme a lo anterior, la sentencia que resuelve el 
incidente de homologación y ejecución de sentencia extranjera es una 
sentencia interlocutoria y no tiene las características de una sentencia 
definitiva, puesto que tiene por objeto resolver una cuestión que es 
incidental al juicio; es una sentencia sobre el proceso y no sobre el 
derecho; dirime una controversia accesoria, que surge con ocasión de 
lo principal. A diferencia de las sentencias definitivas, que son las 
resoluciones judiciales que ponen fin a un proceso, solucionando el 
litigio planteado de fondo, deciden el negocio principal, analizan las 
acciones deducidas y las excepciones opuestas, estableciendo el 
derecho entre las partes, teniendo por vocación absolver o condenar. 
En  consecuencia, la resolución que se dicte en el incidente de 
homologación y ejecución de sentencia es un acto dictado después de 
concluido el juicio, y por lo tanto, en su contra es procedente el amparo 
indirecto, en los términos del artículo 107, fracción IV, de la Ley de 
Amparo en vigor, que establece que contra actos dictados en ejecución 
de sentencia, el amparo procede en contra de la última resolución 
dictada en el procedimiento, dado que el legislador pretendió que las 
sentencias firmes sean cumplidas sin que la promoción de múltiples 
amparos obstaculicen la ejecución de una sentencia que constituye 
cosa juzgada. 
 
Contradicción de tesis 159/2014. Suscitada entre el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el entonces Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, actualmente Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito. 10 de septiembre de 2014. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
Tesis y/o Tribunales contendientes: 
El entonces Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, 
actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 



 

940/1998, que dio origen a la tesis aislada número XVII.2o.34 K, de 
rubro: "HOMOLOGACIÓN DE SENTENCIA EXTRANJERA, POR SER 
UN ACTO DICTADO DESPUÉS DE CONCLUIDO EL JUICIO, EL 
TRIBUNAL COLEGIADO CARECE DE COMPETENCIA LEGAL PARA 
CONOCER DEL AMPARO QUE SE PROMUEVA CONTRA LA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, 
Tomo XI, Mayo de 2000, página 939, con número de registro 191839; y 
el criterio emitido por el  Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Tercer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 44/2014, en el 
cual sostuvo que los artículos 571 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles y 515 de la legislación estatal otorgan 
sustantividad al procedimiento natural, aun cuando se denomine como 
un incidente, porque debe probarse la existencia y aplicación del 
derecho extranjero, pues de éste no se presume su conocimiento por 
parte del juzgador nacional y, con base en ello, determinarse la 
procedencia o no del derecho del actor a ejecutar la sentencia en el 
territorio mexicano; de ahí, que no se trata de un mero asunto de 
ejecución de sentencia, pues es menester decidir un aspecto sustancial, 
como lo es, se insiste, la existencia y aplicación del derecho extranjero. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha ocho de octubre de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, nueve de octubre de dos 
mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

  TESIS  JURISPRUDENCIAL 66/2014 (10a.) 
         
 

AUTO DE PLAZO CONSTITUCIONAL. EL JUEZ DEBE LIMITARSE A 
RESOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL INCULPADO, DE 
ACUERDO AL CONTENIDO DE LA CONSIGNACIÓN, AL CARECER 
DE FACULTADES PARA DETERMINAR POR Sí MISMO LOS 
HECHOS Y LA CONDUCTA ATRIBUIDA MEDIANTE LA REVISIÓN 
DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA, SI ESTAS CIRCUNSTANCIAS NO 
FUERON PRECISADAS POR EL MINISTERIO PÚBLICO AL 
EJERCER LA ACCIÓN PENAL. La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de Nación considera que, a partir de la interacción de los 
principios de acusación, presunción de inocencia, imparcialidad judicial 
y defensa adecuada, que configuran el derecho humano a un debido 
proceso, siempre que el Ministerio Público no especifique en el escrito 
de consignación los hechos y la conducta que se atribuye al inculpado, 
la autoridad judicial carece de facultades para deducir y configurar 
dichos elementos a través de la revisión oficiosa de la averiguación 
previa, para el efecto de resolver la situación jurídica del inculpado 
mediante el auto de plazo constitucional. Por tanto, cuando se actualice 
esta deficiencia, el juzgador deberá limitarse a analizar las 
circunstancias precisadas en el pliego de consignación; destacar que la 
omisión en que incurrió el acusador constituye un impedimento para 
constatar el acreditamiento del cuerpo del delito y la demostración de la 
probable responsabilidad, que son presupuestos jurídicos para el 
dictado de la formal prisión o sujeción a proceso del inculpado, y 
resolver que no procede decretar la sujeción a proceso de aquél; 
además, de ser el caso, ordenar su libertad, ante la falta de elementos 
para aperturar la instrucción del proceso penal. Sin que ello impida que 
con posterioridad el órgano acusador pueda insistir en el ejercicio de la 
acción penal. La definición del anterior parámetro de actuación deriva 
de la interpretación sistemática de los artículos 19, párrafo primero, 20, 
apartado A, fracción III, y 21, párrafo primero, de la Constitución 
Federal, en su texto anterior a la reforma de 18 de junio de 2008, en 
relación con los numerales 306, párrafo primero, 310, párrafo primero, 
fracción I, 320, 322, 327 y 328 del Código de Procedimientos Penales 
del Estado de Campeche.  
 
Contradicción de tesis 51/2014. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, anteriormente Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región y el 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito. 8 de octubre de 2014. 
La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Tesis y/o Tribunales contendientes: 
El entonces Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Octava Región, con residencia en Cancún, Quintana Roo, actual 
Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 292/2012 (cuaderno auxiliar 842/2012), 361/2012 
(cuaderno auxiliar 970/2012), 458/2012 (cuaderno auxiliar 1088/2012), 



 

532/2012 (cuaderno auxiliar 86/2013) y 555/2012 (cuaderno auxiliar , 
que dieron origen a la tesis jurisprudencial número XXVII.1o.(VIII 
región) J/5 (10a.), de rubro: "AVERIGUACIÓN PREVIA. SI EN EL 
PLIEGO DE CONSIGNACIÓN RESPECTIVO EL MINISTERIO 
PÚBLICO NO ESPECIFICA LOS HECHOS Y LA CONDUCTA 
IMPUTADOS AL INDICIADO, EL JUEZ DE LA CAUSA DEBERÁ 
CONSIDERARLA DEFICIENTE POR CARECER DE MATERIA Y 
DEVOLVERLA A AQUÉL, SIN PERJUICIO DE QUE 
POSTERIORMENTE EJERZA NUEVAMENTE LA ACCIÓN PENAL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XIX, Abril de 2013, Tomo 3, página 1738, con 
número de registro 2003234; y los criterios emitidos por el Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver los amparos en 
revisión 191/2013, 165/2013, 184/2013, 166/2013 y 188/2013, que 
dieron origen a la tesis jurisprudencial número XXXI. J/2 (10a.), de 
rubro: "AVERIGUACIÓN PREVIA. SI AL RESOLVER LA SITUACIÓN 
JURÍDICA DEL INCULPADO, EL JUEZ ADVIERTE QUE EN EL 
PLIEGO DE CONSIGNACIÓN NO SE ESPECIFICAN LOS HECHOS Y 
LA CONDUCTA QUE SE LE REPROCHAN, ES ILEGAL QUE 
ARGUMENTE QUE ESTÁ IMPOSIBILITADO TÉCNICAMENTE PARA 
DICTAR SU RESOLUCIÓN Y LO DEVUELVA AL MINISTERIO 
PÚBLICO PARA QUE LO SUBSANE Y EJERCITE NUEVAMENTE LA 
ACCIÓN PENAL, PUES CONFORME AL ARTÍCULO 322 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE 
CAMPECHE, PUEDE DICTAR EL FALLO ATENDIENDO A LAS 
CONSTANCIAS QUE OBRAN EN AQUÉLLA [INAPLICABILIDAD DE 
LA JURISPRUDENCIA 1A./J. 64/2012 (10a.)].", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1, página 813, con número de registro 
2004861 y a la tesis jurisprudencial número XXXI. J/3 (10a.), de rubro: 
"AVERIGUACIÓN PREVIA. LA FACULTAD DEL JUEZ PARA 
DEVOLVERLA AL MINISTERIO PÚBLICO PARA QUE SUBSANE LAS 
DEFICIENCIAS DEL PLIEGO DE CONSIGNACIÓN Y EJERCITE 
NUEVAMENTE LA ACCIÓN PENAL, TIENE LUGAR CUANDO 
CONOCE DE UNA SOLICITUD DE ORDEN DE APREHENSIÓN O 
PRESENTACIÓN SIN DETENIDO Y NO AL MOMENTO DE 
RESOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL INCULPADO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CAMPECHE).", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1, página 812, con número de registro 
2004859. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de octubre de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de octubre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 



 

   TESIS JURISPRUDENCIAL 67/2014 (10a.) 
 
 

CADUCIDAD EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES 
IMPROCEDENTE EL RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 1334 DEL CÓDIGO DE COMERCIO CONTRA LA 
SENTENCIA DEFINITIVA QUE LA DECRETA EN LOS CASOS EN 
QUE,  POR RAZÓN DE LA CUANTÍA, NO PROCEDE EL DE 
APELACIÓN. En relación con la caducidad de la primera instancia en el 
juicio mercantil, esta Primera Sala fijó, como regla general, en la 
jurisprudencia 1a./J. 96/2011 (9a.), que la resolución que la decreta 
constituye un auto definitivo y no una sentencia definitiva en su 
connotación material, para establecer que procede el recurso de 
revocación en su contra cuando por razón de la cuantía no procede el 
de apelación. Sin embargo, al existir una connotación formal del término 
―sentencia definitiva‖ que deriva de reconocer que existen resoluciones 
que, sin decidir el fondo del juicio en lo principal, o sea, sin ocuparse de 
establecer el derecho ni una condena o absolución de partes, se emiten 
en el momento procesal que corresponde a la sentencia definitiva y con 
las formalidades y denominación expresa de que se trata de una 
―sentencia definitiva‖, es necesario precisar que cuando la decisión 
sobre la caducidad de la primera instancia ocurre formalmente con el 
dictado de la sentencia definitiva, resulta improcedente el recurso de 
revocación ya que, por un lado, tal forma de determinar la caducidad 
tiene el carácter formal indisoluble de sentencia definitiva y, por otro, 
porque acorde con el contenido conducente del artículo 1334 del 
Código de Comercio, el recurso de revocación sólo procede en contra 
de autos o decretos del juez, pero no en contra de una sentencia 
definitiva. Lo anterior conduce, además, a abandonar parcialmente el 
criterio sostenido en la diversa tesis de jurisprudencia 1a./J.96/2011 
(9a), a fin de precisar que el criterio sustentado en esa jurisprudencia 
solamente es aplicable a autos, desde un punto de vista formal y 
material, y no a sentencias definitivas en su connotación formal. 
 
Contradicción de tesis 472/2013. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado del Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito. 25 de junio de 2014. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 492/2012, que dio origen a la tesis aislada 
número VII.2o.C.25 C (10a), de rubro: ―CADUCIDAD DE LA 
INSTANCIA EN EL JUICIO MERCANTIL. CONTRA LA RESOLUCIÓN 
QUE LA DECRETA NO PROCEDE EL AMPARO DIRECTO‖, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XVI, enero de 2013, tomo 3, página 1939, con número de registro 
2002461; y el emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Noveno 
Circuito, al resolver el A.D. 676/2013; y el A.D. 329/2013, que dio origen 
a la tesis aislada IX.2o.1 C (10a) de rubro: ―CADUCIDAD DE LA 



 

INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA RESOLUCIÓN QUE LA 
DECRETA AL DICTARSE LA SENTENCIA DEFINITIVA Y ÉSTA POR 
RAZÓN DE LA CUANTÍA NO ES APELABLE, PROCEDE EN SU 
CONTRA EL AMPARO DIRECTO‖, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, noviembre de 
2012, tomo 3, página 1841, con número de registro 2002115. 
 
Nota: La tesis jurisprudencial 1a./J. 96/2011 (9a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época; Libro I, Tomo 2, octubre de 2011, página 709, con el 
rubro: ―CADUCIDAD EN EL JUICIO MERCANTIL. PROCEDE EL 
RECURSO DE REVOCACIÓN CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LA 
DECRETA EN LA PRIMERA INSTANCIA, CUANDO POR RAZÓN DE 
CUANTÍA NO PROCEDE EL DE APELACIÓN‖. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de octubre de 
dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de octubre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 68/2014 (10ª). 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU MATERIA DE ESTUDIO. Del 
artículo 104, párrafo primero, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 
de abril de 2013, se infiere que la materia del recurso de reclamación se 
limita a analizar la legalidad del acuerdo de trámite dictado por el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por los 
Presidentes de sus Salas o por los de los tribunales colegiados de 
circuito. En esa virtud, los agravios que se hagan valer en el escrito 
relativo deben circunscribirse sólo a combatir la resolución recurrida, sin 
que puedan abordar aspectos ajenos a dicha cuestión, en cuyo caso 
deberán declararse inoperantes. 
 
Recurso de reclamación 748/2013. **********. 7 de febrero de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 
Recurso de reclamación 202/2014. **********. 28 de mayo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 
 
Recurso de reclamación 345/2014. 18 de junio de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna.  
 
Recurso de reclamación 302/2014. 25 de junio de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Recurso de reclamación 381/2014. 2 de julio de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  quince de octubre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, dieciséis de octubre 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

MSN/rfr. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 69/2014 (10a.)   
  

RECURSO DE INCONFORMIDAD. SU PRESENTACIÓN ES 
OPORTUNA AUN CUANDO SE REALICE CON ANTERIORIDAD A 
QUE COMIENCE A CORRER EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN. 
La circunstancia de que el recurso de inconformidad se presente en la 
fecha en que surtió efectos la notificación del acuerdo recurrido, esto 
es, antes de que comience a correr el plazo previsto para interponerlo, 
no implica que su promoción sea extemporánea, pues de los artículos 
22 y 202 de la Ley de Amparo se colige que el quejoso, el tercero 
interesado o el promovente de la denuncia a que se refiere el artículo 
210 de la ley citada, pueden presentar el escrito relativo desde que se 
les notifique el acuerdo recurrido, es decir, el mismo día, o bien, el día 
hábil siguiente, esto es, aquel en que surta efectos la notificación; 
máxime si no existe alguna disposición legal que prohíba expresamente 
interponer el recurso antes de que inicie el plazo otorgado al efecto, ni 
que señale que por ello su presentación sea extemporánea o 
inoportuna. 
 
Recurso de inconformidad 25/2013. 7 de agosto de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga Remírez. 
 
Recurso de inconformidad 310/2013. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. 
Quintana Osuna. 
 
Recurso de inconformidad 382/2013. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Recurso de inconformidad 245/2014. 20 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Recurso de inconformidad 217/2014. 20 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de octubre 



 

de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintitrés de octubre 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 70/2014 (10a.) 
         

RECURSO DE INCONFORMIDAD. SON INOPERANTES LOS 
AGRAVIOS EN LOS QUE SE CUESTIONAN CONSECUENCIAS 
GENERADAS INDIRECTAMENTE POR EL CUMPLIMIENTO DE LA 
EJECUTORIA PROTECTORA QUE NO FUERON OBJETO DE 
ANÁLISIS EN EL AMPARO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la tesis jurisprudencial 1a./J. 120/2013 
(10a.), de rubro: ―RECURSO DE INCONFORMIDAD. MATERIA DE 
ESTUDIO DE DICHO RECURSO.‖, estableció que la materia de 
análisis en el recurso de inconformidad debe atender a los alcances 
fijados por la acción constitucional, así como al límite señalado en la 
ejecutoria en que se otorgó el amparo, sin excesos ni defectos, y no a la 
legalidad de la resolución emitida por la autoridad responsable en 
aspectos novedosos que no fueron analizados por el juzgador de 
amparo. En ese sentido, si bien es cierto que el artículo 196 de la Ley 
de Amparo, establece que el órgano jurisdiccional puede analizar el 
exceso en que incurra la responsable al dictar la resolución en 
cumplimiento, también lo es que ello lo obliga a analizar si las 
consecuencias generadas con motivo del cumplimiento pueden ser 
objeto de estudio en el recurso de inconformidad, para lo cual deben 
tomarse en cuenta los lineamientos precisados en la concesión del 
amparo. Por tanto, no puede analizarse el cumplimiento de la autoridad 
responsable sobre cuestiones respecto de las cuales no estaba 
vinculada. De ahí que los agravios que se formulen para impugnar 
dichos argumentos resulten inoperantes  
 
Recurso de inconformidad 899/2013. **********. 5 de marzo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Recurso de inconformidad 315/2014. **********. 4 de junio de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María 
Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
Recurso de inconformidad 397/2014. **********. 18 de junio de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna. 
 
Recurso de inconformidad 352/2014. 20 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
 
Recurso de inconformidad 466/2014. 20 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 



 

García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
Nota: La tesis jurisprudencial 1a./J. 120/2013 (10a.) citada, de rubro: 
―RECURSO DE INCONFORMIDAD. MATERIA DE ESTUDIO DE 
DICHO RECURSO.‖, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 2,  Tomo II, enero de 
2014, página 774, número de registro 2005227. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintidós de octubre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintitrés de octubre 
de dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 71/2014 (9a.) 
        
  

OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA. EL 
ARTÍCULO 400 BIS, PÁRRAFO SEXTO, DEL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL, VIGENTE HASTA EL 14 DE MARZO DE 2014, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. El 
precepto citado, al prever que son producto de una actividad ilícita los 
recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando existan 
indicios fundados o certeza de que provienen directa o indirectamente, 
o representan las ganancias derivadas de la comisión de algún delito y 
no pueda acreditarse su legítima procedencia, no vulnera el principio de 
presunción de inocencia, pues la determinación de tal elemento 
normativo exige comprobar que la actividad de la que proceden los 
recursos es ilícita, para lo cual, el Ministerio Público debe aportar 
indicios fundados, cuya valoración permita tener certeza de que 
provienen o representan las ganancias derivadas de la comisión de 
algún delito, por lo que no debe considerarse que la frase ―y no pueda 
acreditarse su legítima procedencia‖ revierta la carga de la prueba al 
inculpado, eximiendo al Ministerio Público de la obligación que tiene en 
términos de los artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ya que la hipótesis en él contenida sólo 
constituye una presunción iuris tantum, al admitir prueba en contrario; 
es decir, este señalamiento no obliga al inculpado a demostrar la licitud 
de la procedencia de los recursos, toda vez que ello constituye el 
reconocimiento del derecho de defensa que le asiste. 
Consecuentemente, el artículo 400 bis, párrafo sexto, del Código Penal 
Federal, vigente hasta el 14 de marzo de 2014, alude a la forma en que 
el imputado decide ejercer su defensa frente a las pruebas aportadas 
en su contra, en el entendido de que si aquél no acredita la legítima 
procedencia de los recursos, dicha circunstancia, por sí sola, tampoco 
releva al Ministerio Público de recabar el acervo probatorio que acredite 
la existencia del delito y la responsabilidad penal; de ahí que no se está 
en presencia de una obligación, sino de un derecho que se puede 
ejercer o no y, en consecuencia, tampoco obliga al imputado a declarar 
en su contra. 
 
Amparo en revisión 1374/2005. 26 de octubre de 2005. Cinco votos de 
los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, 
Juan N. Silva Meza,  José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina 
Cienfuegos Posada. 
 
Amparo directo en revisión 1760/2005. 30 de noviembre de 2005. 
Cinco votos de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. 
Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, José Ramón Cossío Díaz y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
Amparo directo en revisión 794/2008. 2 de julio de 2008. Cinco votos 
de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, José Ramón Cossío 
Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 



 

Amparo en revisión 327/2008. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. 
Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Sergio A. Valls 
Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo en revisión 433/2010. 1 de septiembre de 2010. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, seis de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 72/2014 (10a.) 
 
 

COMPRAVENTA DE INMUEBLES. EL CONTRATO CELEBRADO 
ENTRE UNA PERSONA DEDICADA AL COMERCIO DE BIENES 
RAÍCES Y UN PARTICULAR QUE ADQUIERE EL BIEN PARA SU 
USO, TIENE UNA NATURALEZA MIXTA, AL TRATARSE DE UN 
ACTO DE COMERCIO PARA EL PRIMERO Y UNO CIVIL PARA EL 
SEGUNDO. De la legislación mercantil deriva la existencia de 
relaciones unilateralmente mercantiles, también denominadas por la 
doctrina como actos de naturaleza mixta, las cuales se actualizan 
cuando, al surgir el acuerdo de voluntades entre las partes, el acto es 
mercantil para una y civil para la otra. A ese tipo de actos corresponde 
el supuesto previsto en el artículo 75, fracción II, del Código de 
Comercio, que prevé que la ley reputa actos de comercio las compras y 
ventas de bienes inmuebles cuando se realizan con el propósito de 
especulación comercial, en aquellos casos en los que sólo uno de los 
contratantes busca esa finalidad. En efecto, la distinción entre la 
―compra‖ y la ―venta‖ de inmuebles, aunada al elemento subjetivo, 
relativo al propósito de los que intervienen en el acto, permite afirmar, 
por un lado, que dicho acuerdo de voluntades puede ser para uno de 
los contratantes un acto mercantil, si acaso su celebración tuvo el 
propósito de una especulación comercial para la obtención de un lucro 
y, para el otro, civil, si su suscripción se verificó para satisfacer una 
necesidad personal, sin que dicho acto jurídico, como unidad, deba 
encuadrarse en una u otra clasificación. Consecuentemente, el contrato 
de compraventa de inmuebles celebrado entre una persona dedicada al 
comercio de bienes raíces y un particular que adquiere el bien para su 
uso, tiene una naturaleza mixta, al tratarse de un acto de comercio para 
el primero y uno civil para el segundo. 
 
Contradicción de tesis 170/2014. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 15 de octubre de 2014. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 435/2012, que dio origen a la tesis 
aislada II.3o.C.5 C (10a.) de rubro: "COMPRAVENTA. LA VÍA 
PROCEDENTE PARA VENTILAR LA CONTROVERSIA DERIVA DE 
DICHO CONTRATO, CUANDO LA VENDEDORA DECLARA SER UNA 
PERSONA MORAL CON ACTIVIDAD EMPRESARIAL, ES LA 
ORDINARIA MERCANTIL, AUNQUE PARA UNA DE LAS PARTES 
SEA UN ACTO CIVIL.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 
2013, página  1758, con número de registro 2003505 y el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 74/2012 que dio origen a la tesis aislada XV.1o.1 C 
(10a.) de rubro: "COMPRAVENTA DE INMUEBLES. SI LA 



 

ADQUISICIÓN TIENE COMO FIN SU USO, DEBE CONSIDERARSE 
DE NATURALEZA CIVIL, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL 
VENDEDOR SE DEDIQUE AL COMERCIO DE ESE TIPO DE 
BIENES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, diciembre de 2012, página 
1293, con número de registro 2002253. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, seis de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 73/2014 (10a.) 
 
 

COMPRAVENTA DE BIENES INMUEBLES. PROCEDE LA VÍA 
MERCANTIL PARA DIRIMIR CONTROVERSIAS DERIVADAS DE LA 
CELEBRACIÓN DE LOS CONTRATOS RELATIVOS CUANDO PARA 
UNO DE LOS CONTRATANTES EL ACUERDO DE VOLUNTADES 
SEA DE NATURALEZA COMERCIAL. En términos de los artículos 
371, 1049 y 1050 del Código de Comercio, los conflictos surgidos del 
cumplimiento de contratos de compraventa de inmuebles celebrados 
con el propósito de especulación comercial deben dirimirse en la vía 
mercantil, no obstante que para uno de los contratantes dicho acuerdo 
de voluntades sea de naturaleza civil (actos de naturaleza mixta). Lo 
anterior es así, en virtud de que la compraventa de bienes inmuebles 
tiene una naturaleza mercantil para el contratante que celebró el 
acuerdo de voluntades con el propósito de especulación comercial; de 
ahí que si el citado artículo 1050 es contundente en disponer que 
cuando, conforme a las disposiciones mercantiles, para una de las 
partes que intervienen en un acto, éste tenga naturaleza comercial y 
para la otra la tenga civil, la controversia que de éste derive se regirá 
conforme a las leyes mercantiles, el juzgador debe atender a dicha 
disposición. 
 
Contradicción de tesis 170/2014. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 15 de octubre de 2014. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya 
Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 435/2012, que dio origen a la tesis 
aislada II.3o.C.5 C (10a.) de rubro: "COMPRAVENTA. LA VÍA 
PROCEDENTE PARA VENTILAR LA CONTROVERSIA DERIVA DE 
DICHO CONTRATO, CUANDO LA VENDEDORA DECLARA SER UNA 
PERSONA MORAL CON ACTIVIDAD EMPRESARIAL, ES LA 
ORDINARIA MERCANTIL, AUNQUE PARA UNA DE LAS PARTES 
SEA UN ACTO CIVIL.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 
2013, página  1758, con número de registro 2003505 y el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 74/2012 que dio origen a la tesis aislada XV.1o.1 C 
(10a.) de rubro: "COMPRAVENTA DE INMUEBLES. SI LA 
ADQUISICIÓN TIENE COMO FIN SU USO, DEBE CONSIDERARSE 
DE NATURALEZA CIVIL, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL 
VENDEDOR SE DEDIQUE AL COMERCIO DE ESE TIPO DE 
BIENES.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 2, diciembre de 2012, página 
1293, con número de registro 2002253. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, seis de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 74/2014 (10a.) 
 
 

TÍTULOS DE CRÉDITO. PARA SU ENDOSO, NO ES REQUISITO 
INDISPENSABLE QUE LA PERSONA FÍSICA QUE LO EMITE EN 
NOMBRE DE UNA PERSONA MORAL, ASIENTE EL CARÁCTER 
CON QUE LA REPRESENTA (INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO 
SOSTENIDO EN LA JURISPRUDENCIA 3ª./J. 36/93, DE LA 
ANTERIOR TERCERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN). De los artículos 29 a 32 de la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito se desprende que el único requisito 
necesario en el endoso, para evitar su nulidad, es la firma del 
endosante. Por otra parte, de los artículos 38 y 39 se desprende que el 
tenedor de un título nominativo, para considerarse propietario, sólo 
debe justificar una serie no interrumpida de endosos, y que el que paga 
sólo debe verificar la continuidad de los endosos y la identidad del 
último titular, más no está obligado a cerciorarse de la autenticidad de 
los endosos anteriores. Siendo así, la continuidad de los endosos se 
verifica atendiendo al nombre o denominación de cada una de las 
personas que aparecen como endosantes y endosatarias, de manera 
que quien aparezca como endosataria o beneficiaria aparezca como 
endosante en el siguiente endoso. Si bien es importante que se asiente 
en el endoso el nombre o denominación de las personas endosante, 
endosataria y de la persona física que firma en representación de la 
endosante, para que el tenedor subsecuente pueda verificar la identidad 
del último tenedor y las facultades de su representante, no es necesario 
que se asiente el cargo de la persona física firmante porque la forma 
idónea de verificar sus facultades es mediante la revisión de los 
poderes y documentos corporativos de la sociedad, cuyos datos no es 
necesario que se inserten en el título para la validez del endoso; basta 
que el pagador o endosatario del título los pueda verificar plenamente. 
Por ello, el que se imponga como requisito para la validez del endoso el 
que necesariamente se asiente en el título el cargo que ostenta el 
firmante, impone un requisito adicional a los que disponen los artículos 
29 y 30 del mismo ordenamiento, que contraviene el espíritu de la ley, 
que persigue que los títulos de crédito tengan solo los elementos 
indispensables para su circulación, que a través de sus disposiciones 
busca evitar la imposición de requisitos innecesarios, presumiendo 
aquellos requisitos que no considera indispensables, y prohibiendo que 
se inserten condiciones y estipulaciones que puedan hacer complejo su 
contenido, y por lo tanto, dificultar su ejecución. Por lo anterior se 
considera innecesario exigir que se tenga que precisar en el título de 
crédito el cargo de la persona física que firma un endoso en 
representación de una persona moral, para que tenga validez el 
endoso, ya que además de que la ley no exige ese requisito, el mismo 
puede ocasionar trabas y dificultades al pretender ejecutar el título. 
 
Contradicción de tesis 173/2014. Suscitada entre el entonces Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 22 de octubre de 2014. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zadívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 



 

Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El entonces Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, 
actual Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 99/1994, que dio origen a la tesis 
aislada de rubro: "TÍTULOS DE CRÉDITOS QUE NO HAN 
CIRCULADO. SU ENDOSO POR UNA PERSONA MORAL.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XIII, Junio de 1994, página 688, con número de registro 212432; 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil de Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 129/2007, que dio origen a la tesis 
aislada I.3O.C.636 C de rubro: "PAGARÉ. ENDOSOS EN PROPIEDAD 
ATRIBUIDOS A PERSONAS MORALES.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 
Agosto de 2007, página 1751, con número de registro 171694; y el 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 130/2014, en el que sostuvo que si 
para justificar la legitimación pasiva de una persona moral, no se 
requiere asentar el título fundatorio la calidad o carácter de quien lo 
signó, lo mismo debe ocurrir con la legitimación activa de aquel que 
firmó el endoso, ya que en ambos casos versa sobre el mismo 
presupuesto 
 
Nota: La presente tesis interrumpe el criterio sostenido en la diversa 
3a./J. 36/93, de rubro: ―ENDOSO DE UN TÍTULO DE CRÉDITO. 
REQUISITOS QUE DEBE SATISFACER, CUANDO LO HACE UNA 
PERSONA MORAL.‖, y aparece publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Octava Época, Número 72, diciembre de 
1993, página 43. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, seis de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 75/2014 (10a.) 
 

      
RECURSO DE INCONFORMIDAD. PARA EVALUAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO DEBEN 
ATENDERSE SUS CONSIDERACIONES Y LINEAMIENTOS Y NO 
SÓLO SUS EFECTOS, LOS CUALES ACOTAN LA LIBERTAD DE 
JURISDICCIÓN DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES. Las 
autoridades responsables deben atender puntualmente y en su totalidad 
los efectos de las ejecutorias de amparo conforme a las 
consideraciones y los lineamientos que obren en éstas. Lo anterior es 
así, porque las consideraciones y los lineamientos constituyen las 
premisas que justifican, precisan o determinan el alcance y sentido de 
los efectos de las ejecutorias de amparo, acotando la discrecionalidad 
que las autoridades responsables tienen en virtud de su libertad de 
jurisdicción, de forma que su inobservancia implicaría una falta al 
debido procedimiento de cumplimiento de las ejecutorias de amparo 
que tendría como resultado restar efectividad al juicio de amparo, en 
contravención de los derechos humanos de debido proceso y acceso 
efectivo a la justicia reconocidos en los artículos 14, 16 y 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Con base en lo 
anterior, los tribunales colegiados de circuito o la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
deben resolver los recursos de inconformidad y determinar si la 
resolución respectiva cumple sin exceso o defecto el fallo protector en 
términos de los artículos 192, 196 y 201 de la Ley de Amparo.  
 
Recurso de inconformidad 727/2013. 13 de noviembre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Alejandra Daniela Spitalier Peña. 
 
Recurso de inconformidad 6/2014. **********. 28 de mayo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Javier Mijangos y González. 
 
Recurso de inconformidad 116/2014. 4 de junio de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
Recurso de inconformidad 778/2013. **********. 18 de junio de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 
 



 

Recurso de inconformidad 325/2014. 20 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, seis de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 76/2014 (10a.) 
        
  

RECURSO DE INCONFORMIDAD. ALCANCES Y LÍMITES EN SU 
ESTUDIO. El artículo 107, fracción XVI, párrafo último, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que 
no podrá archivarse juicio de amparo alguno sin que la sentencia 
relativa quede enteramente cumplida; por ello, el análisis que se 
emprenda en el recurso de inconformidad para determinar si fue 
correcta o no la determinación que la tuvo por cumplida, no debe 
limitarse a los argumentos planteados por el recurrente, pues la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación cuenta con facultades amplias 
para analizar oficiosamente si la ejecutoria de amparo fue o no acatada. 
Ahora, si bien es cierto que en la legislación de amparo abrogada, para 
dicho análisis bastaba con realizar un estudio comparativo general o 
básico entre lo ordenado en la ejecutoria y lo ejecutado por la autoridad 
responsable, también lo es que ello obedecía a que en esa legislación 
se contemplaba al recurso de queja como un medio para combatir el 
exceso o defecto en el cumplimiento; de ahí que para tener por 
cumplida la sentencia protectora, era suficiente con que la autoridad 
acreditara haber realizado lo ordenado, sin que al respecto debiera 
analizarse si había incurrido en exceso o defecto pues, de ser así, las 
partes podían interponer el recurso de queja; no obstante, éste ya no se 
contempla para ese fin en la Ley de Amparo vigente, en tanto que ahora 
el exceso o defecto puede combatirse a través del recurso de 
inconformidad. En efecto, aunque el artículo 201, fracción I, de la Ley 
de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, sólo señala que el 
recurso de inconformidad procede contra la resolución que tenga por 
cumplida la ejecutoria de amparo, sin especificar que en él puedan 
combatirse los excesos o defectos en que incurra la responsable en el 
cumplimiento, de una interpretación armónica de ese numeral con los 
artículos 192, párrafo primero, 196 y 197 de la propia ley, se concluye 
que en este medio de impugnación pueden combatirse esos vicios, 
pues para que una ejecutoria pueda declararse cumplida es preciso que 
la responsable acate puntualmente lo ordenado sin incurrir en exceso o 
defecto. Atento a ello, si la materia del recurso de inconformidad, vista 
en relación con la anterior Ley de Amparo, ha sido ampliada, entonces 
para resolver este recurso ya no basta con realizar un examen 
comparativo general o básico entre las conductas señaladas por el 
órgano jurisdiccional como efecto de la concesión del amparo y las 
adoptadas por la autoridad responsable, pues ahora, en adición a ese 
examen, también debe verificarse que en el cumplimiento de la 
ejecutoria no haya habido exceso o defecto, para lo cual deberá tenerse 
presente que hay exceso, cuando la responsable se extralimita en el 
cumplimiento por ir más allá de lo ordenado en la ejecutoria y que, por 
el contrario, habrá defecto, cuando la autoridad cumple parcialmente 
con lo ordenado, o lo hace deficientemente; sin embargo, al hacer ese 
análisis, debe tenerse presente el límite señalado en la ejecutoria donde 
se otorgó la protección de la Justicia Federal, así como la libertad de 
jurisdicción que, en su caso, se haya otorgado a la responsable, pues a 
pesar de la ampliación en su materia, no es factible que a través de 
este medio se analice la legalidad de la resolución emitida por la 
autoridad responsable, ni mucho menos introducir aspectos novedosos 
que no fueron analizados por el juzgador de amparo. 
 



 

Recurso de inconformidad 66/2014. **********. 19 de marzo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Recurso de inconformidad 544/2014. 20 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
Recurso de inconformidad 602/2014. **********. 17 de septiembre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Spitalier Peña. 
 
Recurso de inconformidad 611/2014. **********. 17 de septiembre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel 
Flores Díaz. 
 
Recurso de inconformidad 545/2014. **********. 17 de septiembre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel 
Flores Díaz. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 77/2014 (10a.) 
 
 

PATRIMONIO DE FAMILIA. LOS BIENES QUE LO CONSTITUYEN 
ESTÁN FUERA DEL COMERCIO Y, POR ENDE, NO SON 
SUSCEPTIBLES DE PRESCRIBIR (LEGISLACIÓN DE LOS 
ESTADOS DE CHIHUAHUA Y NUEVO LEÓN). El patrimonio de familia 
se define como una institución de interés público, por el cual se destina 
uno o más bienes a la protección económica y sostenimiento del hogar 
y de la familia, cuya existencia está amparada en el artículo 123, 
fracción XXVIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual prevé que las leyes determinarán los bienes que 
constituyan el patrimonio de familia, los cuales serán inalienables, no 
podrán sujetarse a gravámenes reales ni a embargos, y serán 
transmisibles a título de herencia con simplificación de las formalidades 
de los juicios sucesorios. Por su parte, el numeral 27, fracción XVII, 
párrafo tercero, de la propia Constitución, establece que las leyes 
locales organizarán el patrimonio de familia, determinando los bienes 
que deben constituirlo, sobre la base de que será inalienable y no 
estará sujeto a embargo ni a gravamen. Ahora bien, en acatamiento a lo 
anterior, los Códigos Civiles para el Estado de Nuevo León y del Estado 
de Chihuahua organizan esta institución en los artículos 723 a 740, y 
702 a 713, respectivamente, de los cuales deriva que el patrimonio 
familiar es un patrimonio de afectación, pues el bien del o los deudores 
alimentistas (como por ejemplo la casa habitación) queda afectado a fin 
de dar seguridad jurídica al núcleo familiar y así la familia tenga un lugar 
donde habitar, intocable para los acreedores de quien lo constituyó, 
pues no podrán embargarlo ni enajenarlo mientras esté afecto al fin de 
patrimonio de familia. Ahora bien, los numerales 1134 y 1139 de los 
códigos citados establecen, respectivamente, que sólo pueden 
prescribirse los bienes y las obligaciones que están en el comercio, 
salvo las excepciones establecidas en la ley. De ahí que, por mandato 
constitucional, mientras algún bien constituya el patrimonio de familia y 
no exista una declaración judicial o notarial que lo extinga, o bien, que 
esté dentro del caso de excepción de que se expropie, es inalienable, 
inembargable y no está sujeto a gravamen alguno, es decir, está fuera 
del comercio, entendiéndose como tal, aquel bien que por su naturaleza 
o por disposición de la ley no puede poseerse por algún individuo 
exclusivamente y, por tanto, al no estar dentro del comercio no es 
susceptible de prescribir. 
 
Contradicción de tesis 385/2012. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito. 5 de noviembre de 2014. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 

El Segundo Tribunal Colegiado en materia Civil de Cuarto Circuito, al 
resolver el juicio amparo directo 6/2007 que dio origen a la tesis 
IV.2o.C.77 C de rubro: "PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. LA AUSENCIA 
DEL RÉGIMEN DE PATRIMONIO FAMILIAR, EN EL BIEN INMUEBLE 
QUE SE PRETENDE USUCAPIR, CONSTITUYE UNA CONDICIÓN 
NECESARIA DE LA ACCIÓN, QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXVIII, agosto de 2008, página 1176, con número de registro 169070; y  
el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila en apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 676/2012, 
cuaderno auxiliar 405/2012, en el que sustentó que el hecho de que el 
bien inmueble que se pretenda usucapir se encuentre sujeto al régimen 
de patrimonio familiar no lo torna imprescriptible. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 78/2014 (10a.) 
 
 

AMPARO ADHESIVO. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS EN 
LOS CUALES EL ADHERENTE SE LIMITA A COMBATIR LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN DEL QUEJOSO PRINCIPAL, SIN 
ESGRIMIR RAZONES QUE MEJOREN LAS CONSIDERACIONES 
DEL ACTO RECLAMADO. El artículo 182 de la Ley de Amparo impone 
la carga procesal al adherente que busca la subsistencia del acto 
reclamado, de mejorar las consideraciones del mismo, hacer valer 
violaciones procesales que pudieran afectar sus defensas, o impugnar 
aquellos puntos decisorios que le perjudiquen. Sin embargo, ello no es 
efectivamente atendido cuando el adherente se limita a cuestionar los 
conceptos de violación del amparo principal, sin ocuparse de esgrimir 
razones que generen convicción y certeza en el juzgador constitucional 
sobre la corrección jurídica del fallo reclamado. Cuando en un amparo 
adhesivo se esgrimen razonamientos tendientes a demostrar que los 
conceptos de violación del amparo directo principal son insuficientes 
para la concesión del amparo solicitado, el adherente no cumple con el 
requisito de mejorar las consideraciones del fallo ni expone las razones 
por las cuales considera que la sentencia del órgano jurisdiccional se 
ocupó adecuadamente de la controversia y valoró justamente los 
puntos de hecho y derecho en cuestión. Por lo tanto, dichos 
argumentos serán inoperantes.  
 
Contradicción de tesis 136/2014. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
sede en Saltillo, Coahuila. 15 de octubre de 2014. La votación se dividió 
en dos partes. Mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 8/2013 y 32/2013 que dieron origen a la 
tesis aislada número XXVII.3o.23 K (10a), de rubro:" CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO ADHESIVO. LO SON 
AQUELLOS QUE SE LIMITAN A CONTROVERTIR LOS QUE EL 
QUEJOSO FORMULÓ AL PROMOVER EL JUICIO PRINCIPAL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
julio de 2014 a las 8:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 8, Tomo II, julio de 2014, página 
1115, registro 2006905; y el criterio emitido por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 489/2013 (cuaderno auxiliar 
588/2013), que dio origen a la tesis aislada número VIII.1o.(X región) 3 
K (10a.), de rubro: "AMPARO DIRECTO ADHESIVO. SI AL 
PROMOVERLO EL ADHERENTE SÓLO SE LIMITA A CONTESTAR 
LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A VALIDAR 
DOGMÁTICAMENTE LAS CONSIDERACIONES QUE SUSTENTAN EL 



 

ACTO RECLAMADO, AQUÉL ES IMPROCEDENTE Y EN 
CONSECUENCIA SE DEBE SOBRESEER EN EL MISMO POR NO 
CUMPLIR CON SU OBJETO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, 
noviembre de 2013, página 987, con número de registro 2004837. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 79/2014 (10a.) 
 
 

AMPARO ADHESIVO. LA DECISIÓN QUE RECAIGA AL MISMO 
DEBERÁ TRASCENDER A LOS PUNTOS RESOLUTIVOS DE LA 
SENTENCIA DE AMPARO. El amparo adhesivo, en tanto una acción 
de quien haya obtenido sentencia favorable en el procedimiento 
jurisdiccional de origen y a la que tenga interés en que subsista el acto 
reclamado, merece un punto resolutivo autónomo que refleje lo resuelto 
por el tribunal en relación con el mismo. Los puntos resolutivos reflejan 
el fallo del tribunal de amparo y es por ello que la valoración de los 
conceptos de violación del quejoso adherente no sólo debe estar 
contenida en los considerandos respectivos, sino que debe trascender a 
los puntos resolutivos de la sentencia correspondiente. Ahora bien, 
desde el punto de vista técnico, lo adecuado es que los puntos 
resolutivos que resuelvan el amparo adhesivo sean elaborados en 
términos de negar el amparo solicitado, otorgarlo o declararlo ―sin 
materia‖, según corresponda. 
 
Contradicción de tesis 136/2014. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
sede en Saltillo, Coahuila. 15 de octubre de 2014. La votación se dividió 
en dos partes. Mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 8/2013 y 32/2013 que dieron origen a la 
tesis aislada número XXVII.3o.23 K (10a), de rubro:" CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO ADHESIVO. LO SON 
AQUELLOS QUE SE LIMITAN A CONTROVERTIR LOS QUE EL 
QUEJOSO FORMULÓ AL PROMOVER EL JUICIO PRINCIPAL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
julio de 2014 a las 8:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 8, Tomo II, julio de 2014, página 
1115, registro 2006905; y el criterio emitido por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 489/2013 (cuaderno auxiliar 
588/2013), que dio origen a la tesis aislada número VIII.1o.(X región) 3 
K (10a.), de rubro: "AMPARO DIRECTO ADHESIVO. SI AL 
PROMOVERLO EL ADHERENTE SÓLO SE LIMITA A CONTESTAR 
LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A VALIDAR 
DOGMÁTICAMENTE LAS CONSIDERACIONES QUE SUSTENTAN EL 
ACTO RECLAMADO, AQUÉL ES IMPROCEDENTE Y EN 
CONSECUENCIA SE DEBE SOBRESEER EN EL MISMO POR NO 
CUMPLIR CON SU OBJETO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, 
noviembre de 2013, página 987, con número de registro 2004837. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 80/2014 (10a.) 
 
 

AMPARO ADHESIVO. DEBE NEGARSE CUANDO LA TOTALIDAD 
DE LOS ARGUMENTOS DEL ADHERENTE SEAN DECLARADOS 
INOPERANTES, DADO QUE ÉSTE SE LIMITÓ A COMBATIR LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN DEL QUEJOSO PRINCIPAL, SIN 
ESGRIMIR RAZONES QUE MEJOREN LAS CONSIDERACIONES 
DEL ACTO RECLAMADO. Cuando la totalidad de los argumentos del 
amparo adhesivo se limitan a combatir los conceptos de violación del 
amparo principal, sin mejorar las consideraciones del acto reclamado, 
hacer valer violaciones procesales o combatir los puntos decisorios que 
perjudiquen al adherente, éstos son inoperantes y deberá negarse el 
amparo adhesivo. 
 
Contradicción de tesis 136/2014. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
sede en Saltillo, Coahuila. 15 de octubre de 2014. La votación se dividió 
en dos partes. Mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 8/2013 y 32/2013 que dieron origen a la 
tesis aislada número XXVII.3o.23 K (10a), de rubro:" CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO ADHESIVO. LO SON 
AQUELLOS QUE SE LIMITAN A CONTROVERTIR LOS QUE EL 
QUEJOSO FORMULÓ AL PROMOVER EL JUICIO PRINCIPAL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
julio de 2014 a las 8:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 8, Tomo II, julio de 2014, página 
1115, registro 2006905; y el criterio emitido por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 489/2013 (cuaderno auxiliar 
588/2013), que dio origen a la tesis aislada número VIII.1o.(X región) 3 
K (10a.), de rubro: "AMPARO DIRECTO ADHESIVO. SI AL 
PROMOVERLO EL ADHERENTE SÓLO SE LIMITA A CONTESTAR 
LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A VALIDAR 
DOGMÁTICAMENTE LAS CONSIDERACIONES QUE SUSTENTAN EL 
ACTO RECLAMADO, AQUÉL ES IMPROCEDENTE Y EN 
CONSECUENCIA SE DEBE SOBRESEER EN EL MISMO POR NO 
CUMPLIR CON SU OBJETO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, 
noviembre de 2013, página 987, con número de registro 2004837. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 81/2014 (10a.) 
 
 

AMPARO ADHESIVO. SU PROCEDENCIA NO PUEDE 
DETERMINARSE A PARTIR DE LA ARGUMENTACIÓN ESPECÍFICA 
QUE CONTENGA AQUÉL. La procedencia de la acción de amparo 
adhesivo debe analizarse en una etapa procesal previa al avocamiento 
del tribunal al estudio del desarrollo lógico-jurídico de la solicitud de 
quien pretende la subsistencia del acto reclamado. Lo anterior es así, 
en virtud de que por razón de técnica jurídica, los presupuestos 
procesales constituyen una cuestión de pronunciamiento previo a la 
calificativa que pudiera hacerse sobre los argumentos del accionante. 
Por ello, la procedencia de un amparo adhesivo no puede determinarse 
a partir de la argumentación específica que éste contenga. Ello, no 
obstante que el desarrollo lógico-jurídico del quejoso adherente se 
aparte de la finalidad y el objetivo de la acción de amparo adhesivo, 
pues dicha situación será evidenciada por el tribunal competente en el 
momento procesal oportuno, siempre que todas las condiciones 
procesales para el pronunciamiento respectivo sean atendidas 
efectivamente. 
 
Contradicción de tesis 136/2014. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
sede en Saltillo, Coahuila. 15 de octubre de 2014. La votación se dividió 
en dos partes. Mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 8/2013 y 32/2013 que dieron origen a la 
tesis aislada número XXVII.3o.23 K (10a), de rubro:" CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL AMPARO ADHESIVO. LO SON 
AQUELLOS QUE SE LIMITAN A CONTROVERTIR LOS QUE EL 
QUEJOSO FORMULÓ AL PROMOVER EL JUICIO PRINCIPAL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
julio de 2014 a las 8:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 8, Tomo II, julio de 2014, página 
1115, registro 2006905; y el criterio emitido por el Primer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, 
al resolver el juicio de amparo directo 489/2013 (cuaderno auxiliar 
588/2013), que dio origen a la tesis aislada número VIII.1o.(X región) 3 
K (10a.), de rubro: "AMPARO DIRECTO ADHESIVO. SI AL 
PROMOVERLO EL ADHERENTE SÓLO SE LIMITA A CONTESTAR 
LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A VALIDAR 
DOGMÁTICAMENTE LAS CONSIDERACIONES QUE SUSTENTAN EL 
ACTO RECLAMADO, AQUÉL ES IMPROCEDENTE Y EN 
CONSECUENCIA SE DEBE SOBRESEER EN EL MISMO POR NO 
CUMPLIR CON SU OBJETO.", publicada en el Semanario Judicial de la 



 

Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXVI, Tomo 2, 
noviembre de 2013, página 987, con número de registro 2004837. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha doce de noviembre 
de dos mil catorce. México, Distrito Federal, trece de noviembre de 
dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 82/2014 (10a.) 
 
 

PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. AUNQUE LA LEGISLACIÓN 
APLICABLE NO EXIJA QUE EL JUSTO TÍTULO O ACTO 
TRASLATIVO DE DOMINIO QUE CONSTITUYE LA CAUSA 
GENERADORA DE LA POSESIÓN DE BUENA FE, SEA DE FECHA 
CIERTA, LA CERTEZA DE LA FECHA DEL ACTO JURIDICO DEBE 
PROBARSE EN FORMA FEHACIENTE POR SER UN ELEMENTO 
DEL JUSTO TITULO (INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
1ª./J.9/2008). Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia citada, estableció que para la procedencia 
de la acción de prescripción positiva de buena fe es indispensable que 
el documento privado que se exhiba como causa generadora de la 
posesión sea de fecha cierta, porque: a) se inscribió en el Registro 
Público de la Propiedad; b) fue presentado ante algún funcionario por 
razón de su oficio; o, c) alguno de sus firmantes falleció. Ahora bien, 
una nueva reflexión sobre el tema lleva a apartarse de ese criterio y, por 
ende, a interrumpir dicha jurisprudencia, ya que, tanto la certeza de la 
fecha como la celebración misma del acto jurídico traslativo de dominio, 
incluyendo la autenticidad del documento, pueden acreditarse con 
diversos medios de prueba que deben quedar a la valoración del 
juzgador, además de que el cumplimiento con alguno de los tres 
requisitos señalados no es óptimo para acreditar el ―justo título‖. En 
efecto, el justo título es un acto traslativo de dominio ―imperfecto‖, que 
quien pretende usucapir el bien a su favor cree fundadamente bastante 
para transferirle el dominio, lo que implica que esa creencia debe ser 
seria y descansar en un error que, en concepto del juzgador, sea 
fundado, al tratarse de uno que ―en cualquier persona‖ pueda provocar 
una creencia respecto de la validez del título. Por tanto, para probar su 
justo título, el promovente debe aportar al juicio de usucapión las 
pruebas necesarias para acreditar: 1) que el acto traslativo de dominio 
que constituye su justo título tuvo lugar, lo cual debe acompañarse de 
pruebas que demuestren que objetivamente existían bases suficientes 
para creer fundadamente que el enajenante podía disponer del bien, lo 
cual prueba cierta diligencia e interés en el adquirente en conocer el 
origen del título que aduce tener su enajenante; 2) si el acto traslativo 
de dominio de que se trata es oneroso, que se hicieron pagos a cuenta 
del precio pactado; en caso contrario, tendrá que probar que la 
transmisión del bien se le hizo en forma gratuita; y, 3) la fecha de 
celebración del acto jurídico traslativo de dominio, la cual deberá 
acreditarse en forma fehaciente, pues constituye el punto de partida 
para el cómputo del plazo necesario para que opere la prescripción 
adquisitiva de buena fe; además de probar que ha poseído en concepto 
de propietario con su justo título, de forma pacífica, pública y continua 
durante cinco años, como lo establecen los Códigos Civiles de los 
Estados de México, de Nuevo León y de Jalisco. De manera que todo 
aquél que no pueda demostrar un nivel mínimo de diligencia, podrá 
prescribir, pero en el plazo más largo de diez años, previsto en los 
códigos citados, ya que, de otra forma, se estará ampliando 
injustificadamente el régimen especial que el legislador creó para 
aquellas personas que puedan probar que su creencia en la validez de 
su título es fundada, con base en circunstancias objetivas, y no 
apreciaciones meramente subjetivas ajenas a la realidad. Así, la 
procedencia de la prescripción adquisitiva que ejerce un poseedor que 
aduce ser de buena fe, tendrá que cimentarse en la convicción que 



 

adquiera el juzgador de la autenticidad del propio título y de la fecha a 
partir de la cual se inició la posesión en concepto de propietario, con 
base en la valoración de los diversos medios de convicción que ofrezca 
la parte actora para demostrar que es fundada su creencia en la validez 
de su título, debiendo precisar que la carga de la prueba recae en la 
parte actora.  
 
Contradicción de tesis 204/2014. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 5 de 
noviembre de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en 
cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito al 
resolver los juicios de amparo directo 9/2010, 74/2010, 622/2010, 
899/2010 y 860/2010 que dieron origen a la tesis jurisprudencial II.2o.C 
J/31, de rubro: ―ACCIÓN DE USUCAPIÓN. NO LE ES APLICABLE LA 
FIGURA DE LA FECHA CIERTA PARA ACREDITAR LA CAUSA 
GENERADORA DE LA POSESIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO ABROGADA).‖, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, mayo de 2011, 
página 833, con número de registro 162244; el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver  el juicio de 
amparo directo 253/2014, en el que consideró fundamentalmente que si 
bien la legislación del estado de Jalisco no exige que la posesión 
necesaria para usucapir deba apoyarse en un ―justo título‖, ello no 
significa que la actora quede exenta de revelar y justificar la causa 
generadora de su ocupación, debiendo demostrar que el documento en 
que sustenta el motivo de su posesión sea de fecha cierta, no como 
acto traslativo de dominio perfecto, sino como hecho jurídico para 
conocer la fecha a partir de la que ha de computarse el término legal de 
la prescripción. 
Nota: La presente tesis interrumpe el criterio sostenido en la diversa 
1a./J. 9/2008, de rubro: ―PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. EL 
CONTRATO PRIVADO DE COMPRAVENTA QUE SE EXHIBE PARA 
ACREDITAR EL JUSTO TÍTULO O LA CAUSA GENERADORA DE LA 
POSESIÓN, DEBE SER DE FECHA CIERTA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN).", que aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, 
abril de 2008, página 315. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de 
noviembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiuno 
de noviembre de dos mil catorce. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 83/2014 (10a.) 
 
 

OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. A QUIÉN CORRESPONDE LA CARGA 
PROBATORIA EN EL DELITO DE INCUMPLIMIENTO DE 
OBLIGACIONES ALIMENTARIAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
TLAXCALA). El establecimiento del delito de incumplimiento de 
obligaciones alimentarias, tiene por finalidad garantizar la subsistencia 
de quienes la ley considera que se encuentran en una posición 
vulnerable. Por lo cual, es innecesario probar el desamparo total ante la 
falta de proporcionar alimentos, pues dicho delito se verifica ante el 
incumplimiento, sin justa causa, de las obligaciones alimentarias que se 
demanda del deudor alimentario; sin embargo, la garantía de ese bien 
jurídico no puede menoscabar los derechos fundamentales de debido 
proceso, como lo es la presunción de inocencia, en su vertiente de 
estándar de prueba o regla de juicio. De ahí que corresponde al 
Ministerio Público la carga de probar los elementos del delito de 
incumplimiento de la obligación alimentaria, inclusive, tratándose de 
hechos negativos, pues esto es acorde con los estándares que 
establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Contradicción de tesis 383/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región en apoyo del 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito. 22 de octubre de 
2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, en cuanto al fondo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 466/2012, en el cual sostuvo que a los testigos de 
cargo no se les podía otorgar valor probatorio y por ende tener por 
acreditado el segundo de los elementos del cuerpo del delito, 
consistente en que sin motivo justificado se deje de cumplir con la 
obligación de dar alimentos, dado que si bien refirieron que el inculpado 
de manera injustificada dejó de proporcionar dinero para los gastos de 
la parte querellante, no expusieron por qué motivo tuvieron 
conocimiento de tal circunstancia, pues no narraron que hayan 
presenciado el hecho, por lo que no se tiene certeza de que los testigos 
de cargo conocieran por sí mismos los hechos atribuidos al inculpado, 
respecto a que a partir de la fecha señalada dejó de cumplir con la 
obligación a que está obligado dado que no expusieron si en ese lapso 
presenciaron algún hecho del que se desprenda que el inculpado 
persistió en la conducta omisiva y por tanto incumplieron con los 
requisitos previstos en el artículo 221 fracciones III y IV del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de Tlaxcala y que de 
conformidad con el principio de presunción de inocencia y debido 
proceso, le corresponde al Ministerio Público la persecución de los 
delitos y la carga de la prueba, esto es, la obligación de hacer presentar 



 

las pruebas que acrediten la existencia del delito impugnado y la 
probable responsabilidad del inculpado en su comisión; y el Sexto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región 
con residencia en el Distrito Federal en apoyo del Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver del amparo en revisión 
1083/2013, cuaderno auxiliar 190/2013, en el que sostuvo que de 
conformidad con el artículo 220 del Código de Procedimientos Penales 
para el Estado de Tlaxcala, la declaración de los testigos puede hacer 
prueba plena aun cuando no convenga en los accidentes el hecho que 
refieren, siempre que a juicio del órgano jurisdiccional los atestes no 
modifiquen la sustancia del hecho, por lo que al haber coincidido los 
testigos de cargo en que el inculpado no proporciona cantidad alguna 
para la manutención de la acreedora alimentaria, al margen fueran 
coincidentes en diversas circunstancias, lo cierto es que manifestaron 
que no cumple con la obligación alimentaria que tiene, por lo que 
merecen valor probatorio 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de 
noviembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiuno 
de noviembre de dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 84/2014 (10a.) 
 
 

OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. REGLAS PARA VALORAR LAS 
PRUEBAS TESTIMONIALES TENDENTES A DEMOSTRAR EL 
DELITO DE INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TLAXCALA). Respecto a la 
valoración de pruebas testimoniales tendentes a demostrar el delito de 
incumplimiento de la obligación alimentaria, existen dos distinciones 
principales, a saber: 1) el supuesto en el que los testigos convergen en 
la esencia del hecho, es decir, en el incumplimiento de la obligación de 
proporcionar alimentos, sin expresar sus circunstancias, es decir, no 
declaran de dónde conocen los hechos del incumplimiento; y, 2) el 
supuesto en el que los testigos no sean coincidentes respecto a las 
circunstancias de dicho incumplimiento. En relación con la primera 
hipótesis, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estima que es necesario que los testigos declaren por qué les 
consta el incumplimiento, pues uno de los elementos que debe 
considerar el juez para determinar la eficacia probatoria de un 
testimonio, es la razón de su dicho. Esto es, para la eficacia del 
testimonio como prueba de cargo y tener al testigo como competente y 
creíble, es indispensable que aparezcan, en forma clara, exacta y 
completa, las circunstancias de tiempo, modo y lugar del hecho 
narrado. En cambio, en la segunda hipótesis, el juez debe evaluar si el 
grado de probabilidad o certeza alcanzado por el conjunto probatorio es 
suficiente para aceptar el hecho como probado; es decir, ante la 
contradicción de testimonios respecto de las cuestiones accidentales 
del incumplimiento de las obligaciones alimentarias, el artículo 220 del 
Código de Procedimientos Penales para el Estado de Tlaxcala posibilita 
la valoración de testimonios que no coincidan respecto de esas 
cuestiones accidentales en los hechos, siempre que no se altere su 
esencia. De tal suerte que el juzgador deberá valorar la totalidad del 
material probatorio y allegarse de elementos suficientes para tener por 
acreditado el hecho; valoración que debe centrarse en el criterio de 
relevancia, esto es, valorar únicamente aquellas que pudieran guardar 
una estrecha relación lógica con los hechos litigiosos, o bien, resultar 
determinantes en la conclusión que pudiera alcanzarse sobre ellos. 
 
Contradicción de tesis 383/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, en apoyo del 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito. 22 de octubre de 
2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, en cuanto al fondo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 466/2012, en el cual sostuvo que a los testigos de 
cargo no se les podía otorgar valor probatorio y por ende tener por 



 

acreditado el segundo de los elementos del cuerpo del delito, 
consistente en que sin motivo justificado se deje de cumplir con la 
obligación de dar alimentos, dado que si bien refirieron que el inculpado 
de manera injustificada dejó de proporcionar dinero para los gastos de 
la parte querellante, no expusieron por qué motivo tuvieron 
conocimiento de tal circunstancia, pues no narraron que hayan 
presenciado el hecho, por lo que no se tiene certeza de que los testigos 
de cargo conocieran por sí mismos los hechos atribuidos al inculpado, 
respecto a que a partir de la fecha señalada dejó de cumplir con la 
obligación a que está obligado dado que no expusieron si en ese lapso 
presenciaron algún hecho del que se desprenda que el inculpado 
persistió en la conducta omisiva y por tanto incumplieron con los 
requisitos previstos en el artículo 221 fracciones III y IV del Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de Tlaxcala y que de 
conformidad con el principio de presunción de inocencia y debido 
proceso, le corresponde al Ministerio Público la persecución de los 
delitos y la carga de la prueba, esto es, la obligación de hacer presentar 
las pruebas que acrediten la existencia del delito impugnado y la 
probable responsabilidad del inculpado en su comisión; y el Sexto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región 
con residencia en el Distrito Federal en apoyo del Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Octavo Circuito, al resolver del amparo en revisión 
1083/2013, cuaderno auxiliar 190/2013, en el que sostuvo que de 
conformidad con el artículo 220 del Código de Procedimientos Penales 
para el Estado de Tlaxcala, la declaración de los testigos puede hacer 
prueba plena aun cuando no convenga en los accidentes el hecho que 
refieren, siempre que a juicio del órgano jurisdiccional los atestes no 
modifiquen la sustancia del hecho, por lo que al haber coincidido los 
testigos de cargo en que el inculpado no proporciona cantidad alguna 
para la manutención de la acreedora alimentaria, al margen fueran 
coincidentes en diversas circunstancias, lo cierto es que manifestaron 
que no cumple con la obligación alimentaria que tiene, por lo que 
merecen valor probatorio. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de 
noviembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiuno 
de noviembre de dos mil catorce. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

  TESIS  JURISPRUDENCIAL 85/2014 (10a.) 
         
 

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE LA VENTA DE GASOLINA Y OTROS 
PRODUCTOS DERIVADOS DEL PETRÓLEO. SON INOPERANTES 
LOS AGRAVIOS QUE CUESTIONAN LA MECÁNICA PARA 
OBTENER EL SUBSIDIO POR EL PAGO DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, SIN DISTINGUIR ENTRE 
CUOTA Y BASE DEL TRIBUTO. El estímulo previsto en el artículo 16 
apartado A, fracción III, de la Ley de Ingresos de la Federación para el 
ejercicio fiscal dos mil trece, se otorga sobre las cantidades que cada 
agencia de ventas de Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios trasladaron a los particulares que adquirieron el 
combustible para consumo final, cantidades, las cuales pueden 
acreditar o solicitar en devolución y cuyo resultado surge de la 
aplicación de la tasa prevista en el artículo 2-A, fracción I, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Ahora bien, la citada 
fracción I establece el procedimiento para la determinación de la tasa 
aplicable en cada mes para la enajenación de gasolinas y diésel; así, 
una vez determinada la tasa, ésta se aplica al valor del combustible y se 
desglosa de forma expresa y por separado en el respectivo 
comprobante. Por su parte, la fracción II del precepto citado, señala las 
cuotas vigentes a la venta final al público de gasolinas y diésel, y para 
tales efectos establece que quienes realicen la venta de combustibles al 
público en general, trasladarán la cuota que corresponda, pero no lo 
harán de forma expresa y por separado, sino que la incluirán en el 
precio correspondiente. Por lo tanto, la única forma de que exista la 
causación del impuesto, en el supuesto previsto en la fracción I del 
artículo 2-A citado, es que dicha tasa sea positiva, es decir que 
efectivamente se pague el impuesto, ya que una tasa cero o negativa 
no representa pago alguno, derivado de lo cual el enajenante del 
combustible no trasladará dicha contribución al consumidor final; de ahí 
se evidencia la razonabilidad de que los estímulos fiscales previstos en 
la Ley de Ingresos sólo procedan cuando exista una tasa positiva, pues 
sólo en este caso existe un pago del impuesto, porque en caso de que 
se aplique una tasa cero o una tasa negativa no existe tributo alguno 
que corresponda al consumidor final de combustible. Ahora bien, los 
agravios que suponen que la posibilidad de obtener la devolución del 
impuesto pagado al adquirir combustible como consumidor final, es un 
derecho que nace por la sola compra de diésel, resultan inoperantes, 
toda vez que el estímulo previsto en el referido artículo 16, apartado A, 
fracción III, sólo es aplicable respecto del impuesto que el enajenante 
del combustible causa y traslada al aplicar la tasa que resulta del 
procedimiento previsto en el citado artículo 2o.-A, fracción I, situación 
que no acontece cuando se asume de forma errónea que dicho 
estímulo está previsto para que los consumidores finales de diésel 
puedan solicitar la devolución del impuesto que se les trasladó por la 
aplicación de la cuota, lo cual no es así, porque el estímulo fiscal está 
dirigido a las cantidades que se obtienen por la aplicación de la tasa; 
además, porque el argumento en esos términos se construye bajo la 
premisa de no hacer una distinción entre cuota y tasa del tributo. 
 
Amparo en revisión 208/2014. **********. 2 de julio de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 



 

García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce.  
 
Amparo en revisión 270/2014. **********. 2 de julio de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce.  
 
Amparo en revisión 332/2014. **********. 13 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
Amparo en revisión 359/2014. **********. 10 de septiembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 388/2014. **********. 22 de octubre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de 
noviembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiuno 
de noviembre de dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 86/2014 (10a.) 
         
 

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE LA VENTA DE GASOLINA Y OTROS 
PRODUCTOS DERIVADOS DEL PETRÓLEO. EL ARTÍCULO 2o.-A, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, EN RELACIÓN CON EL NUMERAL 16, 
FRACCIÓN III, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA LEY DE INGRESOS DE 
LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL 2013, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. Si bien es 
cierto que para determinar la tasa del impuesto causado por la 
enajenación de gasolina o diésel, el artículo 2o.-A, fracción I, de la Ley 
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios prevé variables 
como: el precio de referencia; el costo de manejo del transporte; el 
costo neto del transporte a la agencia de ventas que corresponda; el 
margen comercial que haya fijado Petróleos Mexicanos; y las reglas de 
carácter general por las cuales la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público determina los precios de referencia; también lo es que dicha 
circunstancia no significa que la determinación de la tasa se fije con el 
resultado de actos de particulares o de autoridades administrativas, 
vulnerando así el principio de legalidad tributaria. Lo anterior es así, 
porque los elementos para determinar dicha tasa sí están precisados en 
la ley, como lo sustentó esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
resolver la acción de inconstitucionalidad 29/2008, en la cual sostuvo 
que el procedimiento previsto en el citado artículo 2o.-A, fracción I, no 
es contrario a la garantía de legalidad tributaria, porque los supuestos 
normativos contenidos en el mencionado numeral brindan un marco 
jurídico que de manera razonable, atendiendo a la naturaleza del 
fenómeno a cuantificar, permite a los sujetos pasivos del tributo tener 
conocimiento sobre las consecuencias jurídicas de su conducta en el 
caso de enajenación de combustibles. 
 
Amparo en revisión 208/2014. **********. 2 de julio de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce.  
 
Amparo en revisión 270/2014. **********. 2 de julio de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce.  
 
Amparo en revisión 332/2014. **********. 13 de agosto de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
Amparo en revisión 359/2014. **********. 10 de septiembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 



 

Amparo en revisión 388/2014. **********. 22 de octubre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de 
noviembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiuno 
de noviembre de dos mil catorce. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 87/2014 (10a.) 
 
 

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN 
VI, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 
2013. LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO CON MOTIVO DE SU 
INTERPOSICIÓN NO INTERRUMPE EL TÉRMINO CON QUE 
CUENTA EL QUEJOSO PARA AMPLIAR SU DEMANDA. El Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 
de tesis 445/2010, de la que derivó la jurisprudencia P./J. 4/2012 
(10a.)¹, sustentó que la suspensión derivada de la admisión del recurso 
de queja previsto en el precepto citado, implica la paralización total del 
juicio de amparo, toda vez que tiene como fin conservar la litis 
constitucional desde la interposición del referido medio de defensa 
hasta su resolución, para que no se afecten los derechos del 
promovente y subsista la materia del reclamo; por tanto, el término con 
que cuenta el quejoso para ampliar su demanda, no se interrumpe con 
motivo de la suspensión de todo el procedimiento, toda vez que ésta no 
es necesaria para detener el trámite del juicio. Así, considerando que lo 
que se suspende son las actuaciones judiciales y no las labores del 
órgano jurisdiccional, el quejoso puede presentar su ampliación de 
demanda dentro del término con que cuenta para hacerlo de 
conformidad con el artículo 21 de la Ley de Amparo y la suspensión del 
procedimiento, por lo que respecta a dicha promoción, se verificará al 
reservarse su acuerdo para cuando se levante la suspensión del 
procedimiento. 
 
Contradicción de tesis 452/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 
5 de noviembre de 2014. La votación se dividió en dos partes: mayoría 
de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al 
resolver la queja 79/2009, que dio origen a la tesis aislada número 
IV.2o.C.58 K de rubro: "DEMANDA DE AMPARO. EL TÉRMINO PARA 
SU AMPLIACIÓN ANTE EL JUEZ DE DISTRITO NO SE INTERRUMPE 
POR LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO DECRETADA CON 
MOTIVO DE LA PROMOCIÓN DEL RECURSO DE QUEJA A QUE SE 
REFIERE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 95 DE LA LEY DE LA 
MATERIA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, mayo de 2010, página 1937, con 
número de registro 164604; y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 126/2013, 
relacionada con la queja 129/2013, en la que esencialmente sostuvo 
que el plazo para promover una ampliación de demanda forma parte del 
procedimiento del juicio de garantías, entonces, atendiendo al referido 
principio pro persona, es claro que también debe considerarse afectado 
cuando se decreta la suspensión del mismo, conforme a los numerales 
53 y 101 de la ley de la materia, pues no existe razón objetiva para 



 

considerar suspendidos sólo algunos aspectos y otros no, sobre todo al 
no existir distinción en ese sentido dentro de la norma aplicable, ya que 
el único caso que en ésta se contempla, según el primero de los 
ordinales en cita, es en lo relativo al incidente de suspensión, que en 
amparo indirecto se tramita por cuerda separada. 
 
¹Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 4/2012 (10a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro IX, Tomo 1, junio de 2012, página 6, con el rubro: 
―QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 95 DE LA 
LEY DE AMPARO. LA SUSPENSIÓN DERIVADA DE SU ADMISIÓN 
IMPLICA LA PARALIZACIÓN TOTAL DEL JUICIO DE AMPARO.‖ 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diecinueve de 
noviembre de dos mil catorce. México, Distrito Federal, veintiuno 
de noviembre de dos mil catorce. Doy fe. 
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